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Al interior del Plan Nacional de Desarrollo 1995 – 2000, uno de los objetivos funda-
mentales que se propuso el Gobierno Federal, fue el de avanzar hacia un desarrollo
social que propiciara y extendiera en todo el país las oportunidades de superación
individual y comunitaria, bajo los principios de equidad y justicia. Por ello, consideró
pertinente impulsar el desarrollo de un programa de gobierno para fortalecer un
nuevo federalismo que buscara fomentar la descentralización y el desarrollo regio-
nal, como puntales que fortalecieran a las Entidades Federativas y Municipios, sen-
tando bases que permitieran superar los desequilibrios entre regiones geográficas,
grupos sociales y sectores productivos.

Este programa se planteó, como uno de sus principales objetivos, incrementar las
potestades tributarias y las atribuciones de gasto de las Entidades Federativas y de
los Municipios, para con ello evolucionar en el esquema de coordinación de un
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal a un Sistema Nacional de Coordinación
Hacendaria.

En este sentido y bajo el supuesto de que por su cercanía con la sociedad, los
ámbitos locales estarían más vinculados a las necesidades cotidianas de la pobla-
ción, lo que les permitiría ser más eficientes en el ejercicio del gasto de aquellas
funciones relativas a la prestación de servicios tales como: Educativos, Salud, Infra-
estructura Social, Seguridad Pública entre otras, el Gobierno Federal decidió
implementar una política más amplia en materia de descentralización del gasto pú-
blico.

Presentación
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Fue precisamente en ese escenario de políticas como, a partir del ejercicio fiscal de
1998, el Gobierno Federal comenzó a realizar cambios sustantivos en materia de
gasto público, con la inclusión del capítulo V en la Ley de Coordinación Fiscal, en
donde se estableció el marco  jurídico normativo de los Fondos de Aportaciones
Federales para Entidades Federativas y Municipios, y se realizaron las asignacio-
nes presupuestarias a través de la creación del Ramo 33 al interior del Presupuesto
de Egresos de la Federación, denominado Aportaciones Federales para el Fortale-
cimiento de las Entidades Federativas y Municipios.

Estos Fondos de Aportaciones Federales quedaron constituidos como recursos con
destino específico, que el Gobierno de la Federación transfiere a los Estados y
Municipios para su ejercicio, dentro de una nueva conformación  de atribuciones de
gasto entre los tres ámbitos de gobierno, a partir de la firma de los respectivos
convenios de descentralización en materia de educación y salud.

Al asignarse estos recursos con destino específico se estableció su naturaleza fe-
deral; sin embargo, tanto los Estados como los Municipios deberán registrarlos como
ingresos propios.

La importancia que estos fondos tienen para las Entidades Federativas y los Muni-
cipios, radica tanto en su monto (aproximadamente el 46 % de sus presupuestos),
como en el destino hacia el cual va dirigido el ejercicio de estos recursos (cubrir las
necesidades básicas de la población: educación, salud, desarrollo social, seguri-
dad pública, etc.).

Por estas razones, INDETEC se propone a través de la presente investigación,
describir los aspectos más relevantes que norman el ejercicio de los recursos del
Ramo 33 Fondos de Aportaciones Federales para Estados y Municipios.

Este trabajo fue elaborado por el Mtro. José de 0Jesús Guízar Jiménez, Consultor
Investigador del Programa de Gasto Público, bajo la Coordinación del Lic. Carlos
García Lepe, Director General Adjunto de Coordinación Hacendaria y Hacienda
Estatal de Indetec.
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Introducción

En el marco de la política de descentralización fiscal del Gobierno Federal, se ha
venido planteando la necesidad de contar con un documento que permita acceder
de una manera rápida a los principales aspectos que regulan la asignación, el
ejercicio, el control y la fiscalización de los recursos y las responsabilidades trans-
feridas.

La información contenida en el presente documento describe las principales dispo-
siciones y normas que regulan el ejercicio de los recursos correspondientes al Ramo
33 “Aportaciones Federales para Estados y Municipios” del Presupuesto de Egresos
de la Federación.

En el Capítulo uno se plantea el origen de los Fondos de Aportaciones Federales a
Entidades Federativas y Municipios. Se describen los principales programas y con-
venios que formaron parte del anterior esquema de transferencias realizadas por el
Gobierno Federal hacia las Entidades Federativas, especialmente los relacionados
con el extinto Ramo 26 “Desarrollo Social y Productivo en Regiones de Pobreza”
del Presupuesto de Egresos de la Federación.

En el Capítulo dos se revisan las bases jurídicas de la coordinación en materia de
gasto público contenidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como con en la Ley General de Planeación. Por último, se presenta una
breve semblanza de las iniciativas, tanto del Ejecutivo Federal como del Poder Le-
gislativo, que dieron origen al Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal denomi-
nado “Aportaciones Federales a Entidades Federativas y Municipios” y a la incorpo-
ración del Ramo 33 en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación,
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considerando las asignaciones de recursos para las Aportaciones Federales esta-
blecidas en la Ley de Coordinación Fiscal

En el Capítulo tres se realiza una descripción de las principales características de
los fondos, se especifican los diferentes destinos de gasto a los cuales están dirigi-
dos los recursos de cada fondo, la normatividad básica correspondiente a cada uno
de ellos, así como los procedimientos de integración, ministración y manejo que
debe realizarse para cada uno de ellos, en cada ámbito de gobierno. Adicionalmen-
te se incluyeron tablas por fondo, mostrando la evolución financiera de estos recur-
sos desde 1998 hasta el 2004.

En el Capítulo cuatro se mencionan los procesos de vigilancia y control que deben
realizarse, tanto en la ministración como en el ejercicio de los recursos de estos
Fondos, en cada una de las etapas por la que transitan, mencionando los diferentes
órganos de control y fiscalización a los cuales les corresponde la realización de
estas actividades.

Por último, en un esfuerzo de recopilación de acervos documentales y con la inten-
ción de complementar la información que en este trabajo se presenta, se anexaron
a este documento los acuerdos y convenios que antecedieron a los fondos de: edu-
cación básica, salud y educación tecnológica y de adultos. Así mismo, se incluye el
convenio modelo que en materia de seguridad pública se firmó en el marco del
programa nacional de seguridad pública 2000-2006 y el convenio modelo de desa-
rrollo social de 1998, adicionalmente se incluyó para algunos de estos fondos las
fechas en que salieron publicados en el Diario Oficial de la Federación.
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CAPÍTULO I
Antecedentes

Los Fondos de Aportaciones Federales nacen como resultado de una nueva visión
de relaciones intergubernamentales plasmadas al interior del Plan Nacional de De-
sarrollo 1995–2000. En este documento se planteó la necesidad de crear un nuevo
federalismo basado en el “reconocimiento de los espacios de autonomía de las
comunidades políticas y del respeto a los universos de competencia de cada uno
de los órdenes gubernamentales”, buscando una redistribución de autoridad, res-
ponsabilidad y recursos del Gobierno Federal hacia los órdenes de gobierno Estatal
y Municipal.

La implementación de estas políticas dio como resultado, entre otras cosas, la adi-
ción del Capítulo V a la Ley de Coordinación Fiscal y la creación del Ramo 33 en el
Presupuesto de Egresos de la Federación, escenario que se enmarca en el proce-
so de descentralización y coordinación del gasto público. Podríamos plantear este
proceso en dos sentidos: Uno, en donde se dan los principales cambios en las
políticas de desarrollo regional y social que resultan ser el antecedente operativo,
financiero y administrativo de los Fondos y otro, que representa la evolución de las
principales normas jurídicas que marcan el origen de los mismos.

POLÍTICAS DE DESARROLLO REGIONAL Y SOCIAL

En 1970 aparecen los Programas de Inversión Pública para el Desarrollo Rural, los
cuales podríamos considerar como los antecedentes primarios de los actuales pro-
gramas para el abatimiento de la pobreza. Estos programas fueron el resultado de
una nueva visión en la política económica del país que buscó instaurar un mecanis-
mo intersectorial para impulsar el desarrollo de las zonas marginadas  a partir de la
construcción de obras de infraestructura agropecuaria, el fomento de proyectos pro-
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ductivos, la creación de fuentes de trabajo y la dotación de servicios básicos a las
comunidades rurales.

Ante la necesidad de contar en los Estados con un organismo encargado de coordi-
nar y promover las obras de infraestructura necesarias para el desarrollo, que rea-
lizaban los gobiernos federal, estatal y municipal, nacen por decreto presidencial a
principios de los años 70s. los Comités de Promoción del Desarrollo Económico
(COPRODES), evitando así la duplicidad de esfuerzos encaminados a beneficiar el
desarrollo económico de los distintos sectores de la población de una forma más
equitativa

Los COPRODES estaban integrados por los titulares de las diferentes secretarías
que laboraban en los estados, así como de los representantes de los principales
sectores de la sociedad, teniendo a su cargo las siguientes funciones:

• Promover la actividad de todos los sectores de la población para acelerar el
desarrollo socio-económico del Estado;

• Fomentar la capacitación de los recursos humanos e incrementar el desarrollo
del empleo rural y urbano;

• Coadyuvar en el análisis de los asuntos educativos de la Entidad;
• Propiciar la explotación y aprovechamiento de los recursos agrícolas, ganade-

ros, silvícolas, hidráulicos, pesqueros, mineros y otros que lleguen a considerar-
se convenientes, así como su transformación industrial y su comercialización;

• Alentar el establecimiento, entre otras, de empresas agrícolas, ganaderas,
silvícolas, pesqueras, industriales, turísticas y de servicios;

• Coadyuvar en la observancia de las leyes correspondientes en lo relativo a la
conservación de los recursos naturales e incrementar su racional y mejor apro-
vechamiento para mayor beneficio de la colectividad;

• Proponer medidas de planeación y fomento económico para el desarrollo de
la Entidad;

• Asesorar a las autoridades y a los sectores de la población de la Entidad, en la
preparación y ejecución de los proyectos relacionados con el desarrollo socio-
económico del Estado.

Con la creación de estos comités se establecieron las bases de la coordinación
sectorial y regional en  los estados, y para 1981, éstos fueron sustituidos por los
Comités de Planeación para el Desarrollo (COPLADES), los cuales pasaron de
tener carácter federal, a ser responsabilidad de los gobiernos estatales.

En 1976 se emitió el acuerdo que establecía la creación de los Convenios Únicos
de Coordinación a celebrar entre el Ejecutivo Federal y los Ejecutivos Estatales.
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Estos convenios se constituyeron como un instrumento jurídico, administrativo,
programático y financiero con el objetivo de coordinar acciones entre estos ámbitos
de gobierno, con la intención de hacer más eficientes las tareas concurrentes de
gobierno.

Dentro de los propósitos fundamentales de estos convenios, se encontraba el de
prestar una mayor atención a las necesidades regionales existentes, para lograr un
mayor acercamiento entre gobernantes y gobernados, ya que los Gobiernos Esta-
tales representaban el vínculo más idóneo para atender y dirigir los esfuerzos de
sus comunidades en virtud de su conocimiento directo de las necesidades y aspira-
ciones de la colectividad.

La celebración de estos convenios derivó en dos hechos importantes en el proceso
de descentralización de la función pública: el primero, la ejecución directa del ámbi-
to estatal en la realización de obras de infraestructura social y económica en benefi-
cio local, y el segundo, las transferencias de recursos económicos y técnicos realiza-
das del ámbito Federal al Estatal para la realización de los siguientes programas:

• Agua potable y alcantarillado rurales
• Obras en cabeceras municipales
• Mejoramiento de la vivienda y espacios públicos
• Construcción y rehabilitación de la vivienda popular
• Casas de cultura
• Instalaciones deportivas
• Cárceles y penitenciarías
• Caminos rurales
• Caminos vecinales
• Carreteras estatales
• Carreteras urbanas
• Aeropistas
• Construcción y reparación de todo tipo de planteles escolares, y
• Construcción y reparación de centros y casas de salud y asistenciales.

Cabe destacar que el Ejecutivo Federal se reservó la facultad de adoptar las medi-
das que considerara conducentes para definir los procedimientos de coordinación.

En enero de 1977 fue creada la Dirección General de Fomento al Desarrollo Esta-
tal, asumiendo las siguientes funciones:

• Apoyar la operación de los comités promotores del desarrollo socioeconómico
de los Estados;



RAMO 33: FONDOS DE APORTACIONES FEDERALES

14

• Diseñar y operar los mecanismos de coordinación para la instrumentación y
adecuación de las normas y lineamientos de los procesos de planeación y
programación - presupuestación regional.;

• Coordinar la integración, operación y seguimiento del convenio único de coor-
dinación Federación – Estados;

• Coordinar y apoyar el seguimiento de los programas y presupuestos del Go-
bierno Federal en las Entidades Federativas;

• Apoyar a las delegaciones en la aplicación de las normas del ejercicio del
gasto público;

• Promover ante las dependencias y autoridades competentes el oportuno ejer-
cicio del gasto público que se canaliza a las Entidades Federativas; y

• Promover y participar en los estudios y dictámenes para determinar el monto
de los apoyos financieros a los Estados.

Con la celebración de los CUC, así como con la creación de la Dirección General de
Fomento Estatal,  se dio un avance importante en la descentralización de funciones
y recursos federales hacia los Gobiernos Estatales, al mismo tiempo que se esta-
bleció un esquema de atribuciones y responsabilidades para cada ámbito de go-
bierno en la operación de la inversión pública.

Como resultado de la evaluación de los logros obtenidos con los Convenios Únicos
de Coordinación, así como de la necesidad de fortalecer al Municipio para poder
incorporarlo en todas las acciones necesarias para el desarrollo, en  1983  los CUC
se transforman en Convenios Únicos de Desarrollo (CUD).

Estos convenios fueron concebidos como el instrumento jurídico, administrativo,
programático y financiero más idóneo para impulsar y fomentar el desarrollo inte-
gral del país. Mediante ellos se pretendió lograr de manera coordinada, entre los
ejecutivos Federal y Estatales, la realización de acciones y programas encamina-
dos a  promover y propiciar la Planeación Nacional del Desarrollo, la Descentraliza-
ción de la Vida Nacional, así como el fortalecimiento Municipal, en busca de una
sociedad más igualitaria.

Los objetivos primordiales de estos convenios fueron:

• Propiciar el desarrollo regional por medio de la interrelación de las capacida-
des económicas, técnicas y administrativas de los tres ámbitos de gobierno.

• Orientar las acciones de los tres ámbitos para que, bajo un esquema ordena-
do y racional, lograran la transformación de la realidad nacional con la partici-
pación de los diversos grupos sociales, haciendo efectiva la planeación nacio-
nal del desarrollo.
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• Favorecer, a través de la descentralización de programas federales, la igual-
dad de posibilidades de desarrollo para las diversas regiones geográficas del
país.

• Vincular de manera efectiva al Municipio con los gobiernos Federal y Estata-
les a través del apoyo a sus economías y del respeto a su autonomía real,
tendientes a vigorizar su capacidad de ejecución.

A través de los CUD se unificaron los mecanismos de acción para el desarrollo
regional en una sola modalidad programática denominada Programas de Desarro-
llo Regional, con la intención de dar respuestas a las necesidades prioritarias de los
Estados y Municipios mediante  los Programas de: Infraestructura Básica de Apoyo
e Infraestructura para el Desarrollo Social y Productivo.

Los CUD  fungieron como un  instrumento para la descentralización de la vida na-
cional, ya que en ellos se establecieron los mecanismos para efectuar las transfe-
rencias de recursos humanos, financieros y materiales necesarios para hacer reali-
dad dicha descentralización. Al interior de estos instrumentos, como una parte esen-
cial de los mismos, se incorporó un capítulo relativo a la descentralización, en el
cual se determinaron compromisos específicos entre los ejecutivos Federal y Esta-
tal, con el propósito de lograr un desarrollo armónico y equilibrado a nivel regional.
Entre estos compromisos, se destacan los relativos a la descentralización de los
servicios de educación y salud.

ANTECEDENTES DEL FONDO DE APORTACIONES
PARA LA INFRAESTRUCTURA SOCIAL

Como respaldo a las políticas regionales establecidas en los Convenios Únicos de
Desarrollo, a finales de 1982 se crea el Ramo 26 denominado “ Promoción Regio-
nal” al interior del Presupuesto de Egresos de la Federación, partida que canalizó
los recursos correspondientes a los Convenios Únicos de Desarrollo y Convenios
de Desarrollo Social.

Este resultó un hecho significativo para las Entidades Federativas, ya que en un
Ramo específico del Presupuesto de Egresos de la Federación se fijaba el monto
de recursos que serían canalizados para las acciones de descentralización conteni-
das en los convenios antes mencionados.

En 1984 cambia su denominación a “Desarrollo Regional”, teniendo como principa-
les objetivos: Contribuir al desarrollo integral del país, contribuir a la descentraliza-
ción de la vida nacional y el fortalecimiento Municipal. Posteriormente, en 1989 y
hasta 1995 se le denominó “Solidaridad y Desarrollo Regional”. En este periodo,
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específicamente en 1992, se reforma la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal para crear la Secretaría de Desarrollo Social, misma que a partir de 1993
se encargó del Ramo.

En 1996 se vuelve a renombrar el Ramo 26, con la denominación de “Superación
de la Pobreza” y en este año se crearon en su interior tres fondos: El Fondo de
Infraestructura Social Municipal, el Fondo de Prioridades Estatales y el Fondo para
la Promoción del Empleo y la Educación. Para 1997 el Ramo se dividió en dos
fondos: El Fondo para la Promoción del Empleo y la Educación con el 35% de los
recursos del Ramo, y el Fondo de Infraestructura Social Municipal con el 65% de los
Recursos , siendo éste el antecedente del actual Fondo de Aportaciones para la
Infraestructura Social (FAIS).

Posteriormente, en 1998 se le cambió nuevamente la denominación para quedar
como Ramo 26 “Desarrollo Social y Productivo en Regiones de Pobreza”,  nombre
que conservó hasta 1999, último año en que aparece en el Presupuesto de Egresos
de la Federación, ya que a partir del año 2000 se le denominó Ramo 20 “Desarrollo
Social”.

ANTECEDENTES DEL FONDO DE APORTACIONES
PARA LA EDUCACIÓN BÁSICA Y NORMAL

En 1983 el Ejecutivo Federal emitió un decreto en el cual se propuso a los Gobier-
nos de los Estados (con la intermediación de la Secretaría de Educación Pública) la
celebración de convenios de coordinación, para que en el marco de los Convenios
Únicos de Desarrollo, se establecieran al interior de cada Estado, un Comité Con-
sultivo para la Descentralización Educativa.

En este Decreto se establecía que en caso de realizarse dichos convenios, los
comités consultivos serían integrados por: El Gobernador del Estado, quien lo pre-
sidiría, un representante de la Secretaría de Educación Pública como secretario
técnico, y representantes de la Secretaría de Programación y Presupuesto, del Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y un repre-
sentante del Estado, los cuales fungirían  como vocales.

Las funciones a realizar por estos comités serían las siguientes:

• Fungir como órgano de consulta del Gobierno Federal y de los Estados de la
República en el proceso de descentralización educativa.

• Recabar toda la información necesaria relacionada con los servicios educati-
vos de nivel básico y normal que imparte la Federación en el Estado corres-
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pondiente, y analizarla comparativamente con el sistema educativo estatal de
los mismos niveles.

• Llevar a cabo los estudios necesarios respecto de las soluciones que habrían
de darse a los aspectos administrativos, financieros, pedagógicos y laborales
que implica la descentralización educativa correspondiente.

• Formular al ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría de Educación Pú-
blica, las recomendaciones procedentes sobre la transferencia de los servi-
cios educativos al estado.

En este decreto también se estableció la modificación al Reglamento Interior de la
Secretaria de Educación Pública para cambiar la denominación de las Delegacio-
nes Generales por Unidades de Servicios Educativos a Descentralizar, conservan-
do sus funciones, en una nueva organización en sus previsiones presupuestales,
que les permitiera afrontar el proceso de descentralización. Por otra parte se creó
dentro de la Secretaría en cuestión, una Coordinación General para la Descentrali-
zación Educativa, absorbiendo las funciones de la Dirección General de Delegacio-
nes, la cual desapareció.

Como resultado de las consultas realizadas por los comités antes mencionados, así
como de los requerimientos del sistema educativo nacional, en 1984 el Ejecutivo
Federal emitió el Decreto “Que Establece los Lineamientos a que se Sujetarán las
Acciones de Descentralización de los Servicios Federales de Educación Básica y
Normal”. En este sentido se preveía que los acuerdos de coordinación que confor-
me a los Convenios Únicos de Desarrollo se celebraran entre el Gobierno Federal y
los Gobiernos Estatales, deberían considerar la prestación de los servicios Federa-
les y Estatales de educación básica y normal de forma coordinada, para lo cual se
creó en cada Entidad Federativa, un Consejo Estatal de Educación Pública y una
Dirección General de Servicios Coordinados de Educación Pública.

En este decreto se estableció que las medidas que se efectuaran de manera espe-
cífica en cada Estado deberían sujetarse a las bases siguientes:

• La permanencia de los principios que para la educación determinan: el artícu-
lo 3o. Constitucional y la Ley Federal de Educación;

• La Secretaría de Educación Pública continuará ejerciendo sus facultades de
rectoría de la educación en toda la República, así como las funciones de con-
trol, supervisión y evaluación del sistema educativo nacional;

• Se convendría que los servicios federales de educación básica y normal man-
tengan su presente régimen jurídico y administrativo;
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• Los trabajadores de la educación de los niveles a descentralizar conservarían
su relación laboral con la Secretaría de Educación Pública y vigentes sus de-
rechos individuales y colectivos, en los términos de la Ley Federal de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado y las Condiciones Generales de Trabajo y se
mantendrían las relaciones laborales entre los gobiernos de los estados y sus
trabajadores de la educación; y

• La Comisión Mixta de Escalafón y la Comisión Mixta de Cambios seguirían
funcionando conforme a sus respectivos reglamentos y disposiciones admi-
nistrativas procedentes, sin menoscabo de los estudios que se emprendan
para su ordenación y reestructuración.

En 1992 se abrogaron los dos decretos anteriores para dar paso a la firma de los
convenios, que en el marco del Acuerdo Nacional para la Modernización de la Edu-
cación Básica y Normal, fueron formalizados por ambos órdenes de Gobierno.

De conformidad con los convenios mencionados, el Ejecutivo Federal se reservó
las funciones relativas a la rectoría de la educación nacional, cediendo a los Esta-
dos las funciones de operación y administración de los servicios educativos corres-
pondientes a la educación básica – preescolar, primaria y secundaria - ; educación
normal  y demás relativa a la formación de maestros; así como educación especial
– inicial, indígena, física y las misiones culturales. Para tal efecto el Ejecutivo Fede-
ral transfirió a los Estados los recursos humanos, materiales y financieros corres-
pondientes para la realización de sus nuevas funciones.

Para tales efectos, el Ejecutivo Federal, a partir de 1993 utilizó el Ramo 25 de su
Presupuesto de Egresos para incluir los recursos correspondientes a cubrir las res-
ponsabilidades transferidas, Ramo que para 1998 cedería la mayor parte de sus
recursos al Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal.

ANTECEDENTES DEL FONDO DE APORTACIONES
PARA LOS SERVICIOS DE SALUD

Bajo la consideración de que la descentralización es un proceso que debe ser gra-
dual, en 1983 el Ejecutivo Federal emitió el decreto donde se establecen las bases
para el programa de descentralización de los servicios de salud. En este decreto se
estableció que la descentralización de los servicios de salud, estaría  sujeta a los
lineamientos del Ejecutivo Federal, a las normas que la Secretaría de Programa-
ción y Presupuesto definiera en materia de Desarrollo Regional y a los Acuerdos de
Coordinación suscritos de conformidad a los Convenios Únicos de Desarrollo cele-
brados con los Estados.
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En este decreto se especificaron criterios para establecer la estructura funcional de
las siguientes unidades administrativas:

• Las unidades centrales ejercerían facultades normativas y de control.
• La unidad de coordinación regional ejercería facultades de enlace y apoyo a la

operación regional y a las estrategias de descentralización, y
• Los servicios coordinados de salud en los estados ejercerían facultades de

carácter operativo.

En 1984 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto presidencial
mediante el cual se descentralizan a los gobiernos estatales los servicios de salud
que presta la Secretaría de Salubridad y Asistencia en los Estados, y los que dentro
del Programa de Solidaridad Social por Participación Comunitaria, denominado
"IMSS-COPLAMAR", proporcionaba el Instituto Mexicano del Seguro Social.

Bajo las consideraciones de este decreto, el desarrollo del proceso de descentrali-
zación pudo configurarse en dos etapas: La primera como una coordinación
programática que permitiera el acercamiento progresivo de las instituciones de sa-
lud en los Estados, para aproximar los sistemas operativos, evitar duplicidades y
asegurar su complementariedad; y la segunda, a través de la integración orgánica,
bajo la fusión de los servicios de la Secretaría de Salud, los programas IMSS-
COPLAMAR y los servicios prestados por los propios Estados, fusión que confor-
maría los Servicios Estatales de Salud a cargo de las autoridades estatales.

En el periodo comprendido de 1984 a 1987 fueron 14 los Estados que firmaron los
acuerdos de coordinación para la integración orgánica, destacando el estado de
Tlaxcala en 1985 y el estado de Quintana Roo en 1987.

En enero de 1995 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el acuerdo presi-
dencial mediante el cual quedó constituido el Consejo Nacional de Salud, como la
instancia permanente entre la Federación, las Entidades Federativas y el Distrito
Federal para la planeación, programación y evaluación de los Servicios de Salud en
toda la república. Entre las principales atribuciones resalta la consolidación del pro-
ceso de descentralización a los Estados de los servicios de salud para la población
abierta.

Sin embargo, los avances alcanzados en materia de recursos financieros fueron
escasos, pues aún en 1995 las Entidades Federativas controlaban sólo el 23.4% de
los recursos (Ares de Parga, 2001).
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No fue, sino hasta 1996  con la firma del Acuerdo Nacional para la Descentraliza-
ción de los Servicios de Salud, documento firmado por el Ejecutivo Federal, los
Gobernadores de toda la República y los Secretarios de la Federación de Sindica-
tos de Trabajadores al Servicio del Estado y del Sindicato Nacional de Trabajadores
de la Secretaría de Salud, cuando se establecieron los lineamientos generales para
la descentralización.

El objetivo de este acuerdo nacional fue sentar las bases para la celebración de
Acuerdos de Coordinación para la Descentralización Integral de los Servicios de
Salud entre el Ejecutivo Federal y cada una de las 32 Entidades Federativas, los
cuales se realizaron entre 1996 y 1997.

En estos acuerdos de coordinación se sentaron las bases, compromisos y respon-
sabilidades de las partes para la organización y la descentralización de los servicios
de salud en el estado, así como para la transferencia de los recursos humanos,
materiales y financieros que permitieran al Gobierno del Estado contar con autono-
mía  en el ejercicio de las facultades conferidas  en la Ley General de Salud.

En virtud de lo anterior, para 1997 se concentraron los recursos presupuestales
correspondientes a las transferencias establecidas en los acuerdos antes mencio-
nados, en el Ramo 12 del Presupuesto de Egresos de la Federación, bajo un solo
programa denominado “Descentralización de los Servicios de Salud”.

ANTECEDENTES DEL FONDO DE APORTACIONES
PARA LA SEGURIDAD PÚBLICA DE LOS ESTADOS
Y DEL DISTRITO FEDERAL

Derivado de las reformas de 1994 a los artículos 21 y 73 fracción XXIII, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se sientan las bases de coordi-
nación  en materia de seguridad pública. En la adición de los párrafos penúltimo y
último, del artículo 21 Constitucional, se establece que la seguridad pública es una
función que compete a los tres ámbitos de gobierno y que éstos se coordinarán
para establecer un Sistema Nacional de Seguridad Pública. Por otra parte, con el
restablecimiento de la fracción XXIII del artículo 73 de nuestra Carta Magna, se
faculta al Congreso para expedir leyes que vayan encaminadas a establecer las
bases de coordinación que en materia de seguridad pública guiarán la relación en-
tre los ámbitos de gobierno.

En virtud de esta nueva conformación legal en materia de seguridad pública, en
diciembre de 1995 se promulgó la Ley General que Establece las Bases de Coordi-
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nación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en la cual se establece la inte-
gración y el funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

En 1996 se publicó el decreto por el que se aprueba el Programa Nacional de Segu-
ridad Pública 1995-2000, en el cual se establecen las siguientes líneas  de acción:
desarrollar normas para profesionalizar y hacer eficientes las funciones de los miem-
bros de las instituciones de Seguridad Pública; optimizar la fuerza policial; instalar y
operar el Sistema de Información sobre Seguridad Pública; instaurar el servicio civil
de carrera policial; constituir y operar la Academia Nacional de Seguridad Pública;
reformar sistemas y métodos en el tratamiento penitenciario y de internación; am-
pliar la infraestructura carcelaria y dignificar la existente; así como revisar y actuali-
zar las leyes de la materia.

El citado Programa prevé que el cumplimiento de los objetivos y metas contenidos
en el mismo, debe apoyarse en recursos suficientes, óptimamente utilizados, con
criterios transparentes de presupuestación y evaluación, determinados a partir de
las fórmulas de cobertura que proponga el Sistema Nacional de Seguridad Pública,
procurándose en el mediano plazo la suficiencia de recursos presupuestales para
los programas de seguridad pública en los ámbitos Federal, Estatal y Municipal.

Para alcanzar lo anterior, y sustentándose en el artículo 21 Constitucional, penúltimo
y último párrafos, se establecieron los Convenios de Coordinación que celebraron las
Secretarías de Gobernación, de Hacienda y Crédito Público, de Contraloría y Desa-
rrollo Administrativo del Gobierno Federal, y cada una de las Entidades Federativas.

El financiamiento de los programas que se estipulan en los convenios de colabora-
ción, son financiados de manera conjunta entre la Federación y los Gobiernos de
los Estados correspondientes, ya que así lo estipula la Ley General que Establece
las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública en su artícu-
lo 10 inciso IV.

Con el objetivo de coordinar la participación de los gobiernos Federal y Estatales en
el Sistema Nacional de Seguridad Pública, en 1997 se firman los “Convenios de
Coordinación en Materia de Seguridad Pública”. En se ellos se determinaron las
aportaciones de cada ámbito de gobierno, el destino que se daría a los recursos,
los compromisos adquiridos por los Gobiernos de los Estados, así como los meca-
nismos de evaluación y control de su ejercicio.

Para el cumplimiento de lo anterior, el Gobierno Federal presupuestó en el Ramo
23  “Provisiones Salariales y Económicas”, los recursos correspondientes a sus
aportaciones al Sistema.
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Por último, a partir de 1998, en los convenios de coordinación se incorporó una
cláusula donde se establecía la constitución de un Fideicomiso Estatal de Distribu-
ción de Fondos, el cual sería compuesto con recursos del Estado, así como los que
corresponda al Gobierno Federal transferir por conducto de la Secretaría de Gober-
nación a través del Ramo 04. Recursos que para 1999 fueron presupuestados en el
Fondo de Aportaciones Federales para la Seguridad Pública de los Estados y del
Distrito Federal.

ANTECEDENTES DEL FONDO DE APORTACIONES MÚLTIPLES

• Asistencia Social

El 31 de enero de 1961 y bajo la divisa de los Desayunos Escolares, se creó por
Decreto Presidencial el organismo descentralizado Instituto Nacional de Protección
a la Infancia (INPI).

Posteriormente, el 15 de julio de 1968 es creado, también por Decreto Presidencial,
el Instituto Mexicano de Asistencia a la Niñez (IMAN) orientado a la atención de
niñas y niños huérfanos abandonados, desvalidos, discapacitados o con ciertas
enfermedades.

El 30 de diciembre de 1975, dado el incremento de los servicios que demandaba la
niñez mexicana y sus familias, el INPI se reestructura, dando origen al Instituto
Mexicano para la Infancia y la Familia (IMPI), el cual replantea sus objetivos y fun-
ciones de tal manera que amplía su campo de atención, formalizando la extensión
del bienestar social a la familia.

El 10 de enero de 1977 se fusionan estas dos importantes instituciones asistenciales
dando origen al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF).

En 1986 es promulgada la Ley sobre el Sistema Nacional de Asistencia Social, que
amplía las facultades del DIF, al otorgarle el carácter de coordinador de los esfuer-
zos asistenciales de los sectores gubernamentales, así como de las instituciones y
organismos privados cuyo trabajo se realiza en el campo de la asistencia social.
Igualmente en este ordenamiento se estableció la celebración de convenios entre
los distintos ámbitos de gobierno con la intención de:

• Establecer programas conjuntos.
• Promover la conjunción de los ámbitos de gobierno en la aportación de recur-

sos financieros.
• Distribuir y coordinar acciones entre las partes, de manera proporcional y equitativa.
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• Procurar la integración y fortalecimiento de los regímenes de asistencia pri-
vada y

• Consolidar los apoyos a los patrimonios de la Beneficencia Pública en las
Entidades Federativas.

Para 1995, derivado de los procesos de descentralización, fueron suscritos acuer-
dos de coordinación, mediante los cuales se transfirieron recursos económicos a
los Gobiernos de los Estados, para la realización de programas encaminados a la
asistencia social tales como: Raciones Alimenticias, Asistencia Social y Alimentaria
a Familias, Cocinas Populares, Unidades de Servicios Integrales y Atención a Po-
blación en Desamparo, entre otros.

• Infraestructura Educativa

El 10 de febrero de 1944, por acuerdo presidencial se tomó la decisión de confiar a
las Secretarías de Hacienda y Crédito Publico y de Educación Pública, el cumpli-
miento de un programa de construcciones escolares. Posteriormente, el 17 de fe-
brero del mismo año, derivado de la situación de emergencia que privaba en el país
a consecuencia de los acontecimientos bélicos mundiales, se facultó a la Secreta-
ría de Educación Pública por decreto presidencial, para llevar a cabo la construc-
ción de escuelas en todo el territorio nacional.

El 23 de marzo del mismo año se formula la Ley que crea el Comité Administrador
del Programa Federal de Construcción de Escuelas (CAPFCE), misma que será el
estatuto rector del organismo aludido. Al interior de esta Ley se le define al CAPFCE
como un Organismo Público Descentralizado del Gobierno Federal, el cual tendrá a
su cargo las funciones de organización, dirección y ejecución de los programas
federales relativos a la construcción, equipamiento y habilitación de inmuebles e
instalaciones destinados al servicio de la educación en general. En este mismo
ordenamiento se establece que el organismo adecuará progresivamente sus accio-
nes a una estrategia de descentralización, transfiriendo la realización de los progra-
mas Federales a los Estados y Municipios.

El 27 de marzo de 1985 se publica en el Diario Oficial de la Federación el reglamen-
to de la Ley de referencia, donde se establecen las normas generales de operación
del CAPFCE, así como su administración orgánica.

Derivado de la firma del Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación
Básica y Normal, el CAPFCE formalizó un convenio para la federalización de la
construcción de escuelas en el nivel básico con los Gobiernos de los Estados, con
la intención de que fueran estos últimos los encargados de las acciones de cons-



RAMO 33: FONDOS DE APORTACIONES FEDERALES

24

trucción, equipamiento y rehabilitación de los espacios educativos, correspondien-
tes a los niveles de preescolar, primaria y secundaria.

Como consecuencia de estas políticas de federalización, a partir de 1996 las jefatu-
ras de zona del CAPFCE existentes en cada Estado, se fueron transformando gra-
dualmente en organismos estatales, creándose en los estados los CAPECE’S, pro-
ceso que concluye en 1999.

Los recursos correspondientes a estos dos rubros se canalizaban principalmente a
través de  los Ramos: 11 Educación Pública, y 12 Salud del Presupuesto de Egresos
de la Federación. En 1998 el poder legislativo propuso una reducción de 2,013.7
millones de pesos del Ramo 11 y 1,688.7 millones de pesos del Ramo 12 para
conformar, con éstos, el Fondo de Aportaciones Múltiples al interior del Ramo 33.

ANTECEDENTES DEL FONDO DE APORTACIONES
PARA LA EDUCACIÓN TECNOLÓGICA Y DE ADULTOS

• Educación para Adultos

En 1944 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la ley que establece la
Campaña Nacional Contra el Analfabetismo; en ésta, se señala la obligación de
todo mexicano alfabeta que se encuentre entre los 18 y 60 años de edad, de ense-
ñar a leer y a escribir cuando menos a otro habitante de la república que no supiera
hacerlo. Esta campaña nacional contra el analfabetismo fue prolongada y ratificada
sucesivamente hasta 1975.

En 1975 se publica la Ley Nacional de Educación para Adultos, adoptándose en
ella  medidas permanentes contra el analfabetismo. En este ordenamiento se esta-
blecieron como objetivos primordiales:

I.- Dar bases para que toda persona pueda alcanzar, como mínimo, el nivel de
conocimientos y habilidades equivalentes al de la educación general básica,
que comprenderá la primaria y la secundaria;

II.- Favorecer la educación continua mediante la realización de estudios de todos
los tipos y especialidades y de actividades de actualización, de capacitación
en y para el trabajo, y de formación profesional permanente;

III.- Fomentar el auto didactismo.
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Por otra parte, en este mismo ordenamiento se estableció el nivel de competencias
entre la Federación, los Estados y los Municipios, resaltando las siguientes:

• Competencias concurrentes:

I.- Promover, establecer, organizar y sostener servicios permanentes de edu-
cación para adultos;

II.- Investigar las necesidades de los distintos grupos sociales para determi-
nar el contenido de los planes y programas de estudio para adultos;

• Facultades exclusivas del Poder Ejecutivo Federal, quien las ejercerá por con-
ducto de la Secretaría de Educación Pública:

I.-  Formular planes y programas de estudios,
II.-  Autorizar y, en su caso, elaborar los libros de texto y otros materiales

pedagógicos de apoyo;
III.- Acreditar y certificar conocimientos, así como expedir constancias y cer-

tificados de estudio;
IV.-  Evaluar periódicamente los planes, programas, métodos y procedimien-

tos que se apliquen; y
V.- Vigilar el cumplimiento de esta Ley y de sus disposiciones reglamenta-

rias.

Por último, en el artículo tercero transitorio de esta Ley, se establece la creación de
una Comisión Coordinadora de la Ley Nacional de Educación para Adultos, la cual
será la encargada de encauzar las actividades que las distintas entidades, depen-
dencias y organismos realicen en aplicación de la misma.

En 1981 se crea por decreto, el Instituto Nacional para la Educación de los Adultos
INEA, como un organismo público descentralizado, gobernado por una junta direc-
tiva y un director general; su principal objetivo fue el de promover, organizar e im-
partir educación básica para adultos. El patrimonio de este Instituto se conformó
principalmente con asignaciones del Ejecutivo Federal y aportaciones de los Go-
biernos Estatales y Municipales.

En 1993 se publicó la Ley General de Educación, la cual en su artículo segundo
transitorio abroga la Ley Nacional de Educación para Adultos. En esta nueva ley se
recogieron las obligaciones del Estado Mexicano de prestar servicios de educación
para adultos, la cual se define como aquella que está destinada a individuos de 15
años o más, que no hayan cursado o concluido la educación básica.
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En el Programa del Gobierno Federal “Para un Nuevo Federalismo 1995-2000” se
estableció como estrategia la celebración de convenios de coordinación con los
Gobiernos Estatales, con el objeto de transferirles los programas de alfabetización
para adultos, primaria, secundaria, educación comunitaria y capacitación no formal
para el trabajo.

Aun cuando en 1998 se crea dentro de la Ley de Coordinación Fiscal el Fondo para
la Educación Tecnológica y de Adultos, en el Decreto de Presupuesto de Egresos
de la Federación de 1999 no se incluyeron recursos al interior del ramo 33 para este
fondo. Dichos recursos se aprovisionaron ($1,061.9 millones de pesos para la edu-
cación para adultos) en el Ramo 11 Educación Pública, los cuales serían transferi-
dos a los Estados a través del Ramo 33, previa formalización de los convenios de
coordinación.

El objetivo primordial de estos convenios fue establecer las bases, compromisos y
responsabilidades de las partes, para la descentralización, organización y opera-
ción de los servicios de educación para adultos, a través de las transferencias al
organismo público descentralizado, que de manera exprofesa constituirían los Es-
tados, con los recursos humanos, materiales y financieros, con los que ”el INEA“
había venido prestando dichos servicios, por conducto de sus delegaciones en las
propias Entidades Federativas.

• Educación Tecnológica

Como consecuencia del avance científico y tecnológico, así como del desarrollo
económico del país, en 1978 se creó por decreto presidencial el Colegio Nacional
de Educación Profesional Técnica (CONALEP) como un Organismo Público Des-
centralizado, siendo su principal objetivo, el contribuir al desarrollo nacional me-
diante la preparación del personal profesional calificado a nivel postsecundaria que
demande el sistema productivo nacional. Se determinó que dicho colegio fuera ad-
ministrado por una Junta Directiva, un Director General y los Directores de los Plan-
teles. El patrimonio de este Organismo se constituyó principalmente con los subsi-
dios que le fueron otorgados por los tres ámbitos de gobierno.

El Plan Nacional de Desarrollo 1989-1994 estableció, entre sus objetivos, elevar la
escolaridad de la población, descentralizar la educación y adecuar la función educa-
tiva a las características y requerimientos de los diversos sectores de la sociedad.
Por otra parte, en el Programa Nacional para la Modernización Educativa 1990-1994
se buscó fortalecer la vinculación de la educación media superior con las necesida-
des del desarrollo nacional y regional, así como propiciar una mayor participación y
corresponsabilidad de los Gobiernos Estatales y de la sociedad en su conjunto.



27

CAPÍTULO I   ANTECEDENTES

Lo anterior provocó que en 1993 se decretara la reforma al diverso que crea el
Colegio Nacional de Educación Profesional Técnica de 1978; en ésta se especifi-
can las acciones a realizar por el organismo, destacando las siguientes:

I.- Impartir educación profesional técnica a nivel postsecundaria, conforme a los
requerimientos y necesidades del sector productivo y de la superación profe-
sional del individuo;

II.- Promover la creación de servicios y la realización de actividades que se vincu-
len al sistema nacional de producción de bienes y servicios, mediante la
interacción con los sectores productivos público, social y privado;

III.- Desarrollar y operar servicios de formación para el trabajo, consistentes en
capacitación, actualización o especialización técnica de los recursos huma-
nos necesarios para elevar los niveles de la calidad en la producción;

IV.-  Establecer sistemas de extensión a fin de proporcionar servicios profesiona-
les de apoyo y asesoría a entidades y organismos de los sectores público,
social y privado, respecto al desarrollo de proyectos productivos, así como
para la solución de problemas específicos de la actividad técnica;

V.- Asesorar y apoyar a los alumnos y egresados del Colegio, interesados en
crear microempresas como alternativa de empleo y desarrollo profesional;

VI.- Implementar un programa de servicios técnicos de apoyo a la comunidad,
dentro y fuera de los planteles;

VII.- Elaborar y editar libros de texto y de consulta, así como otros materiales
didácticos que contribuyan a la difusión del conocimiento técnico y científico;

IX.- Promover el intercambio científico y técnico con organismos e instituciones
educativas nacionales e internacionales.

En este decreto se planteó que la operación del Colegio se realizaría de manera
desconcentrada a través de representaciones regionales o estatales, las cuales se
organizarían y funcionarían de acuerdo a lo establecido en el estatuto orgánico. De
las atribuciones que se les confirió a estas representaciones, destaca la que le
otorga el derecho de administrar los recursos que le han sido asignados para el
desarrollo de los proyectos de su competencia, vigilando su correcta y óptima utili-
zación, administración que anteriormente era realizada por una comisión interna a
través de las distintas unidades administrativas.
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Para 1998 se crea dentro de la Ley de Coordinación Fiscal, el Fondo para la Educa-
ción Tecnológica y de Adultos; no obstante, en el Decreto de Presupuesto de Egresos
de la Federación de 1999 no se incluyeron recursos al interior del Ramo 33 para
este fondo; dichos recursos se aprovisionaron ($1,251.2 millones de pesos para la
educación tecnológica) en el Ramo 11 Educación Pública, los cuales serían transfe-
ridos a los estados a través del Ramo 33, previa formalización de convenios de
coordinación.

El objetivo primordial de estos convenios fue establecer las bases, compromisos y
responsabilidades de las partes, para la transferencia, organización y operación de
los servicios de educación profesional técnica que preste el CONALEP en cada uno
de los Estados, incluyendo la transferencia de recursos humanos, materiales y fi-
nancieros que permita a los Gobiernos de los Estados, contar con los elementos
suficientes para el ejercicio de las facultades que se otorgan en el convenio.

ANTECEDENTES DEL FONDO DE APORTACIONES
PARA EL FORTALECIMIENTO DE LOS MUNICIPIOS
Y DE LAS DEMARCACIONES TERRITORIALES DEL DISTRITO FEDERAL.

Con respecto a este fondo no se encuentra ningún programa u organismo que  pue-
da dársele la categoría de antecedente real. Como se verá más adelante, nace a
iniciativa del Poder Legislativo, con la intención de fortalecer las haciendas públicas
municipales, así como para apoyar y atender las nuevas obligaciones derivadas de
las reformas al Artículo 115 constitucional.
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CAPÍTULO 2
Origen de los Fondos

de Aportaciones  Federales

• BASES JURÍDICAS DE LA COORDINACIÓN
DEL  GASTO PÚBLICO ENTRE EL GOBIERNO FEDERAL,
ENTIDADES FEDERATIVAS Y MUNICIPIOS.

Dentro del marco constitucional, en 1917 se incorporó en el  artículo 25 de nuestra
Carta Magna el concepto de rectoría económica del estado, en el cual se estableció
la obligatoriedad que tiene el estado de regir el desarrollo nacional; para ello deberá
planear, coordinar y orientar la actividad económica nacional, fomentando las acti-
vidades que demanden el interés general bajo criterios de equidad social. Por otra
parte, en 1983 se incorporó en el artículo 26 del citado ordenamiento la obligatorie-
dad del Estado de organizar un Sistema de Planeación Democrática, al interior del
cual se elaborará el Plan Nacional de Desarrollo, al que rigurosamente deberán
sujetarse todos los programas de la administración pública federal, mismos que
contendrán tanto las aspiraciones como las demandas de la sociedad. También en
este precepto legal se estipula que la ley facultará al Ejecutivo para que establezca
en el sistema de planeación los criterios para la formulación, instrumentación, con-
trol y evaluación del Plan Nacional de Desarrollo, así como de los programas que
éste contenga. Por otra parte, el citado artículo señala que la ley establecerá las
bases de coordinación del Ejecutivo con las Entidades Federativas mediante con-
venios para realizar  las acciones necesarias que conduzcan a la correcta elabora-
ción y ejecución de la Planeación Nacional.
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Para dar cumplimiento a lo señalado en el mencionado precepto (artículo 26 cons-
titucional), el 5 de enero de ese mismo año se promulgó la Ley General de Planeación,
ordenamiento legal en donde se define el concepto de planeación como “la ordena-
ción racional y sistemática de acciones que en base al ejercicio de las atribuciones
del Ejecutivo Federal en materia de regulación y promoción de la actividad econó-
mica, social, política y cultural, tiene como propósito la transformación de la reali-
dad del país, de conformidad con las normas, principios y objetivos que la Constitu-
ción y la Ley establecen” . En este sentido, en el ordenamiento en mención se
establecen las normas y principios básicos conforme a los cuales se llevará la
Planeación Nacional del Desarrollo, planeación que podrá contar con la participa-
ción de las Entidades Federativas conforme lo dispone el articulo 33 de la Ley, al
señalar que “El Ejecutivo Federal podrá convenir con los gobiernos de las Entida-
des Federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la co-
ordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la
planeación nacional del desarrollo, coadyuven en el ámbito de sus respectivas ju-
risdicciones a la consecución de los objetivos de la planeación nacional, y para que
las acciones a realizarse por la Federación y los Estados se planeen de manera
conjunta. En todos los casos se deberá considerar la participación que corresponda
a los municipios”.

Finalmente, el referido artículo señala que “....mediante la planeación se fijarán ob-
jetivos, metas, estrategias y prioridades; se asignarán recursos, responsabilidades
y tiempos de ejecución, se coordinarán acciones y se evaluarán resultados”.

Las disposiciones jurídicas establecidas en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y en la Ley de General de Planeación revisadas en este aparta-
do, dan marco a la relación de coordinación en el ejercicio del gasto público de
origen federal, entre las Entidades Federativas, Municipios y el Gobierno Federal,
al establecer las condiciones de la vinculación entre la planeación federal y la
planeación de los otros órdenes de gobierno.

2 Artículo 3° de la Ley General de Planeación, DOF, 5 de Enero de 1983.
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Bajo este marco jurídico y particularmente en cumplimiento de lo dispuesto en los
artículos 25 y 26 de la Constitución, así como a lo establecido en la Ley General de
Planeación, uno de los cinco objetivos fundamentales que se plantearon en el Plan
Nacional de Desarrollo 1995–2000, fue el de “avanzar hacia un desarrollo social,
que propiciara y extendiera en todo el país las oportunidades de superación indivi-
dual y comunitaria, bajo los principios de equidad y justicia”3 . Con base en ello, el
Gobierno Federal decidió impulsar un federalismo que fortaleciera a Estados y
Municipios, utilizando como principales herramientas la descentralización y el de-
sarrollo de las regiones, todo ello expresado en el Programa para un Nuevo Fede-
ralismo. En éste se planteó que el federalismo debería considerar una redistribu-
ción del  ejercicio de recursos fiscales, así como de competencias, responsabilida-
des, y capacidades de decisión entre los tres ámbitos de gobierno: Federal, Estatal
y Municipal. Lo anterior en función de que estos dos últimos son los ámbitos que
están más directamente vinculados a las necesidades cotidianas de la población,
sentando bases firmes que permitieran superar los desequilibrios entre regiones
geográficas, grupos sociales   y sectores productivos.

De los principales Objetivos Generales de este programa podríamos mencionar los
siguientes:

• Impulsar una redistribución de facultades, funciones, responsabilidades y re-
cursos del gobierno federal hacia los gobiernos estatales y municipales.

• Transformar el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal en un Sistema Na-
cional de Coordinación Hacendaria, para otorgar mayores ingresos y atribu-
ciones de gasto a las entidades Federativas y Municipios.

• Impulsar las capacidades institucionales de las entidades federativas en ma-
teria de desarrollo social, con especial referencia a la descentralización de las
funciones de educación, salud y medio ambiente, de bienestar social y com-
bate a la pobreza extremas, desarrollo urbano y vivienda.

• Fortalecer la descentralización de facultades y recursos a los Estados y Muni-
cipios en materia de superación de la pobreza, desarrollo urbano, vivienda y
atención a los pueblos indígenas, particularmente los recursos del Ramo XXVI
que se distribuyen entre el Fondo de Desarrollo Social Municipal y el Fondo
para el Desarrollo Regional y el Empleo.

3 Plan Nacional de Desarrollo 2000-2005, Ejecutivo Federal, México, 2000.
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• ANTECEDENTES DE LA CREACIÓN DEL CAPÍTULO V DE LA LEY
DE COORDINACIÓN FISCAL

Dentro de este nuevo escenario de política de descentralización fiscal enmarcada
en los objetivos del Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000, y más específicamente
del Programa para un Nuevo Federalismo, el Gobierno Federal, a partir del ejercicio
fiscal de 1998, comenzó a realizar cambios sustantivos en materia de coordinación
fiscal, creando un nuevo esquema de transferencias para canalizar recursos a las
Entidades Federativas y Municipios, adicional a los ya existentes (participaciones
federales y convenios de descentralización).

Con el propósito de dar permanencia a los recursos que la federación aportaría
para el mejor desarrollo de las actividades descentralizadas a las Entidades Fede-
rativas, el Ejecutivo Federal promovió el 11 de noviembre de 1997, la iniciativa que
reforma diversas disposiciones de la Ley y adiciona un capítulo V denominado “De
los Fondos de Aportaciones Federales”4  (Ver Figura #1).

4 Iniciativa que Reforma y Adiciona la Ley de Coordinación Fiscal, Ejecutivo Federal, México, 1997.
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Figura N°1

Dicha vertiente resultaría ser un avance en materia de federalismo, ya que los acuer-
dos y convenios de descentralización (Ver Cuadro N°1), con los que se transferían
dichos recursos toman una nueva figura legal, dando con ello certidumbre a las
entidades y municipios respecto a la permanencia de los recursos transferidos a
través del tiempo. Otra ventaja sería  que con base en los fondos establecidos, las
Entidades Federativas podrían mejorar sus propios procesos de presupuesto.

5 Estos acuerdos y convenios se encuentran anexos a este documento.
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En esta iniciativa se pretendía la creación de tres Fondos de Aportaciones, los cua-
les soportarían las transferencias de los recursos correspondientes a: la Educación
Básica, los Servicios de Salud, y la Infraestructura Social Municipal, quedando cons-
tituidos como:

I. Fondo de Aportaciones para la Educación Básica.
II. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud.
III. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal.

En el proceso legislativo, a través del dictamen de las comisiones de diputados que
revisaron la iniciativa, se incorporaron dos fondos de aportaciones adicionales a los
propuestos por el Ejecutivo, así como la modificación del fondo tres para quedar de
la siguiente manera:

I. Fondo de Aportaciones para la Educación Básica.
II. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud.
III. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social.

IIIa. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Estatal.
IIIb. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal.

IV. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios  y del Distrito
Federal.

V. Fondo de Aportaciones Múltiples.

A diferencia de la iniciativa original, los fondos IV y V (que como ya se mencionó
fueron iniciativa de los legisladores), pueden ser considerados recursos adicionales
para las Entidades Federativas y Municipios, ya que los recursos de los tres prime-
ros fondos ya se venían otorgando a las Entidades Federativas vía convenios de
descentralización.

Por último, con el objetivo de atender  la demanda de fortalecimiento del denomina-
do nuevo federalismo, en noviembre de 1998, a iniciativa del Ejecutivo Federal, se
reforma la Ley de Coordinación Fiscal para incluir dos nuevos Fondos de Aportacio-
nes encaminados a coadyuvar con las Entidades Federativas y, en su caso, con los
Municipios a las actividades de: Educación Tecnológica y de Adultos y Seguridad
Pública, quedando constituidos como:

VI. Fondo de Aportaciones para la Educación Tecnológica y de Adultos.
VII. Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito

Federal.
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• INCORPORACIÓN DEL RAMO 33 DENOMINADO “APORTACIONES
FEDERALES A ENTIDADES FEDERATIVAS Y MUNICIPIOS”
EN EL PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN.

En consonancia con la Reforma a la Ley de Coordinación Fiscal, el Ejecutivo incor-
poró en el Proyecto de Decreto de Presupuesto para el Ejercicio Fiscal de 1998 el
nuevo Ramo 33 “Aportaciones Federales a Entidades  Federativas y Municipios”,
por medio del cual, de ser aprobada la iniciativa enviada a la Cámara, se transferi-
rían a los Estados, Municipios y al Distrito Federal, recursos para: la educación
básica y normal,  los servicios de salud, así como los relacionados con el desarrollo
de la infraestructura de los municipios, que hasta esas fechas habían sido canaliza-
dos por la vía de los Ramos 25, 12 y 26 respectivamente. Su distribución quedó tal
como se muestra en el Cuadro N° 2.
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Derivado de los ajustes realizados por el Poder Legislativo, el Ramo 33 quedó inte-
grado con la canalización de una parte de los recursos de los siguientes Ramos: 11
Educación, 12 Salud, 23 Previsiones Salariales y Económicas, 25 Previsiones y
Aportaciones para los Sistemas de Educación Básica y Normal y 26  Desarrollo
Social y Productivo en Regiones de Pobreza (a partir del  año 2000 el Ramo 26
cambia de nominación a Ramo 20 Desarrollo Social). Su integración quedó como
se muestra en la Figura N° 1 y su distribución como se muestra en el Cuadro N° 3.
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De esta manera, la transferencia de recursos para las Entidades Federativas y
Municipios quedaría normada en la Ley de Coordinación Fiscal, y sus montos asig-
nados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, tal como se muestra en la
Figura N°2.
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Figura N°2
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CAPÍTULO 3
Constitución de los Fondos

de AportacionesFederales

A partir del ejercicio fiscal 2001 y hasta la fecha, los Fondos de Aportaciones Fede-
rales están integrados tal como se muestra en el Cuadro  N° 1.

Cuadro N° 1
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• CONCEPTO DE FONDO DE APORTACIONES FEDERALES

Dentro de una nueva conformación  de atribuciones de gasto entre los tres ámbitos
de gobierno, los Fondos de Aportaciones Federales son recursos que el Gobierno
de la Federación transfiere a los Estados y Municipios para su ejercicio, condiciona-
do su gasto a los fines específicos para los que fueron creados, teniendo como
objetivo principal fortalecer la capacidad de respuesta de las autoridades locales,
estatales y municipales, con estricto respeto a la autonomía de gestión en el ejerci-
cio del gasto que les permita  elevar la eficiencia y eficacia en la atención de las
demandas de educación, salud, infraestructura básica, fortalecimiento financiero y
seguridad pública, programas alimenticios y de asistencia social e infraestructura
educativa que les plantea su población.

• CARACTERÍSTICAS BÁSICAS DE LOS FONDOS
DE APORTACIONES FEDERALES

• Su gasto está condicionado a fines específicos.
• Deben registrarse como recursos propios.
• Su  administración y ejercicio se realiza conforme a las leyes locales.
• Están sometidos al imperio tanto de la legislación federal, como de la legisla-

ción local.
• Tienen una relación indirecta con la Recaudación Federal Participable.
• Son de Carácter Inembargable

• DIFERENCIAS ENTRE LAS PARTICIPACIONES Y LAS APORTACIONES.

Entre las diferencias más importantes, podríamos destacar el origen de los recur-
sos, ya que mientras los principales conceptos de participaciones representan un
porcentaje de la Recaudación Federal Participable (RFP), la cual se integra por los
ingresos tributarios y los derechos ordinarios por extracción de petróleo y de mine-
ría que recaude el Gobierno Federal, excluidos los incentivos económicos por cola-
boración administrativa, las participaciones directas correspondientes al impuesto
especial sobre producción y servicios, las devoluciones y los demás ingresos exce-
dentes que la Federación obtenga por la aplicación de una tasa superior al 15%
sobre la obtención de premios (Art. 2º de la Ley de Coordinación Fiscal); en contra
parte, para los recursos que integran los Fondos de Aportaciones Federales para
Entidades Federativas y Municipios, esto no es así, ya que bien podrían ser integra-
dos con recursos provenientes de: los productos, otros derechos, aprovechamien-
tos, e ingresos petroleros. Lo anterior en función de que los Fondos de Aportacio-
nes no tienen una relación directa con la Recaudación Federal Participable, en vir-
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tud de lo expuesto en el Artículo 25 de la Ley de Coordinación Fiscal donde se
establece que, “Con independencia de lo establecido en los Capítulos I a IV de esta
Ley, respecto de la participación de los Estados, Municipios y el Distrito Federal en
la Recaudación Federal Participable, se establecen las aportaciones federales….”,
así como lo señalado en los Artículos 32, 36 y 39 de la misma Ley, donde la RFP
sólo se utiliza a manera de referencia para determinar el tamaño de recursos con
que se constituirán tres de los siete Fondos: FAIS, FORTAMUN-DF y FAM.

Cuadro N° 2
Diferencias entre las Participaciones y los Fondos de Aportaciones Federales

• FONDO DE APORTACIONES PARA LA EDUCACION BASICA
 Y NORMAL (FAEB).

En este Fondo se encuentran los recursos que la Federación transfiere anualmente
a las Entidades Federativas en cumplimiento a lo establecido en el Artículo 26 de la
Ley de Coordinación Fiscal, como apoyo financiero para que ejerzan las atribucio-
nes que de manera exclusiva se les asignan en los Artículos 13 y 16 de la Ley
General de Educación.
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• Marco Normativo Básico del FAEB.

• Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
• Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.
• Ley General de Educación.
• Decreto para la celebración de convenios en el marco del Acuerdo Nacional

para la Modernización de la Educación Básica y Normal.
• Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica y Normal.
• Convenios que de conformidad con el Acuerdo Nacional para la Moderniza-

ción de la Educación Básica celebraron la Federación y los Gobiernos de los
Estados, con la comparecencia del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado.

• Convenios que celebraron los Gobiernos Estatales y el Sindicato Nacional de
los Trabajadores de la Educación.

• Ley de Coordinación Fiscal.
• Presupuestos de Egresos de la Federación.
• Acuerdos por los que se da a conocer a los Gobiernos de las Entidades Fede-

rativas la distribución y calendarización para la administración de los recursos
correspondientes al Ramo 33, Aportaciones Federales para Entidades Fede-
rativas y Municipios a que se refiere el capítulo V de la Ley de Coordinación
Fiscal.

• Determinación de los recursos.

El monto de este Fondo es determinado anualmente en el Presupuesto de Egresos
de la Federación, a partir de los siguientes elementos (Artículo 27 LCF):

• El denominado presupuesto histórico, el cual consiste en el registro común de
escuelas y plantilla de personal, utilizados para calcular la transferencia de
recursos federales a las Entidades Federativas, mismo que fue realizado con
base en la suscripción del Acuerdo Nacional para la Modernización de la Edu-
cación Básica y Normal6  así como de los Convenios7  respectivos que de
conformidad con el Acuerdo Nacional, fueron formalizados por la Federación y
las Entidades Federativas8, incluyendo las erogaciones que correspondan por
concepto de impuestos federales, así como  las erogaciones correspondien-
tes a aportaciones de seguridad social.

6 Ver anexo I.

7 Ver anexo II y III.

8 Según se establece en el artículo tercero transitorio del decreto que adiciona y reform la Ley de

Coordinación Fiscal publicado en el DOF el 29 de diciembre de 1997.
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• El incremento que se haya registrado al presupuesto histórico en el ejercicio
fiscal inmediato anterior, que se refiere a los recursos presupuestarios que se
hayan transferido a las Entidades Federativas de acuerdo al presupuesto de
Egresos de la Federación durante el ejercicio fiscal del año inmediato anterior
considerando los siguientes elementos:

• Los recursos correspondientes al FAEB que hayan sido transferidos del
Ramo General 25 (Previsiones y Aportaciones para los sistemas de Edu-
cación Básica, Normal, Tecnológica y de Adultos) al Ramo General 33,
en el ejercicio inmediato anterior, los cuales consideran: el incremento a
las percepciones salariales, la creación de plazas autorizadas y otras
medidas de carácter laboral.

• Por la variación que resulte en el ejercicio que se presupueste de la aplica-
ción de las medidas autorizadas en el ejercicio anterior relativas a las
previsiones citadas (en el inciso anterior), lo que nos daría el complemen-
to a la anualidad; es decir, los recursos que complementarían las previ-
siones salariales autorizadas en el ejercicio anterior para los meses de
enero a mayo (1° quincena) del ejercicio que se esté presupuestando.

• Del ajuste inflacionario que se determine en la presupuestación del ejerci-
cio aplicado a los gastos de operación, distintos de los servicios persona-
les y de mantenimiento, correspondientes al registro común de escuelas.

Adicionalmente a estos conceptos, existe una aportación adicional que el gobierno
federal transfiere a algunos estados vía este fondo, dicha aportación es denomina-
da “Carga Elevada”, la cual se define como la “aportación realizada por el Gobierno
Federal, a través del Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal,
con el objetivo de corregir la inequidad generada por la asimetría en la participación
del financiamiento del gasto en educación básica que hacen las Entidades Federa-
tivas con recursos estatales y el que realiza el Gobierno Federal” 9 .

Por último, cabe mencionar que en el Artículo 28 de la LCF, se estipulan reuniones
periódicas anuales entre el Ejecutivo Federal y las Entidades Federativas a fin de
analizar alternativas y propuestas del orden presupuestario, así como en materia
educativa, encaminadas a lograr una mayor equidad y una mejor utilización de los
recursos transferidos.

9 SEP, Perfil de la Educación en México, p 50.
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• Destino de los recursos.

En el Artículo 26 de la LCF, se establece que los recursos de este Fondo están
destinados para el financiamiento de la operación de los servicios de educación
básica y normal, conforme a lo establecido en los artículos 13 y 16 de la Ley Gene-
ral de Educación. De las principales funciones establecidas en los mencionados
artículos encontramos como principales atribuciones de las autoridades educativas
locales las siguientes:

• Prestar servicios de educación inicial10, básica11  -incluyendo la indígena-
especia12l  y Normal.

• Proponer a la SEP los contenidos regionales a incluir en planes y programas
de estudio.

• Ajustar el calendario escolar para cada ciclo lectivo, respecto del fijado por la SEP.
• Prestar los servicios de formación, actualización, capacitación y superación

profesional para los maestros de educación básica de conformidad a las dis-
posiciones de la SEP.

• Revalidar y otorgar equivalencias de estudios de acuerdo a lo dispuesto por la SEP.
• Otorgar, negar y revocar autorización a los particulares para impartir educación.

Figura N° 1

10 La educación inicial tiene como propósito favorecer el desarrollo físico, cognoscitivo, afectivo y

social de los menores de cuatro años de edad. Incluye orientación a padres de familia o tutores

para la educación de sus hijos o pupilos (Artículo 40 LGE).

11 La educación de tipo básico está compuesta por el nivel preescolar, el de primaria y el de secun-

daria. La educación preescolar no constituye requisito previo a la primaria (Artículo 37 LGE).

12 La educación especial está destinada a individuos con discapacidades transitorias o definitivas,

así como a aquellos con aptitudes sobresalientes (Artículo 41 LGE).
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• Procedimiento de Radicación de los Recursos Financieros Asignados
al FAEB hacia las Entidades Federativas.

En función del grado de profundidad otorgado a la descentralización de la educa-
ción, se realizó entre otras cosas: el traspaso del personal federal para que éste
fuera administrado por las autoridades locales, por lo que la Secretaría de Educa-
ción Pública solicita el recurso correspondiente al capítulo de gasto de servicios
personales (mismos que representan aproximadamente el 90% del Fondo) a la Te-
sorería de la Federación en la primera y tercera semana de cada mes, para enviarlo
a una cuenta bancaria específica para cada Secretaría de Finanzas de las Entida-
des Federativas. Las Secretarías de Finanzas de las Entidades Federativas debe-
rán hacer lo propio con las  dependencias y organismos responsables del servicio
en los Estados, adicionándole la parte que les corresponde a los Estados.

Figura N° 3
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• Evolución histórica de los recursos.

Cuadro N° 3

• FONDO DE APORTACIONES PARA LOS SERVICIOS DE SALUD
(FASSA).

En este fondo se encuentran los recursos que la Federación transferirá anualmente
a las Entidades Federativas en cumplimiento a lo establecido en el Artículo 29 de la
Ley de Coordinación Fiscal, como apoyo financiero para que ejerzan las atribucio-
nes que de manera exclusiva se les asignan en los Artículos 3°, 13 y 18 de la Ley
General de Salud.

• Marco Normativo Básico del FASSA.

• Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
• Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
• Ley General de Salud.
• Reglamento Interior de la Secretaría de Salud.
• Acuerdo de Coordinación para la Descentralización Integral de los Servicios

de Salud.
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• Ley de Coordinación Fiscal. Adiciones y Reformas.
• Presupuestos de Egresos de la Federación.
• Acuerdos por los que se da a conocer a los Gobiernos de las Entidades Fe-

derativas la distribución y calendarización para la administración de los recursos
correspondientes al Ramo 33, Aportaciones Federales para Entidades Federati-
vas y Municipios, a que se refiere el capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal.

• Determinación de los recursos.

El monto de los recursos que integran este fondo se determina anualmente en el
Presupuesto de Egresos de la Federación a partir de los siguientes elementos (Ar-
tículo 30 LCF) :
• Inventario de infraestructura médica y plantilla de personal, utilizados para los

cálculos de los recursos presupuestarios transferidos a las entidades federati-
vas, con motivo de la suscripción de los Acuerdos de Coordinación para la
Descentralización Integral de los Servicios de Salud13  respectivos, incluyendo
las erogaciones que correspondan por concepto de impuestos federales y
aportaciones de seguridad social;

• Recursos presupuestarios con cargo a las Previsiones de Servicios Persona-
les del ejercicio inmediato anterior;

• Recursos presupuestarios transferidos por la Federación en el ejercicio inme-
diato anterior para cubrir gastos de operación e inversión;

• Otros recursos que en el Presupuesto de Egresos de la Federación se desti-
nen para promover la equidad de los servicios de salud.

Con respecto a los recursos adicionales que menciona el último punto, su distribu-
ción se realiza atendiendo al principio de equidad en los servicios de salud, ya que
se incorpora una fórmula de distribución per cápita que consideran variables, como
mortalidad, marginalidad y gasto en salud, para otorgar más recursos a las Entida-
des Federativas que presentan mayores rezagos.

• Destino de los recursos.

Los recursos de este fondo se destinan al ejercicio de las atribuciones que en los
términos de los artículos 3°, 13° y 18° de la Ley General de Salud (LGS) les compe-
tan a las Entidades Federativas, destacando las siguientes:

• Organizar, operar, supervisar y evaluar la prestación de los servicios de salu-
bridad general a que se refieren las fracciones II, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI,

13 Ver anexos IV, V y VI.
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XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XIX y XX del artículo 3°. de la LGS, de
conformidad con las disposiciones aplicables;

• Coadyuvar a la consolidación y funcionamiento del Sistema Nacional de Sa-
lud, y planear, organizar y desarrollar sistemas estatales de salud, procurando
su participación programática en el primero;

• Formular y desarrollar programas locales de salud, en el marco de los Siste-
mas estatales de salud y de acuerdo con los principios y objetivos del Plan
Nacional de Desarrollo;

• Llevar a cabo los programas y acciones que en materia de salubridad local les
competan;

• Elaborar información estadística local y proporcionarla a las autoridades fede-
rales competentes.

Figura N° 4

• Procedimiento de Radicación de los Recursos Financieros
Asignados al FASSA hacia las Entidades Federativas.

La Secretaría de Salud solicita el recurso a la Tesorería de la Federación en la
primera y tercera semana de cada mes, para enviarla a una cuenta bancaria espe-
cificada por la Secretaría de Finanzas de cada Entidad Federativa. Las Secretarías
de Finanzas de las Entidades Federativas deberán hacer lo propio con las  depen-
dencias y organismos responsables del servicio en los Estados, adicionándole la
parte correspondiente que a los Estados corresponde.
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Figura N° 5

• Evolución histórica de los recursos.

Cuadro N° 4

• FONDO DE APORTACIONES PARA LA INFRAESTRUCTURA SOCIAL
(FAIS).

Es la bolsa donde se concentran los recursos Federales que serán transferidos a
Estados y Municipios para el financiamiento de obras, acciones sociales básicas y
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a inversiones,  destinadas a la población que se encuentre en condiciones de reza-
go social y pobreza extrema14 , en cumplimiento a lo establecido en el Artículo 33 de
la Ley de Coordinación Fiscal.

• Determinación de los recursos.

Su determinación es anual y se establece en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración, se utiliza como base la estimación de la Recaudación Federal Participable
(RFP) que se realice para efectos del propio presupuesto, con base en lo que se
establezca en la Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio correspondiente.

Es importante mencionar que la relación referencial del monto de este Fondo con la
Recaudación Federal Participable lo deja inamovible ante variaciones en la recau-
dación, derivadas del desempeño económico del país.

El FAIS está integrado por dos sub-fondos: el Fondo para la Infraestructura Social
Estatal (FISE), al cual, desde 1999 le corresponde un 0.303% de la RFP y el Fondo
para la Infraestructura Social Municipal (FISM), al que se le destina el 2.197% del
mismo concepto, porcentajes, que en 1998 fueron del 0.281% y 2.037% respectiva-
mente. (Ver Cuadro N° 5)

Cuadro N° 5
Evolución de la Base de Determinación de los Recursos

14 Para mayor detalle se incluyó en el anexo VII, el convenio de desarrollo social de 1998, año en

que como ya se comentó, nace dicho fondo.
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• Distribución

Se realiza mediante  criterios de pobreza extrema, con una fórmula cuyo cálculo
utiliza el Índice General de Pobreza (IGP), el cual sirve para identificar a los hoga-
res clasificados como pobres; el IGP considera indicadores basados en la brecha
que tiene cada hogar con respecto de las normas establecidas15  para las siguientes
necesidades básicas:

a) Ingreso per cápita del hogar  con una ponderación de 0.4616.
b) Nivel educativo promedio por hogar con una ponderación de 0.1250.
c) Disponibilidad de espacio de la vivienda con una ponderación de 0.2386.
d) Disponibilidad de drenaje con una ponderación de 0.0608.
e) Disponibilidad de electricidad-drenaje para cocinar con una ponderación de

0.1140.

Para cada hogar se estiman las cinco brechas respecto de las normas de pobreza
extrema que corresponde a cada una de las necesidades básicas, con base en la
siguiente fórmula:

En donde:
Pj,w  = Brecha respecto de la norma de pobreza extrema de la necesidad básica w
para el hogar j en estudio;
Zw =   Norma establecida para la necesidad básica w; y
Xj,w =  Valor observado en cada hogar j, para la necesidad básica w.

Se procede a identificar los hogares que no alcanzan a satisfacer sus necesidades
básicas, para lo cual se calcula la diferencia o brecha entre una norma mínima
establecida y las condiciones de vida de los miembros del hogar, por ejemplo, se
establece como norma que el ingreso mínimo por persona debiera ser de 419.76
pesos mensuales a precios de 2000, de forma tal que un hogar que sólo disponga
de un ingreso promedio de 200 pesos mensuales (a precios de 2000), genera una
diferencia de 219.76 pesos, que equivale a una brecha de 0.5235 como proporción
de la norma.

15 Estas normas las establece el Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de Desarrollo Social, la

cual tiene la obligatoriedad de publicarlas en el Diario Oficial de la Federación, en el mes de

Octubre de cada año, ya que así está dispuesto en la Ley de Coordinación Fiscal en su artículo

34, último párrafo.
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La agregación de los productos de cada una de la necesidades básicas nos da
como resultado el IGP de cada hogar, el cual al elevarlo al cuadrado y multiplicarlo
por el número de miembros de ese hogar, nos da como resultado la Masa Carencial
del Hogar. La sumatoria de las Masas Carenciales de los Hogares catalogados como
pobres, nos permite obtener la Masa Carencial del Estado, y el cociente de relacionar
ésta, con la agregación de todas, nos reporta la participación porcentual del Estado.

La información necesaria para la construcción de las participaciones porcentuales
de los Estados la podemos encontrar en los siguientes documentos:

• Artículo 34 de la Ley de Coordinación Fiscal.
• XII Censo General de Población y Vivienda (Cuestionario ampliado).
• Acuerdos publicados por la Secretaría de Desarrollo Social en el Diario Oficial

de la Federación los meses de Octubre de cada año.

Cuadro N° 6
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Por su parte, los Estados deben distribuir los recursos del FISM entre sus Munici-
pios, con una fórmula igual a la prevista por la Federación para la distribución del
FAIS entre las Entidades Federativas, utilizando la información más reciente que al
efecto haya emitido el Instituto Nacional de Geografía, Estadística e Informática.
Cuando por falta de información, los Estados no puedan aplicar la fórmula anterior,
la Secretaría de Desarrollo Social publicará en el DOF en la primera quincena de
enero del ejercicio fiscal que se trate,  las variables y fuentes de información corres-
pondientes, para la distribución del recurso con base en la siguiente fórmula alter-
nativa.

IMP = Ri11X 0.25 + Ri22 X 0.25 + Ri33 X 0.25 + Ri44 X 0.25

Donde:

Ri11 = Población ocupada del municipio que no percibe ingresos o que éstos son
hasta de dos salarios mínimos, entre la población ocupada del estado en la misma
condición.
Ri22 = Población municipal que no sabe leer y escribir a partir de los quince años,
respecto de la población del estado en igual condición.
Ri33 = Población municipal que habita en viviendas particulares sin disponibilidad
de drenaje conectado a fosa séptica o a la calle, respecto de la población estatal sin
el mismo servicio.
Ri44 = Población municipal que habita en viviendas particulares sin disponibilidad
de electricidad entre la población del estado en igual condición.

Las variables mencionadas corresponden a las siguientes cuatro necesidades bási-
cas; cada una de ellas será alimentada con su respectiva  fuente de información tal
como se describe en el Cuadro N°  7.

Cuadro N°  7. Necesidades Básicas
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En el supuesto de que algún Estado cuente con Municipios de reciente creación, no
registrados en el XII Censo General de Población y Vivienda de 2000, éste efectua-
rá la estimación de sus indicadores a partir de las localidades o áreas geoestadísticas
básicas que les corresponden y en caso de no disponer de información de este tipo,
se recurrirá a las estimaciones oficiales más recientes del Consejo Nacional de
Población.

Por último, los Estados calcularán con base en los lineamientos anteriores los coefi-
cientes de distribución del Fondo para la Infraestructura Social Municipal corres-
pondientes a sus Municipios, previo convenio con la Secretaría de Desarrollo So-
cial, obligándose a publicar en sus respectivos órganos oficiales de difusión a más
tardar el 31 de enero del ejercicio fiscal en curso, la fórmula y su respectiva metodo-
logía, justificando cada elemento.

• Destino de los recursos.

De los recursos que integran este fondo, la parte correspondiente al Estado (FISE),
se orientará a la realización de obras y acciones de alcance regional o intermunicipal,
en razón de que estos recursos son un instrumento importante para la planeación
del desarrollo estatal.

Por otra parte, tanto los Estados como los Municipios podrán disponer  hasta de un
3% de sus respectivas partes, para destinarlos  como gastos indirectos en la reali-
zación de las obras que correspondan a cada ámbito de gobierno, en los términos
del Artículo 33 de la LCF.

Figura N°  7
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De los recursos que integran este fondo, los correspondientes a la parte Municipal
(FISM), se enfocan a cubrir exclusivamente el financiamiento de las obras siguientes:

• agua potable,
• alcantarillado,
• drenaje y letrinas,
• urbanización municipal,
• electrificación rural y de colonias pobres,
• infraestructura básica de salud,
• infraestructura educativa,
• mejoramiento de vivienda,
• caminos rurales e
• infraestructura productiva rural

Adicionalmente al 3% antes mencionado, los Municipios podrán disponer de hasta
un 2% de los recursos que por concepto de este fondo les corresponda, para finan-
ciar un programa de desarrollo institucional. Lo anterior bajo convenio tripartito con
el Ejecutivo Federal, a través de la SEDESOL, el Gobierno del Estado y el Municipio
respectivo.

Figura N° 8
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• Obligaciones Respecto de la Aplicación de Recursos

Tanto los Estados como los Municipios en cumplimiento con lo establecido en el
Artículo 33 de la LCF tendrán la obligación de:

• Hacer del conocimiento de sus habitantes, los montos que reciban, las obras y
acciones a realizar, el costo, su ubicación, metas y beneficiarios.

• Promover la participación de las comunidades beneficiarias en el destino, apli-
cación y vigilancia de los recursos, así como en la programación, ejecución,
control, seguimiento y evaluación de las obras y acciones a realizar.

• Informar a los habitantes, al término de cada ejercicio, los resultados alcan-
zados.

• Proporcionar a la SEDESOL la información que le sea requerida sobre la utili-
zación del fondo (Municipios vía Estados).

• Que las obras a realizar sean compatibles con la preservación y protección
del medio ambiente y que impulsen el desarrollo sustentable.

• Procedimiento de Radicación de los Recursos Financieros Asignados
al FAIS hacia las Entidades Federativas

Los recursos de este fondo son depositados por la Tesorería de la Federación en
las cuentas, que para tales propósitos hayan sido notificadas por los Estados en las
fechas calendario, publicadas para tales propósitos por la SHCP el 31 de Enero del
año en curso. Los Estados deberán hacer lo propio, contando con 5 días para radi-
car los recursos que correspondan a sus Municipios, una vez que hayan sido recibi-
dos por éstos. En virtud del destino de los recursos de este fondo, corresponde a la
Secretaría de Desarrollo Social el buen desarrollo en la distribución, así como en el
control de los recursos correspondientes.
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• Evolución histórica de los recursos.

Cuadro Nº 8

Figura Nº 9
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Cuadro Nº 9
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Cuadro Nº 10

• FONDO DE APORTACIONES PARA EL FORTALECIMIENTO
DE LOS MUNICIPIOS Y DE LAS DEMARCACIONES TERRITORIALES
DEL DISTRITO FEDERAL (FORTAMUN-DF).

En este Fondo se concentran anualmente los recursos federales que serán transfe-
ridos a los Municipios por conducto de los Estados y a las Demarcaciones Territoria-
les del Distrito Federal por conducto de este último, con la intención de fortalecer
las administraciones públicas municipales.
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• Determinación de los recursos.

El monto de este fondo se determina anualmente y se establece en el Presupuesto
de Egresos de la Federación; se utiliza como base referencial el 2.35% de la esti-
mación de la Recaudación Federal Participable que se realice para efectos del pro-
pio presupuesto de la Federación, con base en lo que se establezca en la Ley de
Ingresos de la Federación del ejercicio correspondiente.

En el caso de las demarcaciones territoriales del D.F., los recursos les son entrega-
dos en la misma forma que al resto de los Estados y Municipios, pero calculados
como el 0.2123% de la Recaudación Federal Participable en los mismos términos
que el monto antes mencionado.

Cuadro N° 11
Evolución de la Base de Determinación de los Recursos del
FORTAMUN-DF

16 Los instrumentos utilizados hasta el año del 2002 fueron los censos y conteos, situación que se

modifica en el 2003, año donde se utiliza la Encuesta Nacional de Empleo Urbano.

• Distribución.

La distribución de los recursos de este fondo se realiza en proporción directa del
número de habitantes con que cuente cada Entidad Federativa de acuerdo con la
información más reciente que al efecto emita el INEGI16.

Para efectos de la distribución de los recursos entre las demarcaciones territoriales
del D.F., el 75% del total será asignado conforme al criterio del factor población
residente, y el 25% restante de acuerdo al factor de población flotante.
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• Destino de los recursos.

En este fondo los recursos se dirigen al pago de deuda, así como  a satisfacer
necesidades vinculadas a la seguridad pública de sus habitantes, como elementos
prioritarios para su ejercicio; adicionalmente a éstas, podrán disponer de los recur-
sos para cualquier tipo de requerimiento.

Figura N° 10

• Obligaciones Respecto de la Aplicación de Recursos

Tanto los Municipios como las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal ten-
drán la obligación de:

• Hacer del conocimiento de sus habitantes, los montos que reciban, las obras y
acciones a realizar, el costo, su ubicación, metas y beneficiarios.

• Informar a los habitantes, al término de cada ejercicio, los resultados alcanzados.

Lo anterior en cumplimiento con lo establecido en el Artículo 37 de la LCF.
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• Procedimiento de Radicación de los Recursos Financieros Asignados
al FORTAMUN-DF hacia las Entidades Federativas

Los recursos de este fondo son depositados por la Tesorería de la Federación en
las cuentas que para tales propósitos hayan sido notificadas por los Estados en las
fechas calendario, publicadas para tales propósitos por la SHCP el 31 de enero del
año en curso, en el DOF. Los estados deberán hacer lo propio con sus Municipios,
contando con 5 días para radicar dichos recursos.

El entero de estos recursos se realizará mensualmente en partes iguales a través
del ejercicio fiscal, de manera ágil y directa sin más limitaciones ni restricciones que
aquellas conferidas al destino de sus recursos.

Figura N° 12
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• Evolución histórica de los recursos.

Cuadro N° 12

• FONDO DE APORTACIONES MULTIPLES (FAM).

Al interior de este fondo encontramos aquellos recursos federales que serán trans-
feridos a las Entidades Federativas y el Distrito Federal para que sean ejercidos por
éstos. Este Fondo se conforma de los siguientes subfondos:

• Asistencia Social.
• Infraestructura Educativa, el cual se descompone en:

• Infraestructura Educativa Básica.
• Infraestructura Educativa Superior.

• Determinación de los recursos.

El monto de este fondo se determina anualmente y se establece en el Presupuesto
de Egresos de la Federación, utilizando como base referencial el 0.814%  de la
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estimación que de la Recaudación Federal Participable se realice para efectos del
propio presupuesto con base en lo que se establezca en la Ley de Ingresos de la
Federación del ejercicio correspondiente.

Cuadro N° 13
Evolución de la Base de Determinación de los  Recursos del FAM

• Distribución

El criterio de distribución de los recursos de este Fondo entre las Entidades Federa-
tivas, corresponde a las reglas que se establezcan en el Presupuesto de Egresos
de la Federación (Artículo 41 LCF). Históricamente, por las características implíci-
tas de este Fondo, los Estados más beneficiados son aquellos que atienden mayor
número de escuelas de educación básica y superior con necesidades de Infraes-
tructura Educativa (ampliación, remodelación, construcción) y que asisten a un mayor
número de niños a través del Programa de Desayunos Escolares del DIF.

• Destino de los recursos.

Los Recursos de este fondo se canalizan a los siguientes rubros:

• En el caso de la Asistencia Social, ésta es realizada por medio de los Siste-
mas Estatales de Desarrollo Integral para la Familia (DIF), destinando los re-
cursos a:

• Desayunos escolares.
• Apoyos alimentarios y de asistencia social a la población en condiciones de

pobreza extrema.
• Apoyos a la población en desamparo.
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• Para la realización de la Infraestructura Educativa, se realiza a través de los
Organismos descentralizados en los Estados responsables de la construcción
de escuelas, destinando los recursos para la:

• Construcción,
• Equipamiento y
• Rehabilitación de infraestructura física de los niveles de educación básica.
• Para el caso de la infraestructura educativa superior en su modalidad

universitaria, ésta es realizada directamente por las Universidades.

• Procedimiento de Radicación de los Recursos Financieros Asignados
al FAM hacia las Entidades Federativas.

Los recursos de este Fondo son depositados por la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público a las cuentas proporcionadas para tales fines por las Entidades Fede-
rativas en las fechas calendario establecidas para estos fines; posteriormente las
Secretarías de Finanzas transferirán los recursos correspondientes a:

• Asistencia Social.-  a los Sistemas Integrales para el Desarrollo de la Familia,
DIF.

• Infraestructura Educativa Básica.- a los Organismos descentralizados en los
Estados responsables de la construcción de escuelas, mismos que son super-
visados por el COEDUCA.

• Infraestructura Educativa Superior.- a las Universidades.

Figura N° 13
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• Evolución histórica de los recursos.

Cuadro N° 14

Cuadro N° 15
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Cuadro N° 16

• FONDO DE APORTACIONES PARA LA EDUCACIÓN TECNOLOGICA
Y DE ADULTOS (FAETA).

El FAETA es la Bolsa donde se concentran los recursos federales que serán trans-
feridos a los Estados, con base en la suscripción de los convenios de coordinación
para la descentralización de los servicios de educación para adultos y educación
tecnológica, celebrados por el Gobierno Federal y los Estados17 . Se compone de
dos subfondos:

• Educación para Adultos.
• Educación Tecnológica.

17 Ver anexos VIII, IX, X y XI.
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• Determinación de los recursos.

De acuerdo con el Artículo 43 de la Ley de Coordinación Fiscal, el monto del FAETA
se determina atendiendo los siguientes criterios:

• Los registros de planteles, instalaciones educativas y plantillas de personal
utilizados para la transferencia de recursos a las Entidades, con base en la
suscripción de los Convenios respectivos entre  la Federación y las Entidades
Federativas.

• Los recursos presupuestarios transferidos a las entidades federativas durante
el ejercicio inmediato anterior.

• Las ampliaciones presupuestarias autorizadas.

• Distribución.

Para el caso de los servicios de educación para adultos, la determinación y distribu-
ción se lleva a cabo de acuerdo a las reglas de operación e indicadores de evalua-
ción y de gestión  del INEA,  publicadas por la Secretaría de Educación Pública en
el Diario Oficial de la Federación.

• Destino de los recursos.

El propósito de este fondo es permitir a las entidades federativas la administración
y otorgamiento directo de los servicios educativos del Colegio Nacional de Educa-
ción Profesional Técnica (CONALEP), así como del Instituto Nacional de Educación
para los Adultos (INEA).

• Procedimiento de Radicación de los Recursos Financieros Asignados
al FAETA hacia las Entidades Federativas.

Los recursos de este Fondo son depositados por la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público a las cuentas proporcionadas para tales fines por las Entidades Fede-
rativas en las fechas calendario establecidas para estos fines; posteriormente las
Secretarías de Finanzas transferirán los recursos correspondientes al CONALEP e
INEA respectivamente.
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Figura N° 14

• Evolución histórica de los recursos.

Cuadro N° 17

• FONDO DE APORTACIONES PARA LA SEGURIDAD PÚBLICA  (FASP).

El FASP es la bolsa receptora de los recursos federales que serán transferidos a los
estados y al Distrito Federal, en cumplimiento a los compromisos adquiridos por
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ambos ámbitos de gobierno en los convenios de colaboración que en la materia se
suscribieron en el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública18 .

• Marco Normativo Básico del FASP

• Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
• Ley que establece las Bases para la Coordinación del Sistema Nacional de

Seguridad Pública
• Presupuesto de Egresos de la Federación
• Ley de Coordinación Fiscal
• Convenios de Coordinación en Materia de Seguridad Pública

• Determinación de los recursos.

La integración de este fondo se efectúa a propuesta de la Secretaría de Goberna-
ción, y la distribución de los recursos entre la Entidades Federativas se da a cono-
cer a través del Diario Oficial de la Federación, durante los últimos días de enero.
Su aplicación se realiza de acuerdo con los programas estatales de seguridad pú-
blica, los cuales derivan del Programa Nacional acordado por el Consejo Nacional
de Seguridad Pública.

Figura N° 15

El Consejo Nacional de Seguridad Pública es el órgano superior de coordinación del Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública. Dicho Consejo se integra de la siguiente manera:

• Secretario de Seguridad Pública (quien lo preside).

18 Ver anexo XII.
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• 31 Gobernadores de los Estados.
• Secretario de la Defensa Nacional.
• Secretario de Marina.
• Secretario de Comunicaciones y Transportes.
• Procurador General de la República.
• Jefe de Gobierno del Distrito Federal.
• Secretario Ejecutivo del SNSP.

• Distribución

Los criterios empleados en la distribución de los recursos a las entidades federativas son:

• Población de los estados y del Distrito Federal.
• Índice de ocupación penitenciaria.
• Tasa de crecimiento anual de indiciados y sentenciados.
• Avance en la aplicación del Programa Nacional de Seguridad Pública en ma-

teria de profesionalización, equipamiento, modernización tecnológica e infra-
estructura necesaria vinculada con las actividades de seguridad pública.

• Inversión en proyectos convenidos.

Estos criterios son plasmados en una fórmula de aplicación anual, la cual es publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación a más tardar el 31 de enero del ejercicio
fiscal que corresponde. De modo ilustrativo se utilizó en el presente estudio la fór-
mula correspondiente al ejercicio fiscal 2002.
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Población de la Entidad Federativa y del Distrito Federal.

Donde:
PE = Población del Estado o del Distrito Federal.
PN = Población Nacional
Pp = Valor ponderado de la variable poblacional

Donde:
ID = índice Delictivo
X1 = Índice de Delitos de Impacto Social
X2 = Tasa Delictiva Respecto a Indicadores Demográficos
X3 = Índice de Crimen Organizado
IPDS = Valor Ponderado de las Variables de Delitos de Impacto Social
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Donde:
FR = Frecuencia de Robos en la Iésima-entidad
FL = Frecuencia de Lesiones en la  Iésima-entidad
FH = Frecuencia de Homicidios en la Iésima-entidad

Donde:
TDRID = Tasa Delictiva Respecto a Indicadores Demográficos.
FD = Frecuencia delictiva por cada 1000 habitantes en la Iésima-entidad.
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Donde:
ICO = Índice de Crimen Organizado.
SAB = Número de secuestros y asaltos bancarios ocurridos en la Iésima-entidad.

Donde:
TOP = Tasa de Ocupación Penitenciaria.
IOp = Índice de Ocupación Penitenciaria de las Entidades Federativas y el D. F.
IOn = Índice de Ocupación Penitenciaria Nacional.
PIOP = Valor Ponderado de la Variable del Índice de Ocupación Penitenciaria.
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Donde:
APNSP= Avance en el Programa Nacional de Seguridad Pública.
AE1 = Aportaciones Efectuadas por las Entidades Federativas en 1999.
AC1= Aportación Convenida con la Entidad Federativa en 1999.
X’32a = Sumatoria de las Proporciones de las aportaciones efectuadas por las En-
tidades Federativas en el Ejercicio Presupuestal 1999.
PAR1 = Ponderador de las Aportaciones Efectuadas en 1999.
IE1 = Inversiones Ejercidas por la Entidad Federativa en 1999.
ATC1 = Aportación Total Convenida con la Entidad Federativa en 1999.
Y’32a = Sumatoria de las Proporciones del Ejercicio de las Entidades Federativas y
del D. F. del Ejercicio Presupuestal 1999.
PAE1 = Ponderador de las Aportaciones Ejercidas en 1999.
AE2 = Aportaciones Efectuadas por las Entidades Federativas en 2000.
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AC2= Aportación Convenida con la Entidad Federativa en 2000.
X’32b = Sumatoria de las Proporciones de las aportaciones efectuadas por las En-
tidades Federativas en el Ejercicio Presupuestal 2000.
PAR2 = Ponderador de las Aportaciones Efectuadas en 2000.
IE2 = Inversiones Ejercidas por la Entidad Federativa en 2000.
ATC2 = Aportación Total Convenida con la Entidad Federativa en 2000.
Y’32b = Sumatoria de las Proporciones del Ejercicio de las Entidades Federativas y
del D. F. del Ejercicio Presupuestal 2000.
PAE2 = Ponderador de las Aportaciones Ejercidas en 2000.
AE3 = Aportaciones Efectuadas por las Entidades Federativas en 2001.
AC3= Aportación Convenida con la Entidad Federativa en 2001.
X’32c = Sumatoria de las Proporciones de las aportaciones efectuadas por las En-
tidades Federativas en el Ejercicio Presupuestal 2001.
PAR3 = Ponderador de las Aportaciones Efectuadas en 2001.
IE3 = Inversiones Ejercidas por la Entidad Federativa en 2001.
ATC3 = Aportación Total Convenida con la Entidad Federativa en 2001.
Y’32c = Sumatoria de las Proporciones del Ejercicio de las Entidades Federativas y
del D. F. del Ejercicio Presupuestal 2001.
PAE3 = Ponderador de las Aportaciones Ejercidas en 2001.
AE4 = Aportaciones Efectuadas por las Entidades Federativas en 2002.
AC4= Aportación Convenida con la Entidad Federativa en 2002.
X’32d = Sumatoria de las Proporciones de las aportaciones efectuadas por las En-
tidades Federativas en el Ejercicio Presupuestal 2002.
PAR4 = Ponderador de las Aportaciones Efectuadas en 2002.
IE4 = Inversiones Ejercidas por la Entidad Federativa en 2002.
ATC4 = Aportación Total Convenida con la Entidad Federativa en 2002.
Y’32d = Sumatoria de las Proporciones del Ejercicio de las Entidades Federativas y
del D. F. del Ejercicio Presupuestal 2002.
PAE4 = Ponderador de las Aportaciones Ejercidas en 2002.
PEAT = Valor Ponderado de la Variable de Avance en la Aplicación de los Ejes del
Programa Nacional de Seguridad Pública.
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Donde:
PNC = Proyectos Nacionales Convenidos.
Z1...Z32 = Sumatoria por Entidad Federativa de los Requerimientos de los Proyec-
tos Convenidos.
TNppc = Total Nacional de los Requerimientos de los Proyectos Nacionales en Pro-
ceso Convenidos.
PAppc = Valor Ponderado de los Proyectos Nacionales en Proceso Convenidos.

• Destino de los recursos.

Los recursos de este rubro se destinan de acuerdo al Programa Nacional de Segu-
ridad Pública, cuyos ejes fundamentales son:

• Profesionalización: la cual consiste en la capacitación, actualización y evalua-
ción de policías preventivos y judiciales, agentes del Ministerio Público, peri-
tos y custodios.

• Cobertura y capacidad de respuesta: que se refiere a las acciones coordina-
das en los tres órdenes de gobierno, desde mejoras en sueldos y prestaciones
hasta la realización de diversos operativos.

• Equipamiento, tecnología e infraestructura: lo cual consiste preferentemente
en la integración de la red nacional de telecomunicaciones e informática para
la seguridad pública.

• Instancias de coordinación: que persigue la mayor integración de Consejos
Municipales e Intermunicipales de Seguridad Pública a través de reuniones
regionales.

• Participación de la comunidad: que fomenta la colaboración activa de la socie-
dad civil para la prevención del delito.
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Figura N° 16

• Procedimiento de Radicación de los Recursos Financieros Asignados
al FASP hacia las Entidades Federativas.

Los recursos que por concepto de este fondo hayan sido determinados para cada
Entidad, con base en los criterios antes descritos, son depositados en los meses de
enero a octubre, en partes iguales,  por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
a los fideicomisos estatales creados de manera exprofesa, en el marco de los con-
venios de coordinación suscritos por cada Entidad Federativa con la Secretaría de
Seguridad Pública.
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Figura N° 17

• Evolución histórica de los recursos.

Cuadro N° 18

• PERIODOS DE PAGO DE LOS FONDOS DE APORTACIONES
FEDERALES
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CAPÍTULO 4
Control,  Supervisión

y Fiscalización

En el capítulo III se definieron los Fondos  de Aportaciones Federales, como recur-
sos que el Gobierno de la Federación transfiere a los Estados y Municipios para su
ejercicio, condicionando su gasto a los fines específicos para los que fueron crea-
dos; adicionalmente se describió en cada Fondo, el destino definido por la Ley de
Coordinación Fiscal para los recursos que a cada uno conforman.

En ese sentido, en el  Artículo 46 de la Ley de Coordinación Fiscal se establece que
tanto las aportaciones como sus accesorios no podrán comprometerse ni ejercerse
a fines distintos a los expresamente establecidos en la misma.

Por otra parte, en el citado Artículo se menciona que la administración y ejercicio de
los recursos asignados a los Fondos de Aportaciones corresponderá a las autorida-
des receptoras de los mismos (Entidades Federativas y Municipios), indicando que
deberán registrarlos como recursos propios y ejercerlos conforme a su normativi-
dad local, destinándolos estrictamente a lo señalado en los Artículos 26, 29, 33, 37,
40, 42 y 45.

EL CONTROL Y LA SUPERVISIÓN

En virtud de que el recurso transita por diversos órdenes de gobierno, el multicitado
artículo 46 establece los mecanismos de control y supervisión que de estos recur-
sos debe realizarse, especificando la autoridad competente  en cada una de las
diferentes etapas (Ver Figura N° 1).
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Figura No.1

Como puede observarse, la primera etapa es considerada desde el inicio del proce-
so de presupuestación, hasta la entrega de los recursos a las Entidades Federati-
vas. En ésta, es competencia de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Adminis-
trativo el control y la supervisión de los recursos, quien para desempeñar dichas
tareas, encuentra al  interior de sus competencias (otorgadas en el Artículo 37 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal) las de organizar y coordinar el
sistema de control y evaluación gubernamental, así como  inspeccionar el ejercicio
del gasto público federal, y su congruencia con los presupuestos de egresos.

La segunda etapa se refiere al ejercicio del recurso, la cual es contemplada desde
la recepción del mismo, por parte de las Entidades Federativas y los Municipios,
hasta que realizan la erogación total del recurso. En esta etapa, la competencia del
control y supervisión del recurso, es facultad de los órganos internos de control de
las entidades y municipios en el ámbito de sus competencias. Es en referencia a
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esta etapa como la misma Ley de Coordinación Fiscal establece en su párrafo IV
del artículo 46, que “Cuando las autoridades Estatales o Municipales que en el
ejercicio de sus atribuciones de control y supervisión conozcan que los recursos de
los Fondos no han sido aplicados a los fines que por cada Fondo se señale en la
Ley, deberán hacerlo del conocimiento de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo
Administrativo en forma inmediata”.

Para dar cumplimiento a lo establecido en el párrafo IV, descrito anteriormente, los
Órganos de Control Interno de los Gobiernos de los Estados y la Secretaría de la
Función Pública  (SFP) han establecido en el marco de los Acuerdos de Coordina-
ción para el Control, la realización de un programa de coordinación especial deno-
minado Fortalecimiento del Sistema Estatal de Control y Evaluación de la Gestión
Pública, y Colaboración en Materia de Transparencia y Combate a la Corrupción,
mecanismo de información que le permite a la SFP ejercer con prontitud las atribu-
ción que en materia de control le corresponden en los términos de la ley de coordi-
nación fiscal, en relación con las aportaciones federales que integran los fondos del
Ramo General 33 del presupuesto de egresos de la federación vigente.

Para ello, los Órganos de Control Interno de los Gobiernos de los Estados se com-
prometen en  los acuerdos aludidos, a enviar (en el caso especifico de la informa-
ción que obtengan como resultado de sus acciones de control, inspección y vigilan-
cia de los recursos aludidos) permanentemente a  la SFP, la información suficiente
sobre los asuntos en donde se haya confirmado la aplicación de los recursos cita-
dos en fines distintos a los previstos en el capítulo V de la Ley de Coordinación
Fiscal, a fin de que la SFP pueda actuar de conformidad con sus atribuciones (Cláu-
sula cuarta párrafo tercero). Por último, en el capítulo cuarto de los citados conve-
nios denominado “De las Responsabilidades y Sanciones” en su cláusula décimo
segunda establece que en aquellos casos  en que los Órganos Internos de Control
y Supervisión de los Gobiernos de los Estados o los Órganos de Control y Supervi-
sión Municipales determinen el desvío de recursos del Ramo General 33, el Gobier-
no del Estado proporcionará a SFP la información relativa, en los términos de la Ley
de Coordinación Fiscal.

En virtud de lo descrito anteriormente con respecto a la etapa dos, y en función de
la naturaleza de los recursos de los Fondos de Aportaciones Federales, la SFP no
puede abstenerse de las obligaciones que los ordenamientos federales le confieren
en cuanto al control y vigilancia que de dichos recursos debe realizar, por lo que
dichas acciones se realizan a través de acuerdos de coordinación por medio de los
órganos internos de control de las Entidades Federativas, las cuales serán las en-
cargadas de  sancionar, con respecto a sus propias leyes, cualquier incumpli-
miento que se presente en el manejo o aplicación que de los recursos de los fondos
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se presente en la etapa referida, con la salvedad del desvío de los recursos de los
fondos, situación en la que deberán de notificar a la SFP.

LA FISCALIZACIÓN DEL EJERCICIO DE LOS RECURSOS

La Fiscalización de las Cuentas Públicas en ambos casos (Entidades Federativas y
Municipios) será competencia del Congreso del Estado por conducto de su Conta-
duría Mayor de Hacienda, según sus propias leyes, verificando la correcta aplica-
ción de los recursos, así como que se haya dado el debido cumplimiento de los
fines previstos en la Ley, según se establece en la fracción tercera del artículo en
referencia de la LCF.

Por su parte, cuando la Contaduría Mayor de Hacienda de un Congreso Local de-
tecte que los recursos de los Fondos no se han destinado a los fines establecidos
en esta Ley, deberá hacerlo del conocimiento inmediato de la Contaduría Mayor de
Hacienda de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.

Lo anterior, en función de que el Artículo 79 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, faculta  a la Entidad de Fiscalización Superior de la Federa-
ción, en su fracción primera, párrafo segundo, a fiscalizar los recursos federales
que ejerzan las Entidades  Federativas y los Municipios.  Por otra parte, el Artículo
46 de la ley que nos ocupa (LCF) señala que deberá hacerlo verificando que las
dependencias del Ejecutivo Federal cumplieron con las disposiciones legales y ad-
ministrativas federales. Por último, la fracción aludida extiende la fiscalización (por
parte de este órgano) a la ejecución de los recursos de los fondos, indicando que
ésta deberá realizarse en los términos del artículo 3° fracción III de su Ley Orgánica.

Dicha Ley Orgánica fue derogada el 20 de Diciembre del 2000 al decretarse la Ley
de Fiscalización Superior de la Federación. En ésta, en su Titulo Tercero denomina-
do De la Fiscalización de Recursos Federales Ejercidos por Entidades Federativas,
Municipios y Particulares, se establece en sus artículos 33 y 34  la celebración de
convenios de coordinación entre el órgano referido y las Legislaturas Locales para
efectos de realizar la fiscalización de recursos federales que sean  ejercidos por las
Entidades Federativas y por los Municipios, siendo la Auditoría Superior de la Fede-
ración quien propondrá los procedimientos de coordinación para que en el ejercicio
de las atribuciones de control que las Legislaturas Locales tengan conferidas, cola-
boren con ella en la verificación de la aplicación correcta de los recursos federales,
recibidos por dichos órdenes de gobierno”.
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FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES

El último párrafo del artículo 46 menciona que “las responsabilidades administrati-
vas, civiles y penales en que incurran los servidores públicos federales o locales
por el manejo o aplicación indebidos de los recursos de los Fondos a que se refiere
este Capítulo, serán determinadas y sancionadas por las autoridades federales o
locales, según corresponda conforme a las etapas a que se refiere este artículo, de
conformidad con sus propias legislaciones”.  Esto nos indica que cualquier incum-
plimiento en la segunda etapa descrita en este capítulo sería competencia de las
autoridades locales; sin embargo, no debemos dejar de observar el señalamiento
correspondiente al destino de los recursos establecido en los párrafos uno y dos del
mismo artículo, el cual se reserva la Federación desde el inicio mismo del proceso
presupuestario del Ramo 33.

Como refuerzo de lo anterior se cita parte de la tesis 138/2001 del Supremo Tribu-
nal de Justicia Federal de la Nación “Las aportaciones federales son recursos que
destinan y supervisan las autoridades federales para los Estados y los Municipios
que, dada su especial naturaleza, se rigen por disposiciones federales y, por tanto,
aun cuando pasan a formar parte de las haciendas estatales y municipales, no
están comprendidas dentro del régimen de libre administración de estos últimos,
pues es la Federación la que autoriza su destino y aplicación y, por ende, los otros
niveles de gobierno no pueden disponer libremente de dichos recursos pues, por el
contrario, deben sujetarse a lo dispuesto en los ordenamientos federales”

Por otra parte, en el Artículo 35 de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación
se establece que cuando se acrediten afectaciones al Estado en su Hacienda Públi-
ca Federal, atribuibles a las autoridades estatales, municipales o del Distrito Fede-
ral, la Auditoría Superior de la Federación procederá a fincar directamente a los
responsables las indemnizaciones y sanciones pecuniarias correspondientes, y pro-
moverá ante los órganos o autoridades competentes las responsabilidades admi-
nistrativas, civiles, políticas y penales a que hubiere lugar.

Por último, en el decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación 2003 se
establece en el Artículo 11  ultimo párrafo que, “la inobservancia a las disposiciones
relativas a las aportaciones federales en los términos de la Ley de Coordinación
Fiscal, será motivo de fincamiento de responsabilidades en los términos de la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. La Con-
traloría y la Auditoría Superior de la Federación deberán fiscalizar el cumplimiento
de dichas disposiciones.
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De todo lo expresado se concluye que la manera como se ejerzan los recursos de
los fondos de aportaciones federales en los ámbitos locales deberá realizarse con-
forme a su normatividades local en pleno respeto a su soberanía; sin embargo, en
lo que respecta al destino del recurso, al ser éste determinado por las autoridades
federales, corresponde a ellas realizar el control, supervisión y fiscalización del mis-
mo, por lo que establecen convenios con los órganos locales respectivos, para que
por intermediación de ellos se realicen estas tareas, estableciendo la obligación de
los órganos locales de notificar cualquier irregularidad que se suscite a este respec-
to para que con base en los preceptos mencionados sean las autoridades federales
quienes impongan las sanciones que correspondan.
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ANEXOS

Anexo I: Acuerdo Nacional
para la Modernización

de la Educación Básica
(Publicado en el Diario Oficial

de la Federación el 19 de Mayo de 1992)

I. INTRODUCCIÓN

El desarrollo al que aspiramos los mexicanos entraña fortalecer la soberanía y la
presencia de nuestro país en el mundo, una economía nacional en crecimiento y
con estabilidad, y una organización social fincada en la democracia, la libertad y la
justicia. Estos son objetivos que exigen una educación de alta calidad, con carácter
nacional, y con capacidad institucional que asegure niveles educativos suficientes
para toda la población. Asimismo, precisan la reafirmación y el acrecentamiento del
compromiso del Estado mexicano con la educación pública. Este documento con-
tiene el Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica que sus-
criben el Gobierno Federal, los gobiernos de cada una de las entidades federativas
de la República Mexicana y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación.

La estrategia de modernización del país y la reforma del Estado requieren que se
aceleren los cambios en el orden educativo. Al igual que en las otras esferas de la
vida nacional, este trabajo implica una nueva relación entre el Estado y la sociedad
y de los niveles de gobierno entre sí y supone, en general, una participación más
intensa de la sociedad en el campo de la educación. En esta articulación moderna
del Estado y la sociedad, los vínculos entre escuela y  comunidad adquieren una
importancia especial. De acuerdo con el legado de nuestro liberalismo social, la
educación debe concebirse como pilar del desarrollo integral del país. El liberalismo
social ofrece las pautas de una educación pública de calidad, que prepare a los
mexicanos para el desarrollo, la libertad y la justicia. Es indispensable, entonces,
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consolidar un sistema educativo nacional con responsabilidades afines a nuestro
federalismo, con contenidos educativos pertinentes a la formación de mejores ciu-
dadanos. La modernización hace necesario transformar la estructura, consolidar la
planta física y fortalecer las fuentes de financiamiento de la acción educativa. Es
indispensable propiciar las condiciones para un acercamiento provechoso entre los
gobiernos locales, la escuela y la vida comunitaria que la rodea. En esta tarea,
habrán de desempeñar un papel esencial tanto los maestros y su organización gre-
mial, como los padres de familia.

El Gobierno Federal, los gobiernos estatales, el magisterio nacional y la sociedad
se proponen transformar el sistema de educación básica -preescolar, primaria y
secundaria- con el propósito de asegurar a los niños y jóvenes una educación que
los forme como ciudadanos de una comunidad democrática, que les proporcione
conocimientos y capacidad para elevar la productividad nacional, que ensanche las
oportunidades de movilidad social y promoción económica de los individuos, y que,
en general, eleve los niveles de calidad de vida de los educandos y de la sociedad
en su conjunto.

Este Acuerdo Nacional se concentra en la educación básica. Ésta comprende los
ciclos fundamentales en la instrucción y formación de los educandos, preparatorios
para acceder a ciclos medios y superiores. En ellos se imparte el conjunto de cono-
cimientos esenciales que todo ciudadano debe recibir. A las consideraciones, medi-
das y programas que contiene este Acuerdo se ha añadido la educación normal
porque es la que capacita y forma el personal docente de los ciclos de educación
básica. La evidencia histórica y las experiencias recientes demuestran que la corre-
lación entre una educación básica de calidad y la posibilidad de desarrollo es muy
fuerte. La educación básica impulsa la capacidad productiva de una sociedad y
mejora sus instituciones económicas, sociales, políticas y científicas, puesto que
contribuye decisivamente a fortalecer la unidad nacional y a consolidar la cohesión
social, a promover una más equitativa distribución del ingreso, a fomentar hábitos
más racionales de consumo, a enaltecer el respeto a los derechos humanos, en
particular el aprecio a la posición de la mujer y de los niños en la comunidad, y a
facilitar la adaptación social al cambio tecnológico. Además, una buena educación
básica genera niveles más altos de empleo bien remunerado, una mayor productivi-
dad agrícola industrial, y mejores condiciones generales de alimentación y de sa-
lud, y actitudes cívicas más positivas y solidarias.

El Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica recoge el  com-
promiso del Gobierno Federal, de los gobiernos estatales de la República y del
Sindicato  Nacional de Trabajadores de la Educación, de unirse en un gran esfuerzo
que extienda la cobertura de los servicios educativos y eleve la calidad de la educa-
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ción a través de una estrategia que atiende a la herencia educativa del México del
siglo veinte, que pondera con realismo los retos actuales de la educación, que
compromete recursos presupuestales crecientes para la educación pública, y que
se propone la reorganización del sistema educativo, la reformulación de los conte-
nidos y materiales educativos, y la revaloración de la función magisterial.

II. ANTECEDENTES

La educación es ámbito decisivo para el futuro de la Nación. La acción educativa
del gobierno y de la sociedad es una de nuestras grandes prioridades. Existe un
claro consenso acerca de la necesidad de transformar el sistema educativo. Ese
reclamo social, extendido tanto en la geografía del país como entre los sectores de
la sociedad, es por una educación de calidad. La aspiración es esencial, además,
para cumplir cabalmente con el Artículo Tercero Constitucional cuyo mandato es
por una cobertura suficiente, una mejoría constante en la calidad de la educación
partir de la obligatoriedad de la primaria, el carácter laico y gratuito de la que impar-
te el Estado, su dimensión nacional y su sustento en el progreso científico.

La vocación educativa de México ha significado una preocupación nacional, perma-
nente y prioritaria desde la creación, en 1921, de la Secretaría de Educación Públi-
ca. Detrás de las demandas enarboladas en 1910 por democracia, igualdad y justi-
cia, estuvo siempre el anhelo de oportunidades educativas. La estrategia en los
primeros años de vida de la Secretaría de Educación Pública fue multiplicar escue-
las, obtener un amplio concurso colectivo en las tareas educativas prioritarias, arti-
cular el esfuerzo de los estados y los municipios; en una palabra diseñar una edu-
cación pública nacional.

En el lapso de siete décadas prácticamente se generalizó el ingreso a la educación
primaria, se realizaron verdaderas cruzadas de alfabetización que llevaron las pri-
meras letras a casi todos los rincones del país, se construyeron decenas de miles
de escuelas, se crearon los  libros de texto gratuito, se amplió la educación secun-
daria y fueron establecidos centros de educación básica para adultos. También en
ese periodo se multiplicó el número de facultades y centros de investigación de la
Universidad Nacional Autónoma de México, se abrieron universidades en todas las
entidades de la República, y se inició el desarrollo de la educación tecnológica con
la fundación del Instituto Politécnico Nacional. A lo largo y ancho del país han proli-
ferado museos, salas de conciertos, galerías, teatros, casas de cultura, bibliotecas
públicas e instalaciones deportivas.

Cada generación ha impreso a la tarea educativa el sello justo de su tiempo. De ahí
que, con razón, hablemos de una auténtica hazaña educativa en el siglo veinte
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mexicano. Desde 1921, la educación pública ha sido fundamental en la construc-
ción del país que hoy es México.

Las cifras de esta hazaña son impresionantes. De 1921 a la fecha se ha logrado un
avance notable en la cobertura: la escolaridad promedio pasó de un grado a más de
seis, el índice de analfabetos se redujo del 68 al 12.4 por ciento, uno de cada tres
mexicanos está en la escuela y dos de cada tres niños tienen acceso a la enseñan-
za preescolar, la atención a la demanda en la primaria es de alrededor del 90 por
ciento y cuatro de cada cinco egresados tienen acceso a la enseñanza secundaria.
Se ha establecido una compleja red de modalidades y planteles en todos los nive-
les. En educación primaria están inscritos más de 14 millones de niños, y en secun-
daria más de 4 millones. Tan sólo en los diecinueve años de vigencia de la actual
Ley Federal de Educación, el número de alumnos pasó de 13.7 a casi 26 millones;
el de maestros de 419 mil a poco más de un millón 100 mil, y el de planteles de 61
mil a más de 165 mil.

En esta hazaña educativa corresponde un mérito sobresaliente al magisterio  na-
cional. Los maestros mexicanos del siglo veinte han dejado constancia de su dedi-
cación, sus conocimientos y la nobleza de su labor. El maestro ha sido y deberá
seguir siendo el protagonista de la obra educativa del México moderno.

III. LOS RETOS ACTUALES DE LA EDUCACIÓN

El gran esfuerzo educativo mexicano ha mostrado que es capaz de contender con
los problemas de cobertura de la educación básica, incluso ante una demanda enor-
memente acrecentada por la dinámica demográfica. Sin embargo, con miras al nuevo
milenio y ante los desafíos del mundo en que vivirán nuestros hijos, es preciso
reconocer las limitaciones que está mostrando hoy el sistema educativo nacional.

No obstante los avances, el reto de la cobertura educativa subsiste. Los resultados
del XI Censo General de Población y Vivienda, relativos al año de 1990, permiten
apreciar limitaciones muy serias de la cobertura educacional en lo que se refiere a
alfabetización, acceso a la primaria, retención y promedio de años de estudio, y
esto acentuado con disparidades regionales muy marcadas.

La calidad de la educación básica es deficiente en que, por diversos motivos, no
proporciona el conjunto adecuado de conocimientos, habilidades, capacidades y
destrezas, actitudes y valores necesarios para el desenvolvimiento de los educandos
y para que estén en condiciones de contribuir, efectivamente, a su propio progreso
social y al desarrollo del país.
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Muchas de las grandes tareas educativas de las generaciones de este siglo  impli-
caron una concentración -y hasta una centralización- de esfuerzos. Hoy, el esque-
ma fuertemente concentrado no corresponde con los imperativos de moderniza-
ción. Debe cambiar, por lo tanto, para atender con eficacia las nuevas exigencias
del desarrollo nacional. El sistema educativo en su conjunto muestra signos inequí-
vocos de centralización y cargas burocráticas excesivas. Se ha distanciado
crecientemente la autoridad de la escuela con el consiguiente  deterioro de la ges-
tión escolar, y se ha hecho más densa la red de procedimientos y trámites. La res-
ponsabilidad de la educación de niños y jóvenes no está siendo cabalmente com-
partida por la escuela, los padres de familia y la comunidad. En la práctica, prevale-
ce una cierta ambigüedad en las atribuciones educativas que conciernen a los nive-
les de Gobierno Federal, estatal y municipal. En muchos sentidos, hemos llegado al
agotamiento de un esquema de organización del sistema educativo trazado hace
ya 70 años.

Sin embargo, sería erróneo atribuir la totalidad de los problemas del sistema educa-
tivo a la centralización. No debemos ignorar que, por razones muy diversas, duran-
te varios años y hasta antes del inicio de la actual Administración, las condiciones
financieras del país causaron una prolongada escasez de recursos que limitó el
quehacer educativo y erosionó los incentivos y la capacidad de motivar al magiste-
rio nacional.

Para atender los retos educativos, es importante distinguir dos campos de acción:
por una parte, aquel que, pese a ser ajeno al sistema educativo, incide fuertemente
en su desempeño, y es el que comprende factores inherentes al desarrollo general
del país que suelen contribuir a la eficacia del proceso educativo y que, a la vez, son
influidos por él. Entre ellos destacan el nivel y el crecimiento del ingreso per capita,
la distribución del ingreso nacional, el acceso a servicios básicos como salud, vi-
vienda, energía eléctrica, agua potable, y la calidad de la alimentación de niños y
jóvenes. Por ello, toda la política económica y social del Estado mexicano tiene que
estar llamada a colaborar decisivamente en el mejoramiento de la educación públi-
ca. El otro campo incluye los factores propiamente del sistema educativo, que son a
los que se refiere este Acuerdo Nacional.

Las tareas educativas que debemos acometer demandan, en primer término, el
sostenimiento de la política que, en años recientes, ha significado la asignación de
recursos crecientes al sector de educación. Durante los primeros cuatro años de la
presente administración, el gasto en educación del Gobierno Federal se habrá
incrementado en más del 70 por ciento, en términos reales. Algo semejante ha
ocurrido con el gasto de los gobiernos estatales. La expansión del gasto público en
la educación habrá de proseguir durante muchos años, hasta que se logre contar



RAMO 33: FONDOS DE APORTACIONES FEDERALES

96

con el sistema educativo que demanda el desarrollo nacional. En este sentido, una
política fundamental para lograr la modernización de la educación básica es el com-
promiso de los gobiernos federal y estatales de continuar incrementando, a tasas
considerablemente superiores a las del crecimiento del producto interno bruto, su
gasto en educación.

Si bien el aumento en los recursos es una condición necesaria para elevar la cali-
dad del sistema educativo, no es, por sí mismo, condición suficiente. En efecto, una
mayor disponibilidad de recursos significa la ampliación de la cobertura educativa,
pero no implica necesariamente el mejoramiento en la calidad de la educación;
incluso, su efecto en la cobertura puede ser insatisfactorio si los recursos se vierten
a través de un sistema que los utilice inadecuadamente.

Por ello, es indispensable que el aumento de recursos previstos para los próximos
años, vaya acompañado de la aplicación de estrategias que tengan efectos favora-
bles en los otros puntos neurálgicos del sistema educativo. Entre estos, hay dos
que con base en la experiencia de México y otros países, revisten una enorme
importancia para la calidad educativa, y que por tanto deben recibir atención priori-
taria. Ellos son: los contenidos y materiales educativos, y la motivación y prepara-
ción del magisterio.

También es de gran importancia rectificar la tendencia manifiesta en los últimos
años a reducir el número de días efectivos de clases en el año escolar. Como pri-
mer paso, a partir del próximo ciclo escolar se procurará un incremento equivalente
por lo menos al diez por ciento en los días escolares efectivos, lo que puede lograrse
evitando días sin clase distintos a los que fija el calendario escolar oficial.

Pero más recursos, más días efectivos de clase, programas idóneos, mejores libros
de texto y maestros adecuadamente estimulados, podrían tener efectos impercep-
tibles en la cobertura y calidad educativa, si no se dan a través de un sistema que
supere los obstáculos e ineficiencias del centralismo y la burocracia excesiva que
aquejan al sistema educativo nacional. Por eso es importante que la otra línea fun-
damental de la estrategia sea la reorganización del sistema educativo.

Por lo anterior, este Acuerdo Nacional entraña, en primer lugar, el compromiso de
reconocer en la educación uno de los campos decisivos para el porvenir de la Na-
ción, así como reiterar la vigencia del concepto de educación nacional, labrado en
el curso de nuestra historia, y del ejercicio de las facultades y atribuciones que
competen a la Secretaría de Educación Pública para hacerlo efectivo. Dicho com-
promiso se expresa en continuar otorgándole a la educación la más alta prioridad
en la asignación del gasto público. Se asume también el compromiso de atender,
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con sustento en una creciente canalización de recursos públicos, tres líneas  funda-
mentales de estrategia para impartir una educación con cobertura suficiente y con
calidad adecuada: la reorganización del sistema educativo, la reformulación de con-
tenidos y materiales educativos, y la revaloración social de la función magisterial.

Este Acuerdo Nacional está inspirado por el propósito fundamental de elevar la
calidad de la educación pública, pero los programas y acciones que aquí se formu-
lan tendrán también el efecto de promover y mejorar la calidad de la educación que,
con apego a las disposiciones vigentes, imparten los particulares. En efecto, del
Acuerdo se derivarán planes y programas de estudio tendientes a una mayor cali-
dad y, a través de mejores escuelas públicas, se establecerán referentes de una
mayor jerarquía y competitividad educativa para la escuela privada.

IV. LA REORGANIZACIÓN DEL SISTEMA EDUCATIVO

Para llevar a cabo la reorganización del sistema educativo es indispensable conso-
lidar un auténtico federalismo educativo y promover una nueva participación social
en beneficio de la educación.

Federalismo educativo Desde el Constituyente de 1824, y en afinidad con los pos-
tulados del liberalismo, el régimen federal ha sido la organización política natural de
nuestro país para lograr, en la rica diversidad de sus regiones, la unidad nacional.
Esta organización fue ratificada y enriquecida por la Constitución Política de 1917.
En el siglo veinte el sistema federalista ha sido el medio para conjuntar objetivos,
aglutinar fuerzas y cohesionar labores. En razón de estas virtudes políticas, recurri-
mos al federalismo para articular el esfuerzo y la responsabilidad de cada entidad
federativa, de cada municipio y del Gobierno Federal, en nuestro propósito de al-
canzar una educación básica de calidad.

Al igual que en tantos otros aspectos del proceso de modernización que  reciente-
mente hemos emprendido los mexicanos, gobierno y sociedad buscamos afianzar
la plena  vigencia del espíritu y la norma constitucional. La Constitución dispone
que el Congreso de la Unión, con el fin de unificar y coordinar la educación en toda
la República, expedirá las leyes necesarias destinadas a distribuir la función social
educativa entre la Federación, los Estados y los Municipios. En cumplimiento de
ese precepto constitucional, el Congreso de la Unión expidió, entre otras, la Ley
Federal de Educación. En este marco jurídico expresamente se señala que la pres-
tación de servicios educativos es una de las actividades de la función educativa en
la que hay concurrencia de la Federación, de los Estados y los Municipios. Conse-
cuentemente se dispone que la Federación podrá celebrar con los estados y los
municipios convenios para coordinar o unificar dichos servicios. Este Acuerdo Na-
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cional fortalece la observancia del régimen legal existente  ajustándose a la concu-
rrencia de atribuciones previstas.

A fin de corregir el centralismo y burocratismo del sistema educativo, con  funda-
mento en lo dispuesto por la Constitución General de la República y por la Ley
Federal de Educación, el Gobierno Federal y los gobiernos de las entidades federa-
tivas de la República celebran en esta misma fecha convenios para concretar sus
respectivas responsabilidades en la conducción y operación del sistema de educa-
ción básica y de educación normal. De conformidad con dichos convenios y a partir
de ahora, corresponderá a los gobiernos estatales encargarse de la dirección de los
establecimientos educativos con los que la Secretaría de Educación Pública ha
venido prestando, en cada estado y bajo todas sus modalidades y tipos, los servi-
cios de educación preescolar, primaria, secundaria y para la formación de maes-
tros, incluyendo la educación normal, la educación indígena y los de educación
especial.

En consecuencia, el Ejecutivo Federal traspasa y el respectivo gobierno estatal
recibe, los establecimientos escolares con todos los elementos de carácter técnico
y administrativo, derechos y obligaciones, bienes muebles e inmuebles, con los que
la Secretaría de Educación Pública venía prestando, en el estado respectivo, hasta
esta fecha, los servicios educativos mencionados, así como los recursos financie-
ros utilizados en su operación.

La transferencia referida no implica de modo alguno la desatención de la  educa-
ción pública por parte del Gobierno Federal. El Ejecutivo Federal vigilará en toda la
República el cumplimiento del Artículo Tercero Constitucional, así como de la Ley
Federal de Educación y sus disposiciones reglamentarias; asegurará el carácter
nacional de la educación y, en general, ejercerá las demás atribuciones que le con-
fieren los ordenamientos aplicables. Es importante destacar que el  carácter nacio-
nal de la educación se asegura principalmente a través de una normatividad que
sea observada y aplicada de manera efectiva en todo el territorio del país. En tal
virtud, el Ejecutivo Federal promoverá y programará la extensión y las modalidades
del sistema educativo nacional, formulará para toda la República los planes y pro-
gramas para la educación preescolar, primaria, secundaria y normal, autorizará el
uso de material educativo para los niveles de educación citados, mantendrá actua-
lizados y elaborará los libros de texto gratuitos para la educación primaria, propicia-
rá el desarrollo educativo armónico entre las entidades federativas, concertará con
éstas las acciones necesarias para reducir y superar disparidades y dará atención
prioritaria a aquellas regiones con importantes rezagos educativos, establecerá pro-
cedimientos de evaluación del sistema educativo nacional, promoverá los servicios
educativos que faciliten a los  educadores su formación y constante perfecciona-
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miento, y fomentará permanentemente la investigación que permita la innovación
educativa.

La autoridad educativa nacional se fortalecerá ejerciendo la función compensatoria
entre estados y regiones que nuestros ordenamientos y tradiciones asignan al Go-
bierno Federal. Así, dicha autoridad velará porque se destinen recursos relativa-
mente mayores a aquellas entidades con limitaciones y carencias más acusadas.
De igual modo, la autoridad nacional seguirá diseñando y ejecutando programas
especiales que permitan elevar los niveles educativos en las zonas desfavorecidas
o en aquellas cuya situación educativa es crítica. Se hará un  esfuerzo significativo
en programas que mejoren la eficiencia terminal de la educación primaria y reduz-
can el analfabetismo en las zonas y entre los grupos de mayor atraso educativo. A
fin de ejercer mejor su función compensatoria, el Gobierno Federal conservará la
dirección y operación de los programas más estrechamente vinculados a ella.

El Ejecutivo Federal se compromete a transferir recursos suficientes para que  cada
gobierno estatal se encuentre en condiciones de elevar la calidad y cobertura del
servicio de educación a su cargo, de hacerse cargo de la dirección de los planteles
que recibe, de fortalecer el sistema educativo de la entidad federativa, y cumplir con
los compromisos que adquiere en este Acuerdo Nacional. Asimismo, convendrá
con aquellos gobiernos estatales que hasta ahora han aportado recursos modestos
a la educación, en que incrementen su gasto educativo a fin de que guarden una
situación más equitativa respecto a los estados que, teniendo un nivel similar de
desarrollo, ya dedican una proporción más significativa de sus presupuestos a la
educación.

Cada gobierno estatal, por conducto de su dependencia u organismo competente,
sustituirá al titular de la Secretaría de Educación Pública en las relaciones jurídicas
existentes con los trabajadores adscritos a los planteles y demás servicios que se
incorporan al sistema educativo estatal. Asimismo, los gobiernos estatales, por con-
ducto de su autoridad competente, reconocerán y proveerán lo necesario para res-
petar íntegramente todos los derechos laborales de los trabajadores antes mencio-
nados. Los gobiernos estatales garantizan que los citados derechos laborales se-
rán plenamente respetados. Por su parte, el Ejecutivo Federal queda obligado con
la responsabilidad solidaria en los términos de ley. De igual modo, las prestaciones
derivadas del régimen de seguridad social de los trabajadores que se incorporen a
los sistemas educativos estatales, permanecerán vigentes y no sufrirán modifica-
ción alguna en perjuicio de ellos.

Los gobiernos de los estados reconocen al Sindicato Nacional de Trabajadores de
la Educación como el titular de las relaciones laborales colectivas de los trabajado-



RAMO 33: FONDOS DE APORTACIONES FEDERALES

100

res de base que prestan sus servicios en los establecimientos y unidades adminis-
trativas que se incorporan al sistema educativo estatal.

Al convenirse la transferencia aludida, el Gobierno Federal no se desprende de nin-
guna de las responsabilidades que, conforme a la Ley, están a su cargo. Por el
contrario, mediante este Acuerdo Nacional se facilita el cabal cumplimiento de di-
chas responsabilidades y quedan establecidas las condiciones para cumplir con otras,
así como para ejercer de mejor manera sus facultades exclusivas. En observancia
del artículo 30 de la Ley Federal de Educación, la Secretaría de Educación Pública
continuará a cargo de la dirección y operación de los planteles de educación básica
y de formación de maestro en el Distrito Federal. Corresponde, por tanto, a dicha
Secretaría ejecutar en el Distrito Federal las acciones convenidas en este Acuerdo.

En lo que concierne a los estados, no adquieren nuevas funciones que  actualmen-
te no tengan conforme a la Ley. La transferencia convenida propiciará que realicen
actividades de la función educativa que la Ley señala como concurrentes y que
hasta ahora, en algunos casos, no han realizado por falta de una delimitación preci-
sa de responsabilidades. Asimismo, será responsabilidad del Gobierno Estatal pro-
poner a la Secretaría de Educación Pública el diseño de los contenidos regionales
y su adecuada inclusión en los planes de estudio. Los aspectos regionales de los
contenidos educativos deberán asegurar que los estudiantes adquieran un mejor
conocimiento de la historia y geografía, la diversidad ecológica, las costumbres y
tradiciones del estado correspondiente. Al igual que en el caso del Gobierno Fede-
ral, todas las responsabilidades que el Acuerdo Nacional y los respectivos conve-
nios asignan a cargo de los estados, tienen fundamento en artículos de la Ley. Al
aprovechar nuestra organización federalista para una plena concurrencia de los
niveles de gobierno en el esfuerzo educativo, se fijan condiciones para una partici-
pación más dinámica y comprometida de los municipios base de la organización
política de la Nación. Con ello se logrará animar un más amplio concurso comunita-
rio en la escuela, ejercer un control social más eficaz sobre la calidad de la educa-
ción, y responder  consensualmente a los problemas y necesidades más inmedia-
tos de la escuela. De ahí que, en los términos de este Acuerdo Nacional, se convie-
ne en involucrar a los municipios en las tareas educativas del futuro y en promover
la creación de concejos municipales de educación, a fin de que exista un órgano
que apoye y fomente de manera eficaz la educación en cada localidad. Los gobier-
nos estatales harán lo conducente para que, cada vez en mayor grado, los munici-
pios estén directamente encargados de dar mantenimiento y equipamiento a las
escuelas sirviéndose de los recursos que, al efecto, reciban del gobierno estatal y
atendiendo a las recomendaciones de dichos concejos municipales.
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La nueva participación social.

Un federalismo educativo fortalecido y una apropiada participación social genera-
rán un nuevo sistema que impulsará decisivamente la calidad de la educación. La
magnitud y la trascendencia de la obra educativa que reclama el futuro de México
entraña la participación de cuantos intervienen en los procesos educativos: los
maestros, los alumnos, los padres de familia, los directivos escolares y las autorida-
des de las distintas esferas de gobierno.

Existe amplia constancia de que es aconsejable propiciar un mayor equilibrio en la
participación de los diversos actores del quehacer educativo. Cada comunidad, y la
sociedad en su conjunto, deben participar en forma activa y creadora en lo que
concierne a la educación y, particularmente, en el sistema educativo del país. Para
lograr este propósito, es indispensable fortalecer la capacidad de organización y la
participación en la base del sistema -la escuela misma-, de los maestros, los padres
de familia y los alumnos.

Articular una vinculación más estrecha entre el sistema educativo y la comunidad
ofrece indudables ventajas. En primer lugar, la participación de la comunidad en las
tareas educativas permitirá desplegar la energía social para un decidido enriqueci-
miento de la educación. En segundo lugar, eliminará la intermediación burocrática
entre todos los actores del proceso educativo; esto es, redundará en una comunica-
ción más directa y fluida entre alumno, maestro, escuela y comunidad.

En los términos que fija la Ley Federal de Educación, y salvaguardando los conteni-
dos y los aspectos técnicos del proceso educativo, es conveniente estimular la par-
ticipación individual y colectiva de los padres de familia. Así podremos lograr mejo-
res resultados educativos, una mejor comprensión y un respaldo más efectivo de
los padres hacia la labor del maestro y la escuela, la detección y solución de proble-
mas especiales derivados de la asistencia, aprendizajes atípicos, problemas de
salud, etcétera. Al contribuir más los padres de familia en el aprendizaje de sus
hijos y en algunos asuntos no técnicos de la vida escolar, se tiende una red social
de interés, motivación y participación propositiva en torno al proceso educativo de
los hijos. Esa red redundará en un mejor aprovechamiento escolar de los alumnos
y en el fortalecimiento del carácter integral de la educación.

Por último, al impulsar la participación social en el quehacer educativo se propicia
una mayor atención de la comunidad en el correcto funcionamiento de la escuela,
sus instalaciones, su mobiliario, el material didáctico de que disponen sus maes-
tros, y el cumplimiento de los planes y programas de estudio. De hecho, una mayor
cercanía de la comunidad con la escuela fomenta formas de apoyo horizontal entre
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las familias que coadyuva a reducir los índices de reprobación y deserción de los
niños de la propia comunidad, del barrio o del poblado. En este sentido, una más
amplia participación social en la educación generará niveles más altos de informa-
ción acerca del quehacer educativo, avivará el interés familiar y comunitario por el
desempeño escolar, y se traducirá en una verdadera contraloría social -no coerciti-
va, sino persuasiva y propositiva- de la educación.

En consecuencia, mediante este Acuerdo Nacional se comprometen las  volunta-
des de los signatarios así como de sus representados, para fortalecer los ámbitos y
niveles de participación de la comunidad en las labores cotidianas de educación y
en la reorganización del sistema escolar. Este sistema habrá de poseer una estruc-
tura que parta de la escuela, el espacio de interacción cotidiana del maestro, el
alumno y los padres de familia, y se extienda a la comunidad municipal primero,
hacia la entidad federativa después, y por último, al conjunto de la Federación.

La nueva estructura organizativa implica el cumplimiento de responsabilidades, el
uso de recursos, la correspondencia con los niveles de gobierno emanados del
régimen federal, y la creación de figuras colegiadas -consejos escolares, municipa-
les y estatales- en la que estén representados el maestro, los padres de familia, la
comunidad y la autoridad. Implica también funciones de gestión ante otras autorida-
des, colaboración y apoyo. En ningún caso, dichos cuerpos colegiados duplicarán o
invadirán las atribuciones que correspondan a los consejos técnicos, que por Ley
deben existir en las escuelas y que serán fortalecidos a partir de este Acuerdo.

V. REFORMULACIÓN DE LOS CONTENIDOS Y MATERIALES EDUCATIVOS

Los planes y programas de estudio de los ciclos que corresponden a la educación
básica, tienen ya casi veinte años de haber entrado en vigor y, durante ese lapso,
han sido sometidos sólo a reformas esporádicas y fragmentarias. Dichos planes y
programas fueron resultado de un esfuerzo muy meritorio y, en muchos aspectos,
ciertamente exitoso. Sin embargo, hoy muestran deficiencias que han sido señala-
das por maestros, padres de familia, miembros de la comunidad científica, la Secre-
taría de Educación Pública, así como por los estudios y propuestas del Sindicato
Nacional de Trabajadores de la Educación.

Para atender la exigencia generalizada de mayor calidad, es preciso definir con
claridad lo que, en el mundo de hoy y ante los retos del porvenir, constituye una
educación básica de calidad, a fin de formular una política educativa y determinar
las acciones del gobierno y la sociedad que permitan alcanzar nuestros objetivos.
En este sentido, existe un amplio consenso acerca de que es aconsejable concen-
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trar el plan de estudios de la educación primaria en aquéllos conocimientos verda-
deramente esenciales.

El fundamento de la educación básica está constituido por la lectura, la escritura y
las matemáticas, habilidades que, asimiladas elemental pero firmemente, permiten
seguir aprendiendo durante toda la vida y dan al hombre los soportes racionales
para la reflexión. En un segundo plano, todo niño debe adquirir un conocimiento
suficiente de las dimensiones naturales y sociales del medio en que habrá de vivir
así como de su persona. En ello, destacan por su importancia, la salud, la nutrición,
la protección del medio ambiente y nociones sobre distintas formas de trabajo.

Asimismo, es preciso que el educando comience a comprender los principios éticos
y las aptitudes que lo preparan para una participación creativa y constructiva en la
sociedad moderna. Esto supone conocer las características de la identidad nacio-
nal y el alcance de los derechos y obligaciones del individuo, así como una primera
información sobre la organización política y las instituciones del país. Una educa-
ción básica procura, también, un nivel cultural afín a nuestra civilización y a la histo-
ria nacional, y forma la personalidad fundándola en valores como la honradez, el
respeto, la confianza y la solidaridad, que son indispensables para una convivencia
pacífica democrática y productiva.

Estos criterios normarán una reforma integral de los contenidos y materiales educa-
tivos que habrá de traducirse en la renovación total de programas de estudio y
libros de texto para el ciclo escolar 1993-1994. La implantación de esta reforma
culminará hasta septiembre de 1993 por diversas razones, como por ejemplo que
prácticamente la totalidad de los libros de texto gratuito para el año lectivo 1992-
1993 se hallaban impresos desde inicios del presente año.

En la educación preescolar sí es posible implantar una reforma casi completa des-
de el próximo año escolar. De conformidad con los resultados de un diagnóstico
pertinente, de la consulta nacional y las opiniones del magisterio, se ha diseñado un
nuevo programa cuyas características se pueden resumir en que ofrece una mejor
articulación con los ciclos subsecuentes, toma en cuenta la idiosincrasia del niño
mexicano, considera tanto las necesidades nacionales como las particulares de
cada región y organiza mejor los contenidos para un avance gradual y sistemático
en el conocimiento, y aprovecha la participación de los padres de familia y la comu-
nidad en la educación. La aplicación del programa comprende acciones de capaci-
tación en las entidades federativas, distribución de materiales de apoyo para los
niños, maestros, directivos y padres de familia, y la puesta en marcha de mecanis-
mos de seguimiento y evaluación de la práctica docente y el desempleo educativo
en los jardines de niños.
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En cuanto a la primaria y la secundaria, la mejora de su calidad no puede esperar a
la reforma integral. Existe la urgencia compartida por gobierno, maestros, padres
de familia y la sociedad en su conjunto, de actuar con celeridad para obtener resul-
tados satisfactorios lo antes posible. No se trata de ensayar políticas apuradas o de
llevar a cabo acciones precipitadas. Se trata de emprender programas y acciones
que, con realismo y sencillez pero con claridad de objetivos, comiencen a atender
con eficacia aquellos problemas que más obstruyen la calidad de la educación. La
obtención de buenos resultados en tales programas y acciones permitirá avanzar
con rapidez y comprobar la pertinencia de la estrategia adoptada, redundará en una
creciente confianza y será un estímulo para una mayor participación social. Los
programas de aplicación inmediata se han denominado Programas Emergentes
que, en ejercicio de sus facultades normativas nacionales, serán diseñados y coor-
dinados por la Secretaría de Educación Pública para ser aplicados por los gobier-
nos estatales. Con esto se dará un ímpetu inicial al propósito de fortalecer el nuevo
federalismo educativo.

Para la primaria, se aplicará un Programa Emergente de Reformulación de Conte-
nidos y Materiales Educativos, cuyos objetivos específicos son: (1) Fortalecer en
los seis grados el aprendizaje y el ejercicio asiduo de la lectura, la escritura y la
expresión oral. Se hará énfasis en los usos del lenguaje y la lectura y se abandona-
rá el enfoque de la lingüística estructural, vigente desde principios de los años se-
tenta. (2) Reforzar a lo largo del ciclo el aprendizaje de las matemáticas, subrayan-
do el desarrollo de la capacidad para relacionar y calcular las cantidades con preci-
sión, y fortalecer el conocimiento de la geometría y la habilidad para plantear clara-
mente problemas y resolverlos. En la enseñanza de la materia se desechará el
enfoque de la lógica matemática, también introducido hace casi 20 años. (3) Resta-
blecer en la primaria el estudio sistemático de la historia, la geografía y el civismo,
en lugar del área de ciencias sociales. (4) Reforzar el aprendizaje de aquellos con-
tenidos relacionados con el cuidado y la salud del alumno, y acentuar una forma-
ción que inculque la protección del medio ambiente y los recursos naturales.

Al no ser posible en el corto plazo la sustitución generalizada de los libros de texto
ya producidos, la estrategia para cumplir los objetivos señalados consistirá en ca-
nalizar la mayor parte del esfuerzo hacia la información y orientación de los maes-
tros. La Secretaría de Educación Pública producirá y distribuirá por conducto de los
gobiernos estatales, guías de trabajo para cada una de las materias y grados a que
se refiere este Programa Emergente. El propósito de estas guías es sugerir al maestro
una selección de temas de enseñanza que subraye los contenidos básicos, se-
cuencias temáticas más adecuadas y, en algunos casos, la supresión de cuestio-
nes que se juzgan poco pertinentes o que rebasan el nivel de desarrollo de los
niños. Esta estrategia se realizará utilizando los actuales libros de texto gratuito que
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se distribuirán a los niños como se ha venido haciendo, pero que serán empleados
con un manejo y una selección temática diferentes.

Junto con esa propuesta temática, se presentarán al maestro sugerencias de activi-
dades y estrategias didácticas que diversifiquen sus posibilidades en relación con
los temas más importantes. Estas guías no serán un conjunto de instrucciones rígi-
das, uniformes y exhaustivas, pues está demostrado que ese tipo de material es
inconveniente y poco útil. Las guías pretenden orientar y sugerir, en el marco de
lineamientos claros, y cada maestro las adaptará a su estilo de trabajo y a las con-
diciones de sus alumnos y de su escuela. Además, la Secretaría de Educación
Pública entregará a los maestros, por conducto de las autoridades locales, libros y
otros materiales de la más alta calidad que amplíen su información sobre cuestio-
nes básicas, en especial las que tienen ahora un mayor peso o un nuevo enfoque
en el plan de estudios.

En el caso de la historia, se ha estimado conveniente subsanar el insuficiente cono-
cimiento de historia nacional de los alumnos, impartiendo durante el próximo año
lectivo cursos de historia de México para los grados 4o., 5o. y 6o. Por tanto, se ha
considerado indispensable preparar y distribuir, ya para el año escolar 1992-1993,
dos nuevos libros de Historia de México, uno para el 4o. grado y otro para los gra-
dos 5o. y 6o., en virtud de que los libros de texto de ciencias sociales hasta ahora
vigentes son inadecuados para el logro de los propósitos que se procuran. Para la
redacción de estos libros se ha obtenido la colaboración de distinguidos historiado-
res del país quienes, junto con un equipo de maestros y diseñadores, trabajan en
una obra de alta calidad científica, pedagógica y editorial. Esta iniciativa exigirá la
edición y distribución gratuita de seis millones y medio de volúmenes adicionales.

En el marco de este Acuerdo, es muy satisfactorio informar que el Presidente de la
República ha instruido a la Secretaría de Educación Pública para que declare al
ciclo escolar 1992-1993, Año para el Estudio de la Historia de México.

El Programa Emergente de Reformulación de Contenidos y Materiales Educativos
confirmará la vigencia social y educativa del libro de texto gratuito para la educación
primaria. Además, en colaboración con los gobiernos de las entidades federativas
se realizará un esfuerzo especial para mejorar la oportunidad y eficiencia con que
se distribuyen los libros de texto gratuito a las escuelas.

En lo que se refiere al ciclo de la secundaria, y en respuesta al amplio consenso de
maestros, especialistas y padres de familia, a partir del próximo año escolar y co-
menzando con el primero de secundaria, se reimplantará en todas las escuelas del
país el programa por asignaturas, sustituyendo al programa por áreas establecido
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hace casi dos décadas. Se reforzará marcadamente la enseñanza de la lengua
española y las matemáticas, aumentando a cinco horas semanales la impartición
de clases de ambas materias en vez de las tres horas, hasta hace poco previstas.
En la secundaria también se restablecerá el estudio sistemático de la historia, tanto
universal como de México, la geografía y el civismo. Conviene precisar que en res-
paldo a esta reforma, la industria editorial elabora ya los libros de texto, basados en
el nuevo programa diseñado para este ciclo.

VI. REVALORACIÓN DE LA FUNCIÓN MAGISTERIAL

El protagonista de la transformación educativa de México debe ser el maestro. Es el
maestro quien transmite los conocimientos, fomenta la curiosidad intelectual y debe
ser ejemplo de superación personal. Es él quien mejor conoce las virtudes y debili-
dades del sistema educativo. Sin su compromiso decidido, cualquier intento de re-
forma se vería frustrado. Por ello, uno de los objetivos centrales de la transforma-
ción educativa es revalorar la función del maestro.

El maestro debe ser uno de los principales beneficiarios del nuevo federalismo edu-
cativo y la nueva participación social en la educación. La revaloración de la función
magisterial comprende seis aspectos principales: la formación del maestro, su ac-
tualización, el salario profesional, su vivienda, la carrera magisterial y el aprecio
social por su trabajo.

Formación del maestro La reorganización del sistema educativo permitirá a los
maestros una mayor vinculación con la comunidad, con la escuela y con los alum-
nos. En virtud de que, en los términos de este Acuerdo Nacional, todos los estable-
cimientos dedicados a la formación magisterial pasan a ser de jurisdicción estatal,
los gobiernos de las entidades federativas asumirán la responsabilidad de integrar
un sistema, por cada estado, para la formación del maestro. En uso de sus atribu-
ciones en materia de normatividad, el Gobierno Federal expedirá los lineamientos
conducentes. De este modo, en cada entidad federativa se establecerá un sistema
estatal para la formación del maestro que articule esfuerzos y experiencias en los
ámbitos de formación inicial, actualización, capacitación, superación e investiga-
ción. En este sentido, la integración de este sistema fortalecerá los recursos educa-
tivos que se destinan a la formación del magisterio, en particular, la dotación de
material y equipo -hasta ahora, sumamente escaso- y la disponibilidad de mayor
atención del personal docente. Así, habrán de mejorarse bibliotecas, laboratorios e
instalaciones para observación y prácticas.

En el caso de la formación profesional inicial, se diseñará un modelo con un tronco
básico general y opciones orientadas a la práctica preescolar, primaria y secunda-
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ria. De esta manera, el maestro tendrá las bases pedagógicas suficientes para ser
flexible y apto ante los cambios de su mercado de trabajo y, a la vez, capaz de
adquirir la profundización necesaria en el área de su interés principal. Asimismo,
habrá una reforma curricular a fin de evitar la enorme dispersión de los actuales
planes de estudio y, en cambio, capacitar al maestro en el dominio de los conteni-
dos básicos. Con ello se orientará a los maestros hacia el aprendizaje continuo e
independiente y hacia una intensa observación y práctica en el salón de clase. En
un plazo razonable, y al cabo de un proceso en el que participe el magisterio nacio-
nal, el Gobierno Federal expedirá los lineamientos necesarios para reformar la edu-
cación normal del país. Dicha reforma deberá comprender la simplificación de los
requisitos y la reducción de plazos de estudio para la carrera normal.

Actualización, capacitación y superación del magisterio en ejercicio. Es preciso lle-
var a cabo un esfuerzo especial para motivar al maestro a lograr una  actualización
permanente y dotarlo de las condiciones adecuadas que requiere su importante
actividad.

En virtud de que apremia la actualización de conocimientos del magisterio  nacio-
nal, se conviene el establecimiento de un Programa Emergente de Actualización
del Maestro con miras a fortalecer, en el corto plazo, los conocimientos de los maes-
tros y de coadyuvar así a que desempeñen mejor su función. El objetivo es que
antes del próximo ciclo escolar se despliegue un esfuerzo extraordinario para forta-
lecer su formación. El Gobierno Federal otorgará los lineamientos, materiales, así
como el apoyo presupuestal y logístico, para que los gobiernos de los estados em-
prendan programas emergentes de actualización en sus entidades federativas.

El Programa Emergente de Actualización combinará la educación a distancia, el
aprendizaje en cursos, sesiones colectivas de estudio e intercambio de puntos de
vista, y el trabajo individual de los maestros. Una vez elaborados los materiales
correspondientes, a partir del mes de agosto, y en forma escalonada, se impartirán
cursos de carácter intensivo destinados tanto a maestros como a directores de es-
cuela y supervisores. En los cursos se utilizarán las guías, los libros y otros materia-
les correspondientes al Programa Emergente de Reformulación de Contenidos y
Materiales Educativos. Así, el objetivo general de estos cursos será transmitir un
conocimiento inicial, suficiente y sólido sobre la reformulación de contenidos y ma-
teriales para la educación básica. A partir de esta primera fase, se proseguirá la
actualización a través de actividades de concentración, pero, en especial, mediante
actividades en los propios planteles y zonas escolares.

El núcleo de la actualización emergente se ubicará en los consejos técnicos de
cada escuela e involucrará a los jefes de sector, los inspectores, los directores de
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las escuelas, los Consejos Técnicos Estatales de la Educación y los consejos técni-
cos de sector y de zona.

Los cursos en el seno de los consejos técnicos de cada escuela serán  complemen-
tados con cursos por televisión que familiaricen a directivos y maestros con los
programas emergentes. Para ello, se pondrá en operación un sistema de transmi-
sión por televisión, vía satélite, con una red de varios centenares de sedes locales,
equipadas para la recepción y grabación de video y radio. Los gobiernos de los
estados, con el apoyo económico y logístico federal, habilitarán un cierto número de
planteles con antenas parabólicas y aulas con monitores para la recepción de una
nueva señal de televisión de la Secretaría de Educación Pública.

Salario profesional. Desde el 1o. de diciembre de 1988 y hasta antes del pasado
Día del Maestro, los salarios del magisterio habían recibido importantes incremen-
tos que significaron para el maestro comenzar a recuperar su poder adquisitivo.
Aun tomando en consideración que el esfuerzo del pueblo y gobierno de México ha
sido enorme, es preciso admitir que lo obtenido es todavía insuficiente para remu-
nerar y motivar adecuadamente a los maestros. En consecuencia, el Gobierno Fe-
deral y los gobiernos estatales convienen en continuar esforzándose para mejorar
las percepciones del magisterio. El 15 de mayo pasado, como es habitual en esa
fecha, el Gobierno Federal acordó con el SNTE el otorgamiento de un aumento
adicional. Con ese importante incremento, se alcanza el intervalo de entre tres y
cuatro salarios mínimos, señalado por la propia organización gremial como salario
profesional. Con este nuevo esfuerzo -que hace que en la actual Administración se
haya acumulado un incremento muy sustancial- el salario de la plaza inicial, que es
el más bajo del escalafón docente y que en diciembre de 1988 equivalía a 1.5 sala-
rios mínimos, superará el equivalente a tres salarios mínimos, y la mayoría de los
maestros estará percibiendo un equivalente superior a 3.5 veces el salario mínimo
general del país.

Vivienda

De otra parte, a fin de complementar el salario profesional y contribuir a una mejora
importante en los niveles de vida de los maestros, se integrará un programa espe-
cial de fomento a la vivienda del magisterio en el que se aprovecharán los mecanis-
mos institucionales de apoyo a la construcción de vivienda y las nuevas oportunida-
des de financiamiento a que dará lugar el Sistema de Ahorro para el Retiro. Este
programa ofrecerá opciones de construcción y crédito, conjuntará los esfuerzos de
los diversos organismos de vivienda de la Federación y contará con la participación
de los gobiernos estatales y municipales, así como de la iniciativa privada.
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La carrera magisterial

A fin de dar un impulso decidido al arraigo y motivación del maestro, y respuesta a
la demanda del SNTE, el Gobierno Federal y los gobiernos estatales adoptarán una
medida de especial trascendencia: la creación de la carrera magisterial.
La carrera magisterial dará respuesta a dos necesidades de la actividad docente:
estimular la calidad de la educación y establecer un medio claro de mejoramiento
profesional, material y de la condición social del maestro. De esta forma, se acuer-
da el establecimiento de un mecanismo de promoción horizontal para el personal
docente frente a grupo que enseña en los ciclos de la educación básica. Su propó-
sito consiste en que esos maestros puedan acceder, dentro de la misma función, a
niveles salariales superiores con base en su preparación académica, la atención a
los cursos de actualización, su desempeño profesional, y su antigüedad en el servi-
cio y en los niveles de la propia carrera magisterial.

El nuevo aprecio social hacia el maestro

Un sistema educativo de calidad sólo se consolidará creando una nueva
institucionalidad que enaltezca el ejercicio y la vocación magisterial. A su vez, una
educación de calidad contribuye a valorar mejor la tarea del maestro. El Gobierno
Federal y los gobiernos estatales procurarán el reconocimiento nacional al maestro
mexicano, instituyendo honores, premios, distinciones y estímulos económicos a su
figura y su labor. El Gobierno Federal, los gobiernos de las entidades federativas,
las autoridades municipales y la sociedad en su conjunto seguirán realizando un
gran esfuerzo para garantizar que el maestro mexicano disponga de las condicio-
nes materiales que exige el eficaz desempeño de su actividad. El fortalecimiento
del federalismo educativo permitirá la adopción de mecanismos complementarios
para estimular y premiar al maestro.

Asistimos a un momento decisivo de nuestra historia en el que el cambio es el signo
del tiempo.

Los mexicanos hemos decidido modernizar nuestro país. La transformación educa-
tiva se inscribe en esa estrategia. Con ella daremos respuesta a las necesidades
del futuro con el ritmo que demanda el mundo contemporáneo, y aseguraremos una
modernización que fortalezca nuestra identidad nacional en el marco de una cre-
ciente prosperidad general.

Ciudad de México, D. F., a los 18 días del mes de mayo de 1992.- Testigo de honor.
El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Carlos Salinas de
Gortari.- Rúbrica.- Por el Ejecutivo Federal. El Secretario de Educación Pública,
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Ernesto Zedillo Ponce de León.- Rúbrica.- Por el Sindicato Nacional de Trabaja-
dores de la Educación. La Secretaria General del Comité Ejecutivo Nacional, Profra.
Elba Esther Gordillo Morales.- Rúbrica.- Por los Gobiernos de los Estados. El
Gobernador del Estado Libre y Soberano de Aguascalientes, Miguel Angel
Barberena Vega.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de Baja
California, Ernesto Ruffo Appel.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y So-
berano de Baja California Sur, Víctor Manuel Liceaga Ruibal.- Rúbrica.- El Gober-
nador del Estado Libre y Soberano de Campeche, Jorge Salomón Azar García.-
Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de Coahuila, Eliseo Mendoza
Berrueto.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de Colima, Car-
los de la Madrid Virgen.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de
Chiapas, J. Patrocinio González Garrido.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado
Libre y Soberano de Chihuahua, Fernando Baeza Meléndez.- Rúbrica.- El Gober-
nador del Estado Libre y Soberano de Durango, José Ramírez Gamero.- Rúbrica.-
El Gobernador del Estado Libre y Soberano de Guanajuato, Carlos Medina
Plascencia.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de Guerrero,
José Francisco Ruiz Massieu.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Sobe-
rano de Hidalgo, Adolfo Lugo Verduzco.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Li-
bre y Soberano de Jalisco, Carlos Rivera Aceves.- Rúbrica.- El Gobernador del
Estado Libre y Soberano de México, Ignacio Pichardo Pagaza.- Rúbrica.- El Go-
bernador del Estado Libre y Soberano de Michoacán, Genovevo Figueroa
Zamudio.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de Morelos, Anto-
nio Riva Palacio López.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de
Nayarit, Celso Humberto Delgado Ramírez.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado
Libre y Soberano de Nuevo León, Sócrates Rizzo García.- Rúbrica.- El Goberna-
dor del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, Heladio Ramírez López.- Rúbrica.- El
Gobernador del Estado Libre y Soberano de Puebla, Mariano Piña Olaya.- Rúbri-
ca.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de Querétaro, Erinque Burgos
García.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo,
Miguel Borge Martín.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de
San Luis Potosí, Gonzalo Martínez Corbalá.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado
Libre y Soberano de Sinaloa, Francisco Labastida Ochoa.- Rúbrica.- El Goberna-
dor del Estado Libre y Soberano de Sonora, Manlio F. Beltrones Rivera.- Rúbrica.-
El Gobernador del Estado Libre y Soberano de Tabasco, Manuel Gurría Ordoñez.-
Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de Tamaulipas, Américo
Villarreal Guerra.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala,
Samuel Quiroz de la Vega.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre y Soberano
de Veracruz, Dante Delgado Rannauro.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado Libre
y Soberano de Yucatán, Dulce María Sauri Riancho.- Rúbrica.- El Gobernador del
Estado Libre y Soberano de Zacatecas, Pedro de León Sánchez.- Rúbrica.
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Anexo II: Convenio
para la Modernización

de la Educación Básica

CONVENIO QUE DE CONFORMIDAD CON EL ACUERDO NACIONAL PARA LA
MODERNIZACIÓN DE LA EDUCACIÓN BÁSICA CELEBRAN, POR UNA PARTE,
EL EJECUTIVO FEDERAL Y, POR LA OTRA, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE
Y SOBERANO DE__________________________, CON LA COMPARECENCIA
DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJA-
DORES DEL ESTADO.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.-
Presidencia de la República.- Secretaría de Educación Pública.

CONVENIO QUE -DE CONFORMIDAD CON EL ACUERDO NACIONAL PARA LA
MODERNIZACIÓN DE LA EDUCACIÓN BÁSICA- CELEBRAN, POR UNA PARTE,
EL EJECUTIVO FEDERAL Y, POR LA OTRA, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE
Y SOBERANO________________________, CON LA COMPARECENCIA DEL
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADO-
RES DEL ESTADO.

El Ejecutivo Federal, los gobiernos de los Estados integrantes de la Federación y el
Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación suscriben, en esta misma fe-
cha, el Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica.

A fin de coordinar la función educativa del Ejecutivo Federal y del Gobierno del
Estado Libre y Soberano de ___________________, para dar cumplimiento a di-
cho Acuerdo, y con fundamento en Los artículos 3o., 26, 115, fracción III, y 116,
fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 4o.,
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5o., 7o., 10, 20, 21, 22, 24, 25, 29, 32 a 36, 49, 50, 57, 60 y 65 de la Ley Federal de
Educación; 6o., 8o., 11 y 12 de la Ley para la Coordinación de la Educación Supe-
rior; 22, 31, 37 y 38 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 17,
fracción III, 28, 37, 58, fracción IV, 74, fracción II, 79 y 81 de la Ley General de
Bienes Nacionales; 41 de la Ley Federal del Trabajo en relación con el 11 de la Ley
Federal de Los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B
del Artículo 123  Constitucional; 146 y 147 de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado; 25 de la Ley de Presupuesto,
Contabilidad y Gasto Público Federal; 79, fracciones XVI y XXVII de la Constitución
Política del Estado Libre y Soberano de ____________________; 27, fracciones II
y III de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado; 16, 19 y 53 de la Ley de
Educación para el Estado y, demás aplicables, las partes otorgan las siguientes

CLÁUSULAS

CAPÍTULO PRIMERO
DEL FEDERALISMO EDUCATIVO

PRIMERA.- El Ejecutivo Federal y el Gobierno del Estado Libre y Soberano de
________________________ convienen ejecutar, dentro de las atribuciones que a
cada una de las partes corresponden en términos de la Ley Federal de Educación y
demás disposiciones aplicables, el Acuerdo Nacional para la Modernización de la
Educación Básica, suscrito en esta misma fecha por el propio Ejecutivo Federal,
por los gobiernos de todos los Estados integrantes de la Federación y por el Sindi-
cato Nacional de Trabajadores de la Educación.

SEGUNDA.- El Ejecutivo Federal vigilará en toda la República el cumplimiento del
artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
de la Ley Federal de  Educación y sus disposiciones reglamentarias; asegurará el
carácter nacional de la educación; promoverá y programará la extensión y las mo-
dalidades del sistema educativo nacional; formulará para toda la República los pla-
nes y programas para la educación primaria, secundaria y normal, así como para la
especial prevista en este convenio, autorizará el uso de material educativo para los
niveles de educación citados; elaborará y mantendrá actualizados los libros de texto
gratuitos para la educación primaria; concurrirá a la promoción, organización y sos-
tenimiento de los servicios de educación básica preescolar, primaria y secundaria- y
normal; propiciará el desarrollo educativo armónico entre las entidades federativas,
concertará con éstas las acciones necesarias para reducir y superar disparidades y
dará atención prioritaria a aquéllas regiones con importantes rezagos educativos;
aplicará procedimientos de evaluación del sistema educativo nacional y, en general,
ejercerá las demás atribuciones que le confieren los ordenamientos aplicables.
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Por su parte, el Gobierno Estatal se compromete a mejorar la calidad en la presta-
ción de los servicios educativos, elevar su cobertura y fortalecer el sistema educa-
tivo estatal a su cargo, en el ámbito de su competencia y conforme a la normativi-
dad y criterios generales que, en ejercicio de sus atribuciones, expida el Ejecutivo
Federal.

Asimismo, el Gobierno Estatal promoverá las medidas necesarias para que sea
responsabilidad directa de cada Municipio dar mantenimiento y proveer de equipo
básico a las escuelas públicas ubicadas en el territorio de su jurisdicción, con los
recursos que al efecto le transfiera el propio Gobierno Federal.

CAPÍTULO SEGUNDO
DE LA REORGANIZACIÓN DEL SISTEMA ESTATAL

Sección Primera
De los Planteles Educativos

TERCERA.- El Gobierno Estatal, por conducto de su dependencia o entidad com-
petente, asume la dirección de los planteles públicos ubicados en su territorio en los
que se prestan, en todas sus modalidades, los servicios de educación básica bási-
ca preescolar primaria y secundaria-; educación normal y demás relativa para la
formación de maestros; así como educación especial - inicial, indígena, física y las
"misiones culturales"-.

En consecuencia, al entrar en vigor el presente convenio el Ejecutivo Federal tras-
pasa y el Gobierno Estatal recibe los establecimientos con todos los elementos de
carácter técnico y administrativo, derechos y obligaciones, bienes muebles e
inmuebles- por medio de los cuales la Secretaría de Educación Pública viene pres-
tando en la Entidad, a la fecha de firma del presente convenio, los servicios educa-
tivos mencionados en el párrafo anterior.

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Educación Pública, continuará
encargado de la dirección de las escuelas a que se refiere la fracción XII del aparta-
do A) del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El Ejecutivo Federal también continuará siendo responsable de los adeudos que al
entrar en vigor el presente convenio se encuentran vencidos y pendientes de cum-
plir, referidos a los establecimientos traspasados, incluyendo los juicios laborales
pendientes de resolución definitiva.
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La Secretaría de Educación Pública del Ejecutivo Federal conservará las oficinas
necesarias dentro de alguno de los inmuebles que se traspasan, para mantener la
representación indispensable de la propia Dependencia en la Entidad Federativa.

CUARTA.- La Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología proveerá lo conducente
en términos de la Ley General de Bienes Nacionales, para el traspaso en propiedad
o en destino de los inmuebles del Gobierno Federal afectos a los planteles transferi-
dos. Mientras tanto, dispondrá lo necesario para que dichos inmuebles continúen
utilizándose en los mismos servicios educativos, ahora a cargo del Gobierno Estatal.

Por su parte, la Secretaría de Educación Pública realizará los trámites que se re-
quieran en términos de la citada Ley, relativos al traspaso de los bienes muebles,
mobiliario y equipo afectos a los planteles traspasados.

Sección Segunda
De los Derechos de los Trabajadores que se Incorporan al Sistema Estatal

QUINTA.- Al entrar en vigor el presente convenio, el Gobierno Estatal, por conducto
de su dependencia o entidad competente, sustituye al titular de la Secretaría de
Educación Pública del Ejecutivo Federal en las relaciones jurídicas existentes con
los trabajadores adscritos a los planteles y demás unidades administrativas que en
virtud del presente convenio se incorporan al sistema educativo estatal.

El Gobierno Estatal, por conducto de su dependencia o entidad competente, reco-
noce y proveerá lo necesario para respetar íntegramente todos los derechos labo-
rales, incluyendo los de organización colectiva, de los trabajadores antes mencio-
nados.

El Gobierno Estatal garantiza que los citados derechos serán plenamente respeta-
dos. Por su parte, el Ejecutivo Federal queda obligado con la responsabilidad soli-
daria a que se refiere el artículo 41 de la Ley Federal del Trabajo, de aplicación
supletoria en términos del artículo 11 de la Ley Federal de Los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional.

SEXTA.- El Gobierno Estatal se obliga a realizar, por conducto de sus dependen-
cias y entidades competentes, las acciones necesarias para que los trabajadores
que prestan sus servicios en los planteles y demás unidades administrativas que se
incorporan al sistema educativo estatal, mantengan sin interrupción alguna las pres-
taciones de seguridad social que otorga el Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado, incluyendo los beneficios del fondo de vivienda
del propio  Instituto.
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SÉPTIMA.- El Gobierno Estatal se compromete a participar, por conducto de su
dependencia o entidad competente, en la Comisión Nacional Mixta de Cambios
Interestatales que, con objeto de apoyar la movilidad interestatal del magisterio,
organizarán la Secretaría de Educación Pública del Ejecutivo Federal y el Comité
Ejecutivo Nacional del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación.

Sección Tercera
De la Nueva Participación Social

OCTAVA.- En ejercicio de sus atribuciones, el Gobierno Estatal tomará las medidas
necesarias para que en cada escuela pública opere un consejo escolar, en el que
participen maestros, directivos de la escuela, padres de familia, un representante
que designe el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación, así como otros
miembros de la comunidad interesados en el desarrollo de la propia escuela.

El consejo escolar tendrá por funciones conocer la metas educativas y el avance de
las actividades escolares; propiciar la colaboración de maestros y padres de fami-
lia; proponer estímulos y reconocimientos de carácter social y no laboral a los maes-
tros, directivos y empleados, así como a los alumnos; realizar convocatorias para
trabajos específicos de mejoramiento de las instalaciones escolares; respaldar las
labores cotidianas de la escuela; y en general cualquier otra acción en beneficio de
la propia escuela.

Las funciones del consejo escolar de ningún modo implicarán la intervención en
asuntos laborales, técnicos o administrativos propios de los maestros o de las auto-
ridades competentes.

NOVENA.- El Gobierno Estatal también hará lo conducente para que en cada muni-
cipio opere un Consejo Municipal de Educación, presidido por el Presidente Munici-
pal y en el que participen maestros distinguidos, directores de escuela, padres de
familia, un representante designado por el Sindicato Nacional de Trabajadores de la
Educación entre los maestros desempeñando funciones frente a grupo o directivas
en las escuelas del Municipio, así como representantes de organizaciones sociales
y demás interesados en el mejoramiento de la educación.

Estos consejos gestionarán ante el Ayuntamiento local y ante las autoridades esta-
tales el mejoramiento de los servicios educativos en sus respectivas jurisdicciones,
así como la construcción, ampliación o cambio de escuelas públicas y demás pro-
yectos de desarrollo educativo en el Municipio; llevarán a cabo labores de segui-
miento en las escuelas públicas del propio Municipio; elaborarán sugerencias de
contenidos locales para planes y programas de estudio, a ser presentadas a la
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Secretaría de Educación Pública del Ejecutivo Federal por conducto del Consejo
Estatal Técnico de la Educación; propondrán estímulo y reconocimientos de carác-
ter social y no laboral a maestros, directivos y empleados, así como a alumnos;
procurará la obtención de recursos complementarios para el mantenimiento físico y
para proveer de equipo básico a cada escuela; y en general se encargarán de todas
aquellas actividades para apoyar y fortalecer la educación, que no correspondan a
otros niveles de gobierno.

Las funciones de los Consejos Municipales de Educación de ningún modo implica-
rán la intervención en asuntos laborales, técnicos o administrativos propios de los
maestros o de las autoridades competentes.

DÉCIMA.- Las partes impulsarán el funcionamiento en la Entidad del Consejo Esta-
tal Técnico de la Educación, como órgano de consulta, orientación y apoyo en ma-
teria educativa. En este órgano se asegurará la participación de autoridades educa-
tivas, maestros, representantes del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Edu-
cación y de sectores estatales especialmente interesados en la educación. Tendrá
como propósito hacer  propuestas sobre las disposiciones y demás aspectos que
afecten al sistema educativo en la Entidad.

Sección Cuarta
De la Supervisión

DÉCIMA PRIMERA.- El Gobierno Estatal se compromete a perfeccionar los proce-
dimientos de control, verificación y seguimiento, que permitan conocer con objetivi-
dad, precisión y regularidad el desarrollo del sistema educativo estatal.

Al efecto, establecerá mecanismos que permitan formar, capacitar y mantener ac-
tualizados a los directivos, supervisores e inspectores; les proveerá de recursos
materiales necesarios para el desempeño adecuado de sus funciones; revisará los
trámites y procedimientos para suprimir los que resulten redundantes; establecerá
cargas de trabajo realistas; tomará las medidas necesarias para que los directivos,
supervisores e inspectores citados sean seleccionados cuidadosamente, con ape-
go a perfiles adecuados a la importancia de su tarea, y que laboren en condiciones
propias a la naturaleza de sus funciones y permitan un desempeño acorde con sus
responsabilidades; y seguirá los lineamientos que en materia de supervisión e ins-
pección la autoridad educativa federal señale.

Dentro de las transferencias que el Ejecutivo Federal realice al Gobierno Estatal
conforme al capítulo V siguiente, se incluirán recursos para los fines previstos en
esta cláusula.
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CAPÍTULO TERCERO
DE LOS CONTENIDOS, MATERIALES EDUCATIVOS Y VALIDEZ

OFICIAL DE ESTUDIOS

DÉCIMA SEGUNDA.- El Ejecutivo Federal se obliga a llevar a cabo una reformulación
integral de contenidos de los planes y programas de estudio, libros de texto gratui-
tos y, en general, materiales educativos correspondientes a los niveles de educa-
ción preescolar, primaria, secundaria y normal, en todas sus modalidades.

Esta reformulación se efectuará en un plazo que permita que los contenidos, libros
y demás materiales ya revisados comiencen a utilizarse a partir del ciclo escolar
1993-1994. Con posterioridad, el Ejecutivo Federal realizará evaluaciones sistemá-
ticas y permanentes de los citados contenidos, libros y material educativo.

Dentro de la reformulación integral a que se refiere el párrafo anterior, el Ejecutivo
Federal llevará a cabo un programa emergente para que en el próximo ciclo escolar
1992-1993 entren en vigor los contenidos y materiales educativos, ya revisados, en
las asignaturas básicas de lectura y escritura, matemáticas, civismo, historia y cien-
cias naturales, correspondientes a los niveles educativos antes citados.

El Gobierno Estatal se compromete a apoyar ampliamente la aplicación de la
reformulación integral y del programa emergente previstos en esta cláusula.

DÉCIMA TERCERA.- El Gobierno Estatal se encargará de proponer para conside-
ración y, en su caso, autorización de la autoridad educativa federal contenidos re-
gionales que, sin mengua del carácter nacional de los planes y programas de estu-
dio aseguren que los educandos adquieran un mejor conocimiento de la historia, la
geografía, la diversidad ecológica, las costumbres, las tradiciones y demás aspec-
tos propios de los municipios y de la Entidad.

DÉCIMA CUARTA.- El Gobierno Estatal se obliga a realizar una distribución oportu-
na, completa, amplia y eficiente de los libros de texto gratuitos y materiales educa-
tivos complementarios que el Ejecutivo Federal le proporcione para hacer llegar a
los maestros y escuelas de la Entidad.

DÉCIMA QUINTA.- El Gobierno Estatal hará esfuerzos por evitar interrupciones en
cada ciclo escolar y se compromete, dentro de la concertación, a hacer lo necesario
para aumentar los días y horas efectivos de clase en las escuelas de la Entidad.

Como primer paso, a partir del próximo ciclo escolar se procurará un incremento
equivalente por lo menos al diez por ciento en los días escolares efectivos, lo que
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puede lograrse cumpliendo con todos los días de clase previstos en el calendario
escolar federal.

DÉCIMA SEXTA.- El Gobierno Estatal prestará todas las facilidades y colaboración
a las funciones de evaluación del sistema educativo estatal, que lleve a cabo el
Ejecutivo Federal para el adecuado ejercicio de sus atribuciones.

Para ello, proporcionará oportunamente a la Secretaría de Educación Pública del
Ejecutivo Federal toda la información que ésta le requiera y tomará las medidas que
permitan la  colaboración efectiva de los demás órdenes de gobierno; aplicará los
procedimientos de evaluación de alumnos que la propia Secretaría establezca; faci-
litará que esta Dependencia recabe directamente en las escuelas la información
que requiera y propiciará la participación efectiva de los maestros, padres de familia
y de la sociedad en general; y seguirá los demás lineamientos que en materia de
evaluación la citada Secretaría señale.

DÉCIMA SÉPTIMA.- Las autorizaciones y reconocimientos de validez oficial conce-
didos a la fecha de entrar en vigor el presente convenio por la autoridad educativa
federal, se considerarán otorgados por el Gobierno Estatal.

De esta manera, las escuelas y establecimientos particulares que prestan en la
Entidad servicios educativos de los mencionados en la cláusula tercera anterior,
con autorización o reconocimiento de validez oficial, quedan incorporados en los
términos y condiciones vigentes, al sistema educativo estatal.

A partir del ciclo escolar 1992-1993, la autoridad estatal otorgará las autorizaciones
y reconocimientos de validez oficial respectivos, conforme con la normatividad que
señale el Ejecutivo Federal.

DÉCIMA OCTAVA.- El Gobierno Estatal tomará las medidas necesarias para que la
certificación de conocimientos, revalidación de estudios y declaración de estudios
equivalentes, se lleven a cabo de manera que se eliminen y faciliten trámites, se
acorten tiempos para su realización y se eviten desplazamientos de alumnos y pa-
dres de familia.

La certificación de conocimientos, revalidación de estudios y declaración de estu-
dios equivalentes se llevarán a cabo conforme a la normatividad, criterios generales
y equivalencias que señale el Ejecutivo Federal y, en términos de las disposiciones
legales aplicables, tendrán validez en toda la República.
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CAPÍTULO CUARTO
DE LA REVALORACIÓN DEL MAGISTERIO

DÉCIMA NOVENA.- Para propiciar la revaloración social de la función magisterial,
las partes coordinarán esfuerzos en cuatro aspectos principales: en la formación de
maestros, en la actualización de docentes, en el establecimiento de la carrera
magisterial, así como en el reconocimiento y aprecio social por el trabajo de los
maestros.

VIGÉSIMA.- En términos de la cláusula tercera anterior, el  Gobierno Estatal asume
la dirección de planteles públicos  establecidos en su territorio, dedicados a la for-
mación magisterial. En consecuencia, se compromete a integrar un sistema que
articule esfuerzos y experiencias en el ámbito de formación, actualización y supera-
ción permanentes de maestros, así como en el de la investigación pedagógica.

Las actividades del sistema estatal se ajustarán a las disposiciones que, en ejerci-
cio de sus facultades normativas, el Ejecutivo Federal expida.

Este último se obliga a emitir, en plazo razonable y previa  consulta con el Magiste-
rio Nacional y su organización sindical, lineamientos para reformar la educación
normal, que comprendan la simplificación de requisitos y ajustes en la duración de
los estudios, la vinculación de universidades y centros tecnológicos con la forma-
ción de docentes, así como la revisión de los contenidos básicos en los planes y
programas respectivos.

VIGÉSIMA PRIMERA.- De acuerdo con las disposiciones del Ejecutivo Federal, el
Gobierno Estatal establecerá un sistema para la actualización permanente de maes-
tros, con objeto de que éstos se encuentren mejor capacitados para la realización
de sus funciones y que permita su adaptación a las necesidades cambiantes de la
educación en el país.

En un esfuerzo inicial por actualizar al magisterio, las partes convienen en estable-
cer un programa emergente estrechamente relacionado con el de revisión emer-
gente de contenidos mencionados en la cláusula décima segunda anterior a cuyo
efecto el Ejecutivo Federal expedirá los lineamientos generales, producirá los mate-
riales correspondientes y otorgará el apoyo presupuestario y logístico necesario
para que dicho programa se realice.

VIGÉSIMA SEGUNDA.- En términos del Acuerdo Nacional para la Modernización
de la Educación Básica, y de conformidad con los lineamientos que señale el Ejecu-
tivo Federal previo convenio con el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Edu-
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cación, el Gobierno Estatal establecerá un sistema de carrera magisterial que per-
mita a los maestros dentro de su propia función docente y continuando sus activida-
des frente a grupo tener acceso a una mejor remuneración económica y mayor
reconocimiento social.

VIGÉSIMA TERCERA.- Las partes se comprometen a establecer premios, distin-
ciones y, en general, realizar acciones que propicien un mayor reconocimiento y
aprecio social por la labor desempeñada por el magisterio.

CAPÍTULO QUINTO
DEL RÉGIMEN FINANCIERO

VIGÉSIMA CUARTA.- El Ejecutivo Federal se compromete a transferir recursos para
que el Gobierno Estatal se encuentre en condiciones de encargarse de la dirección
de los planteles que recibe, cumplir compromisos que adquiere por el presente
convenio, así como elevar la calidad y cobertura del servicio de educación a su
cargo.

Las transferencias quedan condicionadas a la disponibilidad de recursos conforme
al Presupuesto de Egresos de la Federación aprobado para cada ejercicio, y se
realizarán de acuerdo con las fechas y calendarios que las partes convengan.

Por su parte, el Gobierno Estatal se compromete a proponer en la iniciativa del
Presupuesto de Egresos de cada ejercicio, un gasto que considere conforme con la
situación de las finanzas públicas del Estado recursos estatales para la educación
básica y normal, por montos reales crecientes adicionales a los que reciba del Eje-
cutivo Federal.

VIGÉSIMA QUINTA.- Por el periodo comprendido de la entrada en vigor del presen-
te convenio al fin del ejercicio de 1992, se transferirán recursos por la cantidad
equivalente al presupuesto pendiente de ejercer, autorizado para la operación y
funcionamiento de los planteles traspasados; para los  compromisos y programas
mencionados en las cláusulas décima primera, vigésima primera y vigésima segun-
da; así como para reducir gradualmente diferencias que, en su caso, se presenten
en el salario integrado de los trabajadores que se incorporan y el de los que ya
forman parte del sistema educativo estatal.

VIGÉSIMA SEXTA.- El Ejecutivo Federal propondrá en la iniciativa del Presupuesto
de Egresos de la Federación para cada ejercicio, a partir del correspondiente a
1993, un gasto federal  global en educación que considere efectuar transferencias
al Gobierno Estatal que aseguren la prestación de los servicios educativos transfe-
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ridos en las condiciones de operación a la fecha de entrada en vigor del presente
convenio; que permitan reducir gradualmente diferencias que, en su caso, se pre-
senten en el salario integrado de los trabajadores del sistema educativo estatal; y
que, en la medida de lo posible, impliquen mayores recursos para elevar la calidad
del servicio educativo estatal y financiar su crecimiento.

VIGÉSIMA SÉPTIMA.- El Gobierno Estatal destinará todos los recursos que reciba
por virtud del presente convenio a cubrir, en primer término, gastos por los servicios
que se presten en los planteles traspasados y, una vez cubiertos éstos, a los com-
promisos y programas a su cargo conforme al propio convenio.

Será responsabilidad exclusiva del Gobierno Estatal cubrir todos los gastos de edu-
cación, en los tipos y modalidades mencionados en la cláusula tercera, del sistema
educativo estatal.

El Gobierno Estatal prestará todas las facilidades y colaboración para que, en su
caso, el Ejecutivo Federal verifique la correcta aplicación de los recursos transferidos.

En el evento de que los recursos transferidos se utilicen en fines distintos a los
pactados, se aplicarán las disposiciones previstas en la legislación vigente, relati-
vas a las responsabilidades administrativas, civiles y penales que procedan.

VIGÉSIMA OCTAVA.- El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Edu-
cación Pública, otorgará al Gobierno Estatal el apoyo administrativo necesario para
que este último cubra, con la debida oportunidad, los pagos por salarios y demás
prestaciones económicas, y realice las retenciones de seguridad social, relativos a
los trabajadores adscritos a los planteles y unidades administrativas que por el pre-
sente convenio se incorporan al sistema estatal.

El apoyo citado se otorgará por un plazo de seis meses contados a partir de la
entrada en vigor del presente convenio sin perjuicio de que de requerirlo el Gobier-
no Estatal, o bien, de solicitarlo el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educa-
ción por causas justificadas se prorrogue por el tiempo que las partes de común
acuerdo consideren suficiente.

Durante el plazo citado, el Ejecutivo Federal revisará y, en su caso, reconocerá las
plazas de base pendientes de otorgar a que tengan derecho trabajadores adscritos
a los planteles y servicios traspasados, conforme a los lineamientos ya acordados
con el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación. El Gobierno Estatal
reconocerá las plazas de base así otorgadas.
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Al concluir el apoyo, el Ejecutivo Federal traspasará y el Gobierno Estatal recibirá
todos los bienes muebles e inmuebles utilizados por la Secretaría de Educación
Pública para tales efectos. Asimismo, el Gobierno Estatal, por conducto de su de-
pendencia o entidad competente, sustituirá al titular de la Secretaría de Educación
Pública en las relaciones jurídicas existentes con los trabajadores adscritos a las
unidades administrativas a través de las cuales se otorgó el apoyo. Los traspasos y
sustitución laboral citados se llevarán a cabo en los términos y condiciones pacta-
dos en las cláusulas tercera a séptima anteriores.

CAPÍTULO SEXTO
ESTIPULACIONES GENERALES

VIGÉSIMA NOVENA.- El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Edu-
cación Pública, proporcionará al Gobierno Estatal la asesoría técnica administrativa
y de cualquier otra naturaleza que éste requiera para el mejoramiento del sistema
educativo estatal a su cargo.

TRIGÉSIMA.- El Gobierno Estatal proporcionará al Ejecutivo Federal, de manera
confiable y oportuna, toda la información relevante relativa a la ejecución del pre-
sente instrumento, y se compromete a establecer  de común acuerdo con el Ejecu-
tivo Federal todos los mecanismos que se requieran para tales efectos.

Dicha información incluirá, entre otros elementos, la relativa a los recursos federa-
les y estatales destinados a la educación básica y normal en el Estado; la
programática presupuestal necesaria para integrar la Cuenta de la Hacienda Públi-
ca Federal correspondiente a cada ejercicio; la referente a la planeación, programa-
ción y estadísticas educativas en el Estado y, en general, la necesaria para integrar
el sistema nacional de información educativa.

TRIGÉSIMA PRIMERA.- El Gobierno Estatal conviene en promover y adoptar las
medidas de carácter jurídico, administrativo y técnico que, en su caso, se requieran
para el debido cumplimiento de lo previsto en este convenio.

TRIGÉSIMA SEGUNDA.- Los anexos técnicos y demás acuerdos que suscriban las
partes para dar cumplimiento a las obligaciones contraídas en este convenio, se
agregarán para formar parte del presente instrumento.

TRIGÉSIMA TERCERA.- Con objeto de que no se afecte la continuidad de los ser-
vicios educativos que se prestan en los planteles traspasados, el Gobierno Estatal
conviene en mantener vigentes, hasta la conclusión del ciclo escolar en vigor, los
lineamientos y procedimientos de carácter técnico y educativo que vienen rigiendo
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su operación, salvo los que expresamente sean modificados por la autoridad edu-
cativa federal.

TRIGÉSIMA CUARTA.- Las partes convienen en llevar a cabo las reuniones de
trabajo necesarias para resolver de común acuerdo cuestiones financieras, admi-
nistrativas, jurídicas y de otra índole que, en su caso, lleguen a presentarse y no
estén expresamente resueltas en este documento, con propósito de alcanzar ca-
balmente los objetivos del presente convenio.

TRIGÉSIMA QUINTA.- Este convenio surtirá efectos el día siguiente al de la fecha
de su firma, y será publicado en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano
informativo oficial del Estado. Queda sin efecto el Acuerdo de Coordinación que
celebraron las partes para la prestación de los servicios federales y estatales de
educación básica y normal.

Se firma en la Ciudad de México, a los 18 días del mes de mayo de 1992.- El
Secretario de Hacienda y Crédito Público, Pedro Aspe.- Rúbrica.- El Gobernador
del Estado Libre y Soberano de________________________,
___________________________.- Rúbrica.- El Secretario de Desarrollo Urbano y
Ecología, Luis Donaldo Colosio Murrieta.- Rúbrica.- El Secretario de Educación
Pública, Ernesto Zedillo Ponce de León.- Rúbrica.- El Director General del Instituto
de Seguridad y Servicios sociales de los Trabajadores del Estado, Emilio Lozoya
Thalmann.- Rúbrica.
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Anexo IV: Acuerdo Nacional
para la Descentralización
de los Servicios de Salud

Fecha de Publicación: 25 de septiembre de 1996

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.-
Secretaría de Salud.

ACUERDO NACIONAL PARA LA DESCENTRALIZACIÓN DE LOS SERVICIOS DE
SALUD

I. INTRODUCCIÓN

El proyecto de nación al que aspira el pueblo de México está claramente definido en
sus principios constitucionales, entre los que destaca el Federalismo como expre-
sión política esencial. El Federalismo encuentra sus raíces en la historia del país.
Se advierte en la lucha de independencia y en la defensa de su soberanía. Es a su
vez el origen de la unidad que representa la diversidad cultural de la nación y permi-
te la integración armónica de todas las regiones. El México de hoy, complejo, diver-
so, y de promisorio futuro, requiere de un Federalismo renovado en su organización
política que fortalezca su capacidad democrática y propicie un país más equilibrado
y más justo.

Por otra parte, la salud es un elemento imprescindible del bienestar. Es el sustento
para el pleno desarrollo de las capacidades para el trabajo, la educación y la cultu-
ra, por ello no se le puede concebir sólo como un valor biológico. Es también un
bien social. Entendida de esta manera, la salud constituye un derecho esencial de
todos. El nivel de salud poblacional es, sin duda, el más importante de los indicado-
res que dan cuenta del desarrollo social. Las medidas para elevarlo representan el
componente más elemental de la justicia social. El derecho a la protección de la
salud, previsto en el artículo 4o. Constitucional, determina principios de equidad y
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justicia que, con vocación humanista, asume el Estado Mexicano en todos sus ór-
denes de gobierno. Así lo identifica el Gobierno de la República y por ello convoca
a un acuerdo nacional sobre la responsabilidad pública en la materia.

Este documento contiene, ya formalizado, el Acuerdo Nacional que permitirá la des-
centralización de los servicios de salud y lo suscriben: El Gobierno Federal, los
gobiernos de cada una de las entidades federativas de la República Mexicana y el
Sindicato Nacional de Trabajadores de la Secretaría de Salud. Los suscriptores de
este Acuerdo Nacional reconocen los innegables avances logrados en la salud de
los mexicanos que el Sistema Nacional de Salud ha alcanzado, pero les está claro
también, la poca probabilidad que se tiene, bajo la forma actual de organización, de
superar los rezagos acumulados y hacer frente a los nuevos retos, por lo que resul-
ta indispensable la redefinición estructural del sistema.

El Gobierno Federal concurre al Acuerdo Nacional con los compromisos que en
materia de salud se determinaron en el Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000 y en
el Programa de Reforma del propio sector. Los compromisos se atenderán princi-
palmente por el desarrollo de cuatro estrategias:

1. La descentralización a las entidades federativas de los servicios de salud para
la población no asegurada.

2. La configuración de sistemas estatales.
3. La ampliación de la cobertura a través de un paquete básico de servicios, y
4. El mejoramiento de la calidad y eficiencia de las instituciones nacionales me-

diante una mejor coordinación sectorial.
Los trabajadores de la Secretaría de Salud se suman a este Acuerdo Nacional
por convicción y vocación social.

II. ANTECEDENTES

La historia de la salud pública en el país y la conformación de éste como nación, se
han entrelazado porque una ha sido siempre el propósito de la otra. El México inde-
pendiente, en su origen, se caracterizó por la lucha de ideologías entre liberales y
conservadores, federalistas y centralistas, que posteriormente se concretó en he-
chos por parte del Estado en beneficio de la población, de los cuales la política
asistencial en salud es, sin duda, una de sus expresiones más vivas.

Al amparo de la filosofía liberal de gobierno, se alcanzaron importantes logros en la
materia, entre otros, se suprimieron las contribuciones de hospital y, con ello, se
estableció la obligación para que en todos los hospitales del país se admitiera a los
indígenas enfermos como a cualquier otra persona. Asimismo, se eliminó el antiguo
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Tribunal del Protomedicato, lo que permitió que se desarrollara la Academia de
Medicina Práctica de México, se expidiera el bando sobre Salubridad e Higiene
Pública y se creara la Facultad Médica de la Ciudad de México. Estos hechos repre-
sentan la esencia del modelo de atención a la salud, cuyos principios se plasmaron
en el primer Código Sanitario de México.

Por otra parte, el siglo XX abrió amplias posibilidades para una definición moderna
de la política asistencial en el campo de la salud. A partir de los años cuarenta se
inicia una nueva etapa en la vida económica del país, caracterizada por el acelera-
do proceso de industrialización y urbanización. Con esto se transforma el México
preponderantemente rural en un país más urbano, con importantes polos de desa-
rrollo económico y con asentamientos humanos de los más importantes en el mun-
do. Sin embargo, persisten zonas de alta marginación y severos rezagos en
satisfactores básicos y comunidades dispersas alejadas de las ciudades y con gran-
des necesidades sociales.

Este México contrastante presenta en el campo de la salud un perfil singular que
marca su transición epidemiológica, donde coexisten enfermedades vinculadas al
desarrollo industrial y tecnológico con aquéllas que caracterizan a la pobreza. Al
tiempo que han disminuido las enfermedades y muertes de origen infeccioso, han
aumentado los padecimientos crónico degenerativos. Las diarreas y las enferme-
dades respiratorias se han reducido a sólo algunas zonas del país, mientras que en
las ciudades prevalecen las enfermedades cardiovasculares, los tumores malig-
nos, los accidentes, las muertes por homicidio y la diabetes.

En los últimos veinte años, el crecimiento de la población ha pasado de una tasa global de
3.2% anual a una de 1.8%; pero su composición y distribución plantean serias contradic-
ciones. Del mismo modo, se ha incrementado de manera importante la esperanza de
vida de la población, se han reducido las tasas de mortalidad infantil y las de fecundidad.

Estos cambios se explican básicamente por la mejoría en las condiciones de la vivien-
da, la alimentación, el acceso a los servicios de salud de grandes sectores de la pobla-
ción y los avances en la tecnología médica, los cuales han permitido disminuir la letalidad
de muchas enfermedades infecciosas, generando con ello desafíos adicionales ligados
a problemas de salud más costosos, de larga evolución y difícil prevención.

La permanencia de enfermedades propias de sociedades rurales poco desarrolla-
das, se explica por la desigual distribución de los recursos en la sociedad. Existen
amplios sectores de la población, alrededor de 10 millones de personas, que en-
frentan problemas graves de vivienda y hacinamiento, carencias alimentarias, falta
de servicios básicos y acceso limitado a los servicios de salud. Esto hace que en los
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estados menos desarrollados todavía se encuentren enfermedades ya resueltas en
las regiones de mayor desarrollo, lo que contribuye a la formación de un círculo
vicioso de marginación, pobreza y enfermedad.

Por todo ello, es necesario revisar las condiciones actuales en las que se proporcio-
nan los servicios de salud, con independencia del carácter público o privado del
prestador, o la condición socioeconómica del usuario. La política asistencial en esta
materia logra su consolidación en un Sistema Nacional de Salud que comprende a
la Secretaría de Salud, que representa una de las principales instituciones promotoras
de la justicia social en el país, a las instituciones dedicadas a la seguridad social,
así como al campo de la medicina privada.

La conformación del actual Sistema Nacional de Salud ha implicado una enorme
concentración de esfuerzos, cuyo efecto negativo se ha traducido en la centraliza-
ción de decisiones y recursos; sin embargo, no podría afirmarse que todos los pro-
blemas en materia de salud se deban a ésta. También obedecen a la evolución
histórica del país, a su conformación poblacional y, en última instancia, al carácter
asimétrico del propio desarrollo social.

La adición Constitucional al artículo 4o. en el año de 1983, fue concebida como
reclamo legítimo de la sociedad mexicana de aspirar a mejores niveles de vida y
como responsabilidad histórica de los tres órdenes de Gobierno. A la par de esta
adición, se reformó la legislación sanitaria, con lo cual se iniciaron los primeros
esfuerzos por descentralizar los servicios de salud para la atención de la población
abierta. En esa fase inicial, catorce estados de la Federación suscribieron conve-
nios para hacerse cargo de la prestación de los servicios médicos; sin embargo, el
proceso quedó incompleto aunque constituyó un ejercicio importante de
reordenamiento del sistema en su conjunto.

Si bien el sistema de salud ha tenido avances importantes, aún no puede conside-
rarse que está plenamente desarrollado, dado que debe transformarse para aten-
der los problemas de salud que hoy enfrenta el país y sentar las bases para una
estructura preventiva y de atención que resuelva eficazmente las necesidades del
futuro. Esta realidad obliga a perfilar una nueva forma de organización del sistema
de salud, a fin de fortalecer su capacidad y ampliar su cobertura para proporcionar
más y mejores servicios a los mexicanos.

III. LA DESCENTRALIZACIÓN

El grado actual de desarrollo del país y la complejidad para la ejecución de decisio-
nes tomadas desde el orden federal en responsabilidades que de origen correspon-
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den al orden local, entre otros factores, plantean la necesidad de descentralizar
responsabilidades, recursos y decisiones con las que se cumple un doble propósi-
to: el político, al fortalecer el federalismo y reintegrar a la esfera local las facultades
que les eran propias al suscribir el pacto federal; y el social, al acercar a la pobla-
ción servicios fundamentales, que al ser prestados por los estados aseguran a los
usuarios mayor eficiencia y oportunidad.

Los objetivos señalados se vinculan con los siguientes principios:

1. Los estados de la Federación asumirán cabalmente las responsabilidades que
la Ley General de Salud les ha asignado.

2. Los estados de la Federación manejarán y operarán directamente los servi-
cios de salud, en el ámbito de su competencia.

3. Los estados de la Federación manejarán, y operarán directamente los recur-
sos financieros con la posibilidad de distribuirlos de forma acorde con las ne-
cesidades de los servicios y con las prioridades locales.

4. Los estados de la Federación participarán efectivamente en el diseño e instru-
mentación de la Política Nacional de Salud.

5. El fortalecimiento del Sistema Nacional de Salud se dará a partir de la conso-
lidación de los sistemas estatales.

6. La integración al ámbito estatal de las estructuras administrativas que actual-
mente operan los servicios federales de salud.

7. El desahogo de las cargas de trabajo administrativo para la Secretaría de
Salud, permitirá hacer eficaz su reorientación como instancia normativa y ope-
rativa en aquellas materias que son de ejercicio exclusivo de la Federación.

8. El acercamiento de la autoridad local a la población demandante de servicios
de salud, revitalizará la relación entre éstas y permitirá ejecutar con eficacia
las funciones del Municipio en actividades sanitarias de conformidad con lo
que la misma ley ordena y

9. En el marco del pleno respeto a los derechos laborales, se podrán desarrollar
fórmulas innovadoras que permitan llevar hasta el límite regional los apoyos efec-
tivos en beneficio de los trabajadores de la salud.
La descentralización de los servicios no implicará en medida alguna la desapari-
ción de objetivos y estrategias nacionales en materia de salud, pero sí una nueva
forma de relación entre las autoridades federales, entidades federativas y munici-
pios, para el establecimiento de las metas y la consecución de los objetivos.

El Consejo Nacional de Salud

Insertas en lo mejor de la herencia federal, en los últimos 50 años, las instituciones
de salud han enfrentado y superado graves problemas sanitarios con espíritu y
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vocación humanista. Con ese espíritu y esa vocación se estableció la integración y
objetivos del Consejo Nacional de Salud el 27 de enero de 1995. El Consejo Nacio-
nal de Salud funciona como instancia permanente de coordinación y concertación
entre las autoridades centrales de la Secretaría y las autoridades de las 31 entida-
des federativas, para el desarrollo del proceso de descentralización.

Las funciones del Consejo son:

• Proponer lineamientos para la coordinación de acciones de atención en mate-
ria de salubridad general;

• Unificar criterios para el correcto cumplimiento de los programas de salud pública;
• Opinar sobre la congruencia de las acciones a realizar para la integración y

funcionamiento de los sistemas estatales de salud;
• Apoyar la evaluación de los programas de salud en cada entidad;
• Fomentar la cooperación técnica y logística entre los servicios estatales de

salud en todo el país;
• Promover en las entidades los programas de salud; e,
• Inducir y promover la participación comunitaria y social para coadyuvar al pro-

ceso de descentralización y estudiar y proponer esquemas de financiamiento
complementario para la atención de la salud pública.
Estas medidas y principios permitirán que la descentralización de los servicios
de salud signifiquen la armonía y la congruencia de la política asistencial del
Gobierno de la República, donde el papel rector que la ley le asigna a la Se-
cretaría de Salud sea efectivo y permita afrontar con éxito, en un ejercicio de
Federalismo, los rezagos y retos que encara la medicina mexicana.

El Sindicato Nacional de Trabajadores de la Secretaría de Salud

En el marco de absoluto respeto a los derechos laborales, el Sindicato Nacional de
Trabajadores de la Secretaría de Salud ha decidido contribuir a la consolidación de
los sistemas estatales de salud con su experiencia y vocación de servicio, a fin de
que los gobiernos estatales asuman las funciones que la ley les asigna y los com-
promisos que se derivan del Acuerdo Nacional. De esta manera, el Sindicato Nacio-
nal hace suyos, una vez más, los contenidos de la tesis federalista, para el fortale-
cimiento de las instituciones del país.

La relación laboral, en el contexto de un Federalismo renovado, se sustenta en el
respeto a la soberanía de las entidades federativas y en el respeto de la indepen-
dencia de la agrupación gremial. El Sindicato Nacional hace suyos, una vez más,
los contenidos de la tesis federalista. En tal virtud, formulará mecanismos innovadores
que impulsen y alienten mayores espacios de participación a nivel seccional.
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IV. LOS ÓRDENES DE GOBIERNO EN LA SALUD

La Ley General de Salud define con claridad las responsabilidades que a la Federa-
ción y a los estados corresponden en materia de salubridad general. En estricto
apego a ella, la Federación, por conducto de la Secretaría de Salud, reitera su
compromiso de:

1. Asegurar que la política nacional en la materia responda eficazmente a las
prioridades locales y nacionales para así fortalecer a los sistemas estatales y,
con ello, al Sistema Nacional, a través de la determinación de lineamientos
claros para el ejercicio de atribuciones.

2. Revisar la normatividad de las materias de salubridad general y proponer las
modificaciones legislativas y reglamentarias necesarias para la operación del
nuevo esquema de atención.

3. Evaluar la prestación de los servicios, con miras a corregir desviaciones, revi-
sar metas, reorientar acciones y mejorar el uso de los recursos.

4. Fortalecer el sistema integral de información para apoyar a los estados en lo
que éstos consideren.

5. Consolidar y operar el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica.
6. Impulsar la investigación y enseñanza con el propósito de formar cuadros de

investigadores capaces de generar conocimientos científicos y desarrollar
nuevas tecnologías en el área médica.

7. Establecer mecanismos más eficientes de coordinación, con otras dependen-
cias, en la atención de problemas de salud, en particular en materia de sanea-
miento ambiental.

8. Fortalecer el control sanitario, así como en los procesos de importación y de
exportación de medicamentos, estupefacientes, sustancias psicotrópicas,
plaguicidas, fertilizantes, fuentes de radiación, sustancias tóxicas o peligro-
sas, y mantener permanentemente actualizada a la Farmacopea de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

El nuevo esquema permite a la Secretaría de Salud mayor posibilidad de mejorar
los sistemas de control y vigilancia sanitaria sobre el funcionamiento de servicios
proporcionados a la población, sean éstos públicos, sociales o privados.

Los gobiernos estatales, por su parte, al asumir la operación de los establecimien-
tos de salud, se abocarán a asegurar en beneficio de la población:

1. La adecuada organización y operación de los servicios de atención médica,
materno infantil, planificación familiar y salud mental, entre otros.

2. La orientación y vigilancia en materia de nutrición.
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3. La prevención y el control de los efectos nocivos de los factores ambientales
en la salud del hombre.

4. La salud ocupacional y el saneamiento básico.
5. La prevención y el control de enfermedades transmisibles.
6. La prevención y el control de enfermedades no transmisibles y accidentes.
7. La prevención de la invalidez y la rehabilitación de los discapacitados.
8. El programa contra el alcoholismo, el tabaquismo y las adicciones, y
9. Los programas de asistencia social.

La acción de los gobiernos estatales en el impulso, organización, coordinación y vigi-
lancia del ejercicio de las actividades profesionales, técnicas y auxiliares para la salud,
en la promoción de la formación de los recursos humanos y la investigación, será deci-
siva para que el país alcance los niveles de bienestar social a que aspira la sociedad.

Los estados contribuirán de manera significativa en la consolidación del Sistema
Nacional de Salud a través de la formulación y desarrollo de sus programas locales,
y de conformidad con los principios y objetivos del Plan Nacional de Desarrollo, el
Programa de Reforma del Sector Salud y este Acuerdo Nacional para la Descentra-
lización de los Servicios de Salud.

Los estados adquieren el compromiso de mejorar sus sistemas de verificación y
control sanitario de los establecimientos que expendan o suministren al público
alimentos y bebidas no alcohólicas y alcohólicas, en estado natural, mezclados,
preparados, adicionados o acondicionados, para su consumo dentro o fuera del
mismo establecimiento, basándose en las normas que al efecto se emitan.

Por lo que se refiere a su relación con los actuales trabajadores federales que se
incorporarán a los sistemas estatales de salud, los gobiernos de los estados asu-
men el compromiso de efectuar todas las acciones, gestiones o actos necesarios
para que en las leyes o decretos de creación de los organismos públicos descentra-
lizados estatales que se harán cargo de los servicios de salud, se establezca el
respeto y la aplicación de todos los derechos, prerrogativas, beneficios y prestacio-
nes contenidas en las disposiciones federales legales y administrativas aplicables.

El esfuerzo y compromiso conjunto de los gobiernos federal y locales, a través de la
coordinación entre estos órdenes de gobierno prevista en la Ley General de Salud,
permitirá arribar a mejores resultados en áreas sanitarias que representan especial
importancia para la salud pública, como son:

1. El control sanitario del proceso, uso, mantenimiento, importación, exportación
y disposición final de equipos médicos, prótesis, órtesis, ayudas funcionales,
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agentes de diagnóstico, insumos de uso odontológico, materiales quirúrgicos,
de curación, y productos higiénicos, y el de los establecimientos dedicados a
su proceso.

2. El control sanitario de la publicidad de las actividades, productos y servicios.
3. El control sanitario de la disposición de órganos, tejidos y cadáveres de seres

humanos.
4. La prevención del consumo de drogas ilegales, y
5. La sanidad internacional.

La política compensatoria de la descentralización

El propósito que anima la fundación del pacto federal mexicano, estriba esencial-
mente en el logro de la justicia social. Asimismo, cuando se hace referencia a la
variada composición nacional, se alude a la justicia distributiva. Por ello, en el con-
texto de la descentralización de los servicios de salud, la Federación por conducto
de la Secretaría, ratifica su compromiso con la sociedad de hacer realidad este
principio esencial del quehacer Republicano.

Así, la autoridad sanitaria federal destinará mayores recursos a aquellas regiones
que cuentan con núcleos de población más vulnerables y con carencias más acu-
sadas. Ello, con el objeto de promover el desarrollo equitativo de todos los integran-
tes de la Federación. El proceso de descentralización operativa tiene en el Progra-
ma de Ampliación de Cobertura, su expresión más ambiciosa para llegar a los luga-
res donde todavía no se prestan los servicios regulares de salud.

V. APOYO AL PROCESO DE DESCENTRALIZACIÓN

Con el propósito de alcanzar las metas planteadas en el proceso de descentraliza-
ción de los servicios de salud a las entidades federativas, se dará inicio a un conjun-
to de acciones de apoyo que comprenderán dos importantes ámbitos de acción, el
primero de ellos se orienta a desarrollar programas de carácter sustantivo y el se-
gundo al reforzamiento de la operación estatal.

En los programas sustantivos se engloban aspectos relacionados con la consolida-
ción y modernización de la infraestructura, estrategias de abasto y suministro de
insumos de equipos médicos, impulso y desarrollo de la enseñanza y la investiga-
ción, la desregulación y simplificación de trámites federales en materia de control y
regulación sanitaria, información y difusión sobre la prestación de los servicios, así
como actualización en las cuotas de recuperación, estudios sobre la prestación de
los servicios en el medio rural, urbano y en las comunidades marginadas, la gene-
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ración de indicadores de productividad y eficiencia, y el fortalecimiento de acciones
en medicina preventiva, educación y fomento a la salud.

Para reforzar la operación estatal, se instrumentarán programas relacionados con
la regularización de inmuebles, activos y bienes muebles, simplificación administra-
tiva, dotación de equipos y redes de cómputo, fortalecimiento de las estructuras
organizativas y ocupacionales, así como la celebración de convenios con institucio-
nes educativas y el desarrollo de acciones conjuntas en materia de actualización y
asistencia técnica para el personal.

Por otra parte, se realizarán reuniones permanentes de análisis y evaluación de la
prestación y modernización de los servicios y se evaluará permanentemente el pro-
ceso de descentralización a través del Consejo Nacional de Salud.

VI. LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA

La importancia de la participación ciudadana en las acciones de gobierno, ha sido
definida como fundamental por el Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000, al seña-
lar que un fenómeno especialmente alentador de los últimos años, ha sido la multi-
plicación de los espacios de participación que la ciudadanía reclama para sí en
asuntos de interés público, perfilando un compromiso colectivo entre el gobierno y
las organizaciones sociales, cuyo rasgo definitivo radica en su espíritu de colabora-
ción y corresponsabilidad en la atención de problemas de la comunidad. Está claro
que diversos problemas de desarrollo social y comunitario sólo pueden ser resuel-
tos conjuntando las acciones del gobierno, la sociedad y sus organizaciones.

Es necesario, por tanto, avanzar en la tarea de diseño de mecanismos concretos de
participación permanente de la ciudadanía en la elección de alternativas, políticas y
programas gubernamentales. Es por esto que toda transferencia de facultades y
recursos a los gobiernos locales, deberá estar sujeta a la condición de incorporar la
participación ciudadana. Se trata de que al fortalecer a los gobiernos locales, se
fortalezca también un nuevo estilo de gestión pública.

Se deberá buscar la incorporación de comités de servicios de consejos ciudadanos,
de asociaciones civiles y de organizaciones no gubernamentales en general, a las
instancias de decisión de los programas de gobierno. En este tipo de participación
se buscará mantener fuentes permanentes de opinión, evaluación y propuestas
sobre la calidad de los servicios y la pertinencia de las acciones de gobierno. Sólo
de la forma propuesta se podrán establecer en las instancias locales de gobierno,
estructuras ciudadanas de monitoreo permanente sobre la eficacia de las institucio-
nes y el acierto de las políticas con una mayor credibilidad sobre el quehacer guber-
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namental, mismo que deberá generar un clima de confianza necesario en este tipo
de relaciones.

VII. EL DESARROLLO REGIONAL

El Acuerdo que se suscribe hoy, constituye una nueva forma de relación entre el
gobierno federal y los gobiernos de los estados. Comprende también a los munici-
pios, con una visión integral que contempla a la nación mexicana como la entidad
compleja, plural y diversa que es, pero en toda su solidez y unidad.

Una organización que respete las diferencias, pero provea los medios para su con-
vergencia en torno a objetivos comunes, conformando un federalismo que respon-
da con plenitud y eficacia a la renovación de la República, para que cada día se
avance en la consolidación de la justicia, la libertad y la democracia.
En virtud de lo anterior los firmantes del Acuerdo Nacional se comprometen a cele-
brar acuerdos de coordinación para concretar sus respectivas responsabilidades
en la conducción y operación de los servicios de salud.

Ciudad de México, a los veinte días del mes de agosto de mil novecientos noventa
y seis.- Estas firmas corresponden al Acuerdo Nacional para la Descentralización
de los Servicios de Salud, que se suscribe el 20 de agosto de 1996.- Por el Ejecuti-
vo Federal: El Secretario de Salud, Juan Ramón de la Fuente.- Rúbrica.- Por los
Gobiernos de los Estados: El Gobernador de Aguascalientes, Otto Granados
Roldán.- Rúbrica.- El Gobernador de Baja California, Héctor Terán Terán.- Rúbri-
ca.- El Gobernador de Baja California Sur, Guillermo Mercado Romero.- Rúbrica.-
El Gobernador de Campeche, Jorge Salomón Azar García.- Rúbrica.- El Gober-
nador de Colima, Carlos de la Madrid Virgen.- Rúbrica.- El Gobernador de Chiapas,
Julio César Ruiz Ferro.- Rúbrica.- El Gobernador de Coahuila, Rogelio
Montemayor Seguy.- Rúbrica.- El Gobernador de Chihuahua, Francisco Javier
Barrio Terrazas.- Rúbrica.- El Gobernador de Durango, Maximiliano Silerio Es-
parza.- Rúbrica.- El Gobernador de Guanajuato, Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.-
El Gobernador de Guerrero, Angel Heladio Aguirre Rivero.- Rúbrica.- El Gober-
nador de Hidalgo, Jesús Murillo Karam.- Rúbrica.- El Gobernador de Jalisco, Al-
berto Cárdenas Jiménez.- Rúbrica.- El Gobernador del Estado de México, César
Camacho Quiroz.- Rúbrica.- El Gobernador de Michoacán, Víctor Manuel Tinoco
Rubí.- Rúbrica.- El Gobernador de Morelos, Jorge Carrillo Olea.- Rúbrica.- El Go-
bernador de Nayarit, Rigoberto Ochoa Zaragoza.- Rúbrica.- El Gobernador de
Nuevo León, Benjamín Clariond Reyes Retana.- Rúbrica.- El Gobernador de
Oaxaca, Diódoro Carrasco Altamirano.- Rúbrica.- El Gobernador de Puebla, Ma-
nuel Bartlett Díaz.- Rúbrica.- El Gobernador de Querétero, Enrique Burgos García.-
Rúbrica.- El Gobernador de Quintana Roo, Mario Ernesto Villanueva Madrid.-
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Rúbrica.- El Gobernador de San Luis Potosí, Horacio Sánchez Unzueta.- Rúbri-
ca.- El Gobernador de Sinaloa, Renato Vega Alvarado.- Rúbrica.- El Gobernador
de Sonora, Manlio Fabio Beltrones Rivera.- Rúbrica.- El Gobernador de Tabasco,
Roberto Madrazo Pintado.- Rúbrica.- El Gobernador de Tamaulipas, Manuel
Cavazos Lerma.- Rúbrica.- El Gobernador de Tlaxcala, Jos é Antonio Alvarez
Lima.- Rúbrica.- El Gobernador de Veracruz, Patricio Chirinos Calero.- Rúbrica.-
El Gobernador de Yucatán, Víctor Manuel Cervera Pacheco.- Rúbrica.- El Gober-
nador de Zacatecas, Arturo Romo Gutiérrez.- Rúbrica.- Por la Federación de Sin-
dicatos de Trabajadores al Servicio del Estado: El Secretario General, Héctor Valdés
Romo.- Rúbrica.- Por el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Secretaría de
Salud: El Secretario General, Joel Ayala Almeida.- Rúbrica.
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Anexo V: Acuerdo
de Coordinación

para la Descentralización
Integral de los Servicios

de Salud
ACUERDO de coordinación que celebran la Secretaría de Salud, la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Admi-
nistrativo, y el Estado de ______________________, para la descentralización
integral de los servicios de salud en la entidad.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.-
Secretaría de Salud.
ACUERDO DE COORDINACIÓN QUE CELEBRAN EL EJECUTIVO FEDERAL, POR
CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, REPRESENTADA POR SU TITU-
LAR JUAN RAMON DE LA FUENTE, EN LO SUCESIVO SSA, CON LA INTER-
VENCIÓN DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, REPRE-
SENTADA POR SU TITULAR GUILLERMO ORTIZ MARTÍNEZ, EN LO SUCESIVO
SHCP, DE LA SECRETARIA DE CONTRALORÍA Y DESARROLLO ADMINISTRA-
TIVO, REPRESENTADA POR SU TITULAR ARSENIO FARELL CUBILLAS, EN LO
SUCESIVO SECODAM Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE
_______________________, REPRESENTADO POR SU TITULAR
__________________________________________________, CON LA PARTICI-
PACIÓN DE LA FEDERACIÓN DE SINDICATOS DE TRABAJADORES AL SERVI-
CIO DEL ESTADO, REPRESENTADA POR SU SECRETARIO GENERAL HECTOR
VALDÉS ROMO, EN LO SUCESIVO LA FSTSE, Y DEL SINDICATO NACIONAL DE
TRABAJADORES DE LA SECRETARÍA DE SALUD, REPRESENTADO POR SU
SECRETARIO GENERAL JOEL AYALA ALMEIDA, EN LO SUCESIVO SNTSSA,
PARA LA DESCENTRALIZACIÓN INTEGRAL DE LOS SERVICIOS DE SALUD EN
LA ENTIDAD, DE CONFORMIDAD CON LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES Y
CLÁUSULAS:
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ANTECEDENTES

1. El Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000, establece que el nuevo federalis-
mo debe surgir del reconocimiento de los espacios de autonomía de las comu-
nidades políticas y del respeto a los universos de competencia de cada uno de
los órdenes gubernamentales, a fin de articular armónica y eficazmente, la
soberanía de los estados y la libertad de los municipios, con las facultades
constitucionales propias del Gobierno Federal; así como promover la partici-
pación social y definir un nuevo marco de relaciones entre el Estado, los ciu-
dadanos y sus organizaciones.

2. El referido Plan prevé, para fortalecer el pacto federal, impulsar la descentra-
lización de funciones, recursos fiscales y programas públicos hacia los esta-
dos y municipios bajo criterios de eficiencia y equidad en la provisión de los
bienes y servicios a las comunidades; asimismo se establece como un impe-
rativo, la reforma del Sistema Nacional de Salud, bajo un doble compromiso:
mejorar la calidad de los servicios mediante la reestructuración de las institu-
ciones, y ampliar la cobertura de los servicios, fortaleciendo su coordinación e
impulsando su federalización.

3. El Programa de Reforma del Sector Salud 1995-2000, es el instrumento me-
diante el cual el Gobierno de la República, se propone alcanzar los principales
objetivos que en materia de salud se definieron en el Plan antes mencionado,
y señala que la descentralización permitirá hacer una distribución más racio-
nal del gasto federal en salud, al tomar en consideración indicadores de mor-
talidad y marginación y equilibrar el gasto per cápita en la materia; contribu-
yendo con ello a tener no sólo una mayor eficiencia, sino también una mayor
equidad.

4. Derivado de las estrategias y líneas de acción previstas en el Plan Nacional de
Desarrollo 1995-2000 y en el Programa de Reforma del Sector Salud, surge el
Acuerdo Nacional para la Descentralización de los Servicios de Salud, instru-
mento que plantea la inaplazable necesidad de descentralizar responsabilida-
des, recursos y decisiones, para fortalecer el nuevo federalismo y acercar a la
población servicios básicos de salud, que al ser prestados por los Estados
aseguran a los usuarios mayor eficiencia y oportunidad.

5. En la década pasada se inició el proceso de descentralización de los servicios
de salud, y que tuvo como punto de partida el Decreto Presidencial publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 30 de agosto de 1983, en donde se
establecieron las Bases para el Programa de Descentralización de los Servi-
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cios de Salud, cuya prestación correspondía a la Secretaría de Salubridad y
Asistencia, hoy de Salud.

6. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, señala en su artí-
culo 4o., que la Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los
servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entida-
des federativas en materia de salubridad general; a su vez, el artículo 116,
fracción VI, dispone que la Federación y los Estados, en los términos de Ley,
podrán convenir la asunción por parte de éstos, del ejercicio de sus funciones,
la ejecución y operación de obras y la prestación de servicios públicos, cuan-
do el desarrollo económico y social lo haga necesario.

7. El Consejo Nacional de Salud cuyas atribuciones quedaron definidas en el
Acuerdo Presidencial publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de
enero de 1995, constituye una instancia permanente entre la Federación, las
entidades federativas y el Distrito Federal para la planeación, programación y
evaluación de los servicios de salud en toda la República. Entre dichas atribu-
ciones se encuentra la relativa a consolidar el proceso de descentralización a
los Estados de los servicios de salud para la población abierta.

Con base en los antecedentes mencionados y con fundamento en los artículos 4o.,
26, 73, fracción XVI, 115 y 116, fracción VI de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 22, 26, 31, 37 y 39 de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal; 33, 34, 35 y 36 de la Ley de Planeación; 4o., 5o., 6o., 13, 17, 40 y
42 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal; 20 del Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 1996; 9o.,
10, 17 fracción III, 28, 37, 38, 39, 41, 44 y 58 fracción IV de la Ley General de
Bienes Nacionales; 3o., 4o., 7o., 9o., 12, 13, 18, 19, 20, 21, 22, 36, 181, 194, 199,
300, 301, 302, 313, 379, 393, 396 y demás relativos de la Ley General de Salud;
__________________________________ de la Constitución Política del Estado
__________________________; _________________________________ de la Ley
Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de ___________________________;
_______________________________________________ y demás relativos de la
Ley Estatal de Salud, la SSA y el Ejecutivo Estatal convienen en suscribir el presen-
te Acuerdo, cuya ejecución se realizará al tenor de las siguientes:
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CLÁUSULAS

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA. La SSA y el Gobierno del Estado ejecutarán, dentro de las atribuciones
que a cada una de las partes corresponden, en términos de la Ley General de Salud
y demás disposiciones aplicables, el Acuerdo Nacional para la Descentralización de
los Servicios de Salud, suscrito en esta misma fecha, por el propio Ejecutivo Fede-
ral, por los Gobiernos de los estados integrantes de la Federación, por la FSTSE y
por el SNTSSA.

SEGUNDA. El presente Acuerdo tiene por objeto establecer las bases, compromi-
sos y responsabilidades de las partes para la organización, la descentralización de
los servicios de salud en el Estado, así como para la transferencia de los recursos
humanos, materiales y financieros, que permitan al Gobierno del Estado contar con
autonomía en el ejercicio de las facultades que le otorga la Ley General de Salud.

TERCERA. El Gobierno del Estado se compromete a promover una iniciativa de
ley, o a expedir un decreto, según proceda conforme a la legislación estatal aplica-
ble, a fin de que en un plazo no mayor de sesenta días naturales contados a partir
de la firma del presente Acuerdo, se cree el organismo descentralizado que ejerce-
rá las funciones transferidas en este Acuerdo, así como aquellas otras que en ma-
teria de salud determine su instrumento de creación, entre otras, la de definir las
políticas en materia de salud a seguir por el organismo y la de evaluar el debido
cumplimiento de los programas técnicos aprobados, así como la de vigilar la correc-
ta aplicación de los recursos asignados. Todo ello, con el propósito de asegurar a la
sociedad el otorgamiento de servicios de salud oportunos y de la más alta calidad
posible.

Las partes acuerdan que el organismo descentralizado se sujetará a lo dispuesto
por la Ley General de Salud, a la legislación en materia de salud del Estado y a lo
que determina el presente Acuerdo conforme a las siguientes bases:

I. Tendrá personalidad jurídica, patrimonio propio y las atribuciones de servicio y
las de autoridad que le otorguen las disposiciones legales aplicables y su ins-
trumento de creación.

II. Contará con un órgano de gobierno que se integrará con la representación del
Gobierno del Estado en el número que este mismo determine, con un repre-
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sentante de la SSA y con uno de los trabajadores; este último será designado
por el Comité  Ejecutivo Nacional del SNTSSA;

III. Tendrá a su cargo la administración de los recursos que aporten el Gobierno
Federal, a través de la SSA, y el Gobierno del Estado, con sujeción al régimen
legal que le corresponda en los términos del presente Acuerdo, y

IV. Estará sujeto al control y coordinación que ejercerá el Gobierno del Estado y
contará con autonomía técnica y operativa respecto del resto de la administra-
ción pública estatal, tanto para el manejo de sus recursos humanos, materia-
les y financieros como para la ejecución de los programas de salud a su cargo.

En la ley o decreto de creación, deberá expresarse la obligación del organismo
descentralizado de aplicar y respetar las Condiciones Generales de Trabajo de la
SSA y sus reformas futuras, así como los reglamentos de Escalafón y Capacitación;
para Controlar y Estimular al Personal de Base de la SSA por su Asistencia, Puntua-
lidad y Permanencia en el Trabajo; para Evaluar y Estimular al Personal de la SSA
por su Productividad en el Trabajo, y el de Becas, así como el Reglamento y Manual
de Seguridad e Higiene, elaborados conforme a la normatividad federal aplicable
en sus relaciones laborales con los trabajadores provenientes de la SSA, para que
procedan a su registro ante los organismos jurisdiccionales correspondientes. Lo
anterior, con el propósito de que se apliquen en las controversias que se diriman
por la autoridad jurisdiccional.

CUARTA. Con objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Acuerdo,
las partes podrán celebrar los convenios específicos que al efecto se determinen.

QUINTA. El Gobierno del Estado y la SSA promoverán y adoptarán las medidas de
carácter jurídico, administrativo y técnico que, en su caso, se requieran para el
debido cumplimiento de lo previsto en este Acuerdo.

CAPÍTULO II
ATRIBUCIONES EN MATERIA DE SALUBRIDAD GENERAL

SEXTA. La SSA, como coordinadora del Sistema Nacional de Salud y autoridad
sanitaria federal, vigilará el cumplimiento del artículo 4o. Constitucional y ejercerá
las atribuciones que le confieren la Ley General de Salud y demás disposiciones
legales y reglamentarias, así como las actividades de coordinación general; vigi-
lancia y seguimiento; y las de definición de políticas generales y normatividad
respectivas.
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El Gobierno Federal por conducto de la Secretaría de Salud ejercerá directamente
las atribuciones materia del presente Acuerdo en los casos a que se refiere el artí-
culo 73, fracción XVI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
o bien, a solicitud expresa del Gobierno del Estado.

SÉPTIMA. La SSA descentraliza a favor del Gobierno del Estado la operación de
los servicios de salud a su cargo en la entidad federativa, en los términos de la
cláusula sexta del presente Acuerdo, en las siguientes materias de salubridad ge-
neral:

I. La atención médica y asistencia social;
II. La salud reproductiva y planificación familiar;
III. La promoción de la salud;
IV. La medicina preventiva;
V. El control sanitario de la disposición de sangre humana; y
VI. La vigilancia epidemiológica.

La SSA proporcionará al Gobierno del Estado la asesoría necesaria para la ejecu-
ción del presente Acuerdo y de los convenios específicos que al efecto se celebren,
así como los apoyos documentales que se relacionen en los anexos que se agrega-
rán al presente Acuerdo.

OCTAVA. La SSA descentraliza a favor del Gobierno del Estado, la operación de los
servicios de salud a su cargo en la entidad federativa, en los términos de la cláusula sexta
del presente Acuerdo, en las siguientes materias de regulación y control sanitarios:

I. Bienes y servicios;
II. Insumos para la salud;
III. Salud ambiental; y
IV. Control sanitario de la publicidad.

CAPÍTULO III
ATRIBUCIONES EN MATERIA DE SERVICIOS DE APOYO

SECCIÓN PRIMERA
PROGRAMACIÓN Y PRESUPUESTACIÓN.

NOVENA. El Gobierno del Estado ejercerá el control de los recursos presupuestales
que se le asignen por la SSA, bajo los criterios de equidad y eficiencia.

DÉCIMA. La SSA confiere al Gobierno del Estado, las funciones relacionadas con
el proceso de programación y presupuestación, de acuerdo con las directrices esta-
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blecidas a nivel federal. A partir de la elaboración del Programa Operativo Anual de
1998 el Estado podrá distribuir los recursos que se le asignen por el Gobierno Fe-
deral de conformidad con sus disponibilidades, ajustándose a la apertura
programática vigente y a las estrategias nacionales de salud.

DÉCIMO PRIMERA. El Gobierno del Estado presentará anualmente una breve ac-
tualización de su diagnóstico sexenal relativo a la problemática que en materia de
salud enfrenta la entidad. Asimismo, presentará ante el Consejo Nacional de Salud
programas anuales de trabajo en los cuales se describan los objetivos y la distribu-
ción presupuestal prevista por el Estado, acorde con las prioridades identificadas
en dicho diagnóstico y en el Programa de Reforma del Sector Salud 1995-2000.

El Gobierno del Estado se compromete a incluir a partir de 1997 en los programas
de salud, un primer capítulo en el que se describa una autoevaluación de su desem-
peño en el año anterior, lo que formará parte del fundamento del programa. La SSA
elaborará un documento anual que contendrá una evaluación de las políticas de
salud a nivel nacional, de los retos que subsisten en cada entidad federativa y del
cumplimiento de objetivos. El Estado proporcionará toda la información adicional,
facilidades y colaboración que solicite el Gobierno Federal para la tarea de evalua-
ción y seguimiento a nivel nacional.

SECCIÓN SEGUNDA
SERVICIOS PERSONALES

DÉCIMO SEGUNDA. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Salud,
otorgará al Gobierno Estatal el apoyo administrativo necesario para que este último
cumpla con la debida oportunidad, los compromisos adquiridos por la descentrali-
zación de los servicios personales.

SECCIÓN TERCERA
RECURSOS MATERIALES Y SERVICIOS GENERALES

DÉCIMO TERCERA. Se transfieren al Gobierno del Estado, las funciones en mate-
ria de adquisición, manejo, administración, baja y destino final de materiales, sumi-
nistros, bienes muebles e inmuebles; prestación de servicios generales; manteni-
miento y construcción de obra pública, que se determinarán en los anexos corres-
pondientes.
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CAPÍTULO IV
TRANSFERENCIA DE LOS BIENES MUEBLES E INMUEBLES

DÉCIMO CUARTA. El Gobierno del Estado, asume la dirección de las unidades
médicas de la SSA para la prestación de servicios de salud a población abierta
ubicados en su territorio. Para tal efecto, a través del organismo descentralizado se
firmará un acta de entrega-recepción de aquéllas en un plazo máximo de 90 días, a
partir de la fecha de firma del presente Acuerdo, de conformidad con la normativi-
dad aplicable.

La SSA será responsable de los adeudos que se encuentren vencidos y pendientes
de cumplir, referidos al patrimonio de las unidades médicas y administrativas en el
momento de su transferencia.

DÉCIMO QUINTA. La SSA en coordinación con la SECODAM y con el Gobierno del
Estado validarán el inventario de todos los bienes muebles e inmuebles con los que
cuentan las unidades médicas y administrativas destinados a la prestación de los
servicios, a fin de llevar a cabo la donación de los mismos al Gobierno del Estado.
Dicha transferencia, a título gratuito, se efectuará una vez que se haya emitido el
decreto presidencial.

La SSA, con la participación que corresponda a la SECODAM, hará entrega provi-
sional de dichos inmuebles, en tanto se emite el Decreto de referencia, a fin de que
se utilicen en la prestación de los servicios de salud.
Los inmuebles que venían siendo utilizados por la SSA y que por su naturaleza,
características históricas, artísticas o arquitectónicas deban continuar dentro del
patrimonio del Gobierno Federal, se destinarán por parte de la SECODAM, en for-
ma parcial o total, al Gobierno del Estado, previo dictamen que emita la Secretaría
de Educación Pública.

CAPÍTULO V
DE LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES DE LA SSA

QUE SE INCORPORAN AL SISTEMA ESTATAL.

DÉCIMO SEXTA. En el proceso de descentralización de los servicios de salud de-
berán garantizarse los derechos adquiridos por los trabajadores, tales como
inamovilidad, catálogo de puestos, escalafón, permutas y otros de índole muy di-
versa, consagrados en el Apartado B del Artículo 123 y su Ley Reglamentaria, y en
las Condiciones Generales de Trabajo de la SSA y en sus reformas futuras, com-
prendiendo las prestaciones genéricas y específicas, así como los mecanismos
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vigentes de actualización salarial y los acuerdos y convenios celebrados sobre el
particular con el SNTSSA, conforme a la legislación federal.

DÉCIMO SÉPTIMA. El organismo descentralizado a que se refiere la cláusula ter-
cera tendrá el carácter de titular en la nueva relación de trabajo.

DÉCIMO OCTAVA. Se garantizará a los trabajadores el respeto de todos sus dere-
chos, prerrogativas, beneficios y prestaciones contenidas en las Condiciones Ge-
nerales de Trabajo, reglamentos y de los actuales acuerdos y prestaciones econó-
micas y los que en el futuro se establezcan en los términos de la legislación federal
vigente.

DÉCIMO NOVENA. La revisión de las Condiciones Generales de Trabajo y sus
Reglamentos, seguirá efectuándose entre la SSA y el SNTSSA conforme a los me-
canismos que actualmente se derivan de la legislación burocrática federal y se ga-
rantizará, a través de los instrumentos jurídicos que se establezcan, la vigencia y
observancia de las mismas, a los trabajadores considerados dentro del proceso de
descentralización.

VIGÉSIMA. Se reconoce al SNTSSA, en su estructura de Comité  Ejecutivo Nacio-
nal, secciones, subsecciones y delegaciones sindicales, como el representante le-
gal, legítimo y único de los derechos laborales de los trabajadores de base que
prestan sus servicios al Gobierno Federal y que pasarán a prestarlos a los organis-
mos descentralizados estatales que se harán cargo de los servicios de salud y de
los que en el futuro se incorporen a dicho organismo, conforme al proceso de des-
centralización.

VIGÉSIMO PRIMERA. La SSA mediante los procedimientos y mecanismos corres-
pondientes, retendrá las cuotas sindicales, las aportaciones del fondo de auxilio por
defunción, las aportaciones por concepto de becas, las aportaciones financieras y
otras aportaciones que se convengan con las autoridades competentes por con-
cepto de apoyos institucionales y las enterará al SNTSSA a través del Comité  Eje-
cutivo Nacional, en su carácter de único representante de las relaciones colectivas
de trabajo. El organismo o la institución que retenga las cuotas sindicales que le
corresponden al SNTSSA, queda obligado a entregar a la Federación de Sindicatos
de Trabajadores al Servicio del Estado el importe del porcentaje de esas cuotas que
le corresponden.

Asimismo, la SSA continuará haciendo las deducciones para el pago del Sistema
de Ahorro para el Retiro y del Fondo Nacional del Ahorro Capitalizable de los Traba-
jadores del Estado.
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VIGÉSIMO SEGUNDA. El régimen de seguridad social de los trabajadores no va-
riará con motivo del proceso de descentralización y para garantizarlo, se suscribirá
el convenio respectivo entre el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, el Gobierno Estatal por conducto del organismo descen-
tralizado y la representación del SNTSSA, con fundamento en la fracción III del
artículo 1o. de la Ley del ISSSTE. Para este propósito, el Gobierno Federal, por
conducto de la Secretaría de Salud, proporcionará con toda oportunidad al Gobier-
no del Estado los recursos que se deberán aportar al Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

VIGÉSIMO TERCERA. Para el proceso de jubilaciones con reconocimiento de an-
tigüedad con el ISSSTE, a través de convenio específico, se integrará una comisión
mixta - Secretaría de Salud y Sindicato Nacional de Trabajadores de la Secretaría
de Salud - encargada de identificar y validar los casos por resolver, a fin de que se
programe por las autoridades competentes, la solución definitiva de las solicitudes
procedentes del gran total en tres etapas: La primera, a partir del primero de septiem-
bre de 1996, para resolver el 50% de los casos procedentes del referido gran total; la
segunda etapa, durante 1997, abarcará el 50% de los casos restantes y, la tercera
etapa, durante los primeros meses de 1998, comprenderá el 50% remanente.

En los casos específicos de jubilaciones procedentes, que pudieran afectar planti-
llas de unidades médicas u otros centros de trabajo, se revisará cada caso en la
comisión mixta antes aludida para no vulnerar los servicios de salud.

VIGÉSIMO CUARTA. Para la regularización de los Códigos que permitan remune-
rar adecuadamente la función que efectivamente se realiza y para lo cual se pre-
sentará el universo de trabajadores objeto de la recodificación, respetando
inamovilidad, función, adscripción y Centro de Trabajo, se constituirá una Comisión
Específica Mixta - Secretaría de Salud y Sindicato Nacional de Trabajadores de la
Secretaría de Salud - para la adecuación prioritaria del universo total y su resolutivo
en los casos procedentes, en tres etapas: la primera, tendrá vigencia a partir del
primero de septiembre de 1996 y en un plazo no mayor de 60 días, se determinará
la solución de un tercio de los casos procedentes del gran total; para 1997 se pro-
gramará un segundo tercio y el restante se realizará en 1998.

VIGÉSIMO QUINTA. Como la descentralización de los servicios de salud no modi-
fica la estructura actual de la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio
del Estado, el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Secretaría de Salud ratifica
su permanencia como miembro activo de la FSTSE.
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CAPÍTULO VI
TRANSFERENCIA DE LOS RECURSOS FINANCIEROS

VIGÉSIMO SEXTA. El Gobierno Federal, por conducto de la SSA, transferirá recur-
sos financieros al Gobierno del Estado, en los diferentes capítulos de gasto, para
que éste se encuentre en condiciones de encargarse de la operación de todas las
unidades médicas y administrativas que recibe, así como de cumplir con las obliga-
ciones asumidas en el presente Acuerdo, tendientes a elevar la calidad y cobertura
de los servicios de salud a su cargo.

Las transferencias quedan condicionadas al techo autorizado en el Presupuesto de
Egresos de la Federación, aprobado para cada ejercicio, y se realizarán de acuerdo
con las fechas y calendarios que para tal efecto establezca la Federación.
Por su parte, el Gobierno del Estado propondrá en el proyecto del presupuesto de
egresos de cada ejercicio, los recursos financieros que destinará para el correcto
funcionamiento del organismo descentralizado y de los programas de salud que
este último llevará a efecto.

Las transferencias de recursos que realice el Gobierno Federal se efectuarán a
través de un ramo especial, etiquetadas y calendarizadas al organismo descentra-
lizado por conducto de la Secretaría de Finanzas Estatal o su equivalente. Estos
recursos pasarán a formar parte del presupuesto y la cuenta pública estatal.

Las entidades federativas mantendrán su participación actual en el financiamiento
de los servicios de salud y lo incrementarán en la medida de sus posibilidades.

VIGÉSIMO SÉPTIMA. La SSA, transferirá los recursos asignados al pago de servi-
cios personales de los trabajadores federales, que pasarán a ser estatales en virtud
del presente Acuerdo. El Gobierno del Estado continuará aportando al organismo
descentralizado los recursos que a la fecha destina para el pago de salarios, bene-
ficios y prestaciones de los trabajadores estatales que se incorporen a dicho orga-
nismo.

El Gobierno Federal homologará los salarios de los trabajadores estatales de la
salud que se integren al organismo descentralizado con los federales cubriendo las
diferencias existentes a partir del momento en el que se constituya dicho organismo
y de acuerdo con los tabuladores vigentes. Para ello se otorgará una ampliación
líquida que cubrirá el 100% del costo de la homologación.

El costo de los incrementos salariales subsecuentes correrán a cargo de la Federa-
ción en el caso de los trabajadores de origen federal y de la diferencia que pudiera
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surgir cuando los incrementos a los tabuladores centrales rebasen a los estatales.
Este compromiso se mantendrá hasta que las plazas estatales homologadas que-
den vacantes por jubilación.

Con el propósito de no romper con la homologación en un futuro, el Gobierno Fede-
ral seguirá financiando totalmente aquellas plazas que apruebe la Secretaría de
Salud, en tanto que las que sean generadas por el Gobierno Estatal será responsa-
bilidad exclusiva de éste, respetando siempre los tabuladores vigentes. El régimen
de seguridad social será federal o estatal según el origen de las propias plazas.

La SSA registrará las plantillas integradas por el personal tanto de origen federal
como estatal. Los tabuladores que rijan las percepciones de todos los trabajadores
incorporados al organismo descentralizado deberán ser los vigentes y autorizados
por la SSA. Las prestaciones y condiciones generales de trabajo que ofrezca el
organismo para la constitución de su plantilla deberán ser las mismas que actual-
mente se aplican a los trabajadores de la SSA.

VIGÉSIMO OCTAVA. La SSA se obliga a transferir al Gobierno del Estado los recur-
sos consignados en el rubro de materiales y suministros del Presupuesto de Egresos
de la Federación, incluyendo los correspondientes al ejercicio de 1996. El Gobierno
del Estado podrá participar en el sistema de compra consolidada con base en los
lineamientos que defina la SSA.

VIGÉSIMO NOVENA. La SSA transferirá al Gobierno del Estado los recursos rela-
tivos a los servicios generales, a excepción de los presupuestados para cubrir los
gastos de difusión e información, así como los recursos asignados para pagar las
primas de seguros que cubren los riesgos sobre bienes muebles e inmuebles inclu-
yendo los correspondientes al ejercicio presupuestal 1996.

TRIGÉSIMA. La SSA transferirá de manera parcial al Gobierno del Estado, los re-
cursos presupuestados en el ejercicio de 1996 para equipamiento, y transferirá la
totalidad de los mismos en los ejercicios siguientes.

En materia de obra pública la SSA sólo celebrará contratos previo acuerdo con el
Gobierno del Estado.

El Gobierno del Estado ejercerá el presupuesto relativo a bienes muebles e inmuebles
y obra pública de conformidad con la legislación que resulte aplicable y con el Plan
Estatal Maestro de Infraestructura en Salud para Población Abierta, según las prio-
ridades en la materia y los inventarios funcionales.
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TRIGÉSIMO PRIMERA. El Gobierno del Estado reportará los avances en el ejerci-
cio del presupuesto de conformidad con la normatividad que establezca la SSA y
demás disposiciones legales aplicables.

TRIGÉSIMO SEGUNDA. La SSA conservará la facultad de distribuir el presupuesto
federal en materia de salud entre los estados y mediante una fórmula que se dará a
conocer oportunamente en el seno del Consejo Nacional de Salud que permitirá al
Gobierno del Estado recibir recursos en forma equitativa, considerando las necesi-
dades que en materia de salud debe atender la autoridad local, las condiciones
económicas y financieras de la entidad para hacer frente a dichas necesidades, los
resultados de las evaluaciones que realice la SSA y la aportación de recursos del
Estado en materia de salud.

TRIGÉSIMO TERCERA. El Gobierno del Estado aplicará los recursos financieros
que reciba con base en el presente convenio, exclusivamente a acciones de salud.

TRIGÉSIMO CUARTA. El Gobierno del Estado reforzará sus procesos de planeación,
programación, presupuestación, evaluación y seguimiento, sin menoscabo de la
responsabilidad federal en esos rubros, para obtener datos precisos del desarrollo
del Sistema Estatal de Salud.

Asimismo, el organismo descentralizado proporcionará toda la información adicio-
nal, facilidades y colaboración que solicite la SSA para la realización de la tarea de
información, evaluación y seguimiento a nivel nacional.

TRIGÉSIMO QUINTA. La Secretaría de Salud en coordinación con las instancias
competentes y de conformidad con la normatividad aplicable determinará un proce-
dimiento que facilite al Gobierno del Estado reasignar con flexibilidad el gasto pre-
supuestado entre programas y capítulos.

TRIGÉSIMO SEXTA. La SSA financiará temporalmente la Unidad de Apoyo para la
Descentralización a que se refiere la cláusula cuadragésima sexta.

TRIGÉSIMO SEPTIMA. La SSA, por conducto de la Contraloría Interna, supervisa-
rá y revisará que la transferencia de los recursos financieros a la entidad, se reali-
cen de conformidad con la normatividad aplicable.
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CAPÍTULO VII
CUOTAS DE RECUPERACIÓN

TRIGÉSIMO OCTAVA. Las partes acuerdan que el Estado creará la Administración
del Patrimonio de la Beneficencia Pública Estatal, adscrita al organismo descentra-
lizado, con atribuciones para normar y operar el Sistema Estatal de Cuotas de Re-
cuperación, así como para vigilar su cumplimiento.

TRIGÉSIMO NOVENA. El Gobierno del Estado, en su carácter de coordinador del
Sistema Estatal de Salud, por conducto del organismo descentralizado, y de confor-
midad con los lineamientos que establezca la SSA podrá exentar a los usuarios del
pago de cuotas de recuperación por los servicios de atención médica, en los casos
que a continuación se mencionan:

I. Los servicios correspondientes al primer nivel de atención en localidades del
medio rural dispersos;

II. Los servicios correspondientes al primer nivel de atención en localidades del
medio urbano, cuando se determine que el usuario carece de recursos confor-
me al estudio socioeconómico que al efecto se practique;

III. Los servicios correspondientes al segundo y tercer nivel de atención cuando
por estudio socioeconómico se determine que el paciente carece de recursos
económicos para cubrir las cuotas, y

IV. Los servicios a población abierta contemplados en los programas considera-
dos prioritarios por la SSA.

CAPÍTULO VIII
DISPOSICIONES FINALES

CUADRAGÉSIMA. El órgano administrativo desconcentrado por territorio de la SSA,
denominado Servicios Coordinados de Salud Pública, a que se refieren los artícu-
los 42, 43 y 44 del Reglamento Interior de la SSA, se extinguirá al constituirse el
organismo descentralizado a que se refiere la cláusula tercera de este Acuerdo.

CUADRAGÉSIMO PRIMERA. La SECODAM tendrá bajo su cargo el sistema de
control y evaluación gubernamental; vigilará el ejercicio del gasto público federal y
su congruencia con el presupuesto de egresos; inspeccionará y vigilará la conser-
vación, uso, destino, afectación, enajenación y baja de bienes muebles e inmuebles
y regulará el destino o afectación de los bienes inmuebles de la Administración
Pública Federal en el proceso de descentralización y expedirá las normas y proce-
dimientos para la formulación de inventarios y para la realización y actualización de
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los avalúos sobre dichos bienes que realice la propia SECODAM, o bien terceros
debidamente autorizados para ello.

CUADRAGÉSIMO SEGUNDA. Con objeto de mostrar los avances en la ejecución
de este Acuerdo y adoptar las medidas adecuadas para prevenir desviaciones, las
partes convienen en instrumentar sus sistemas de seguimiento, control y evalua-
ción permanente.

El órgano estatal de control se encargará de vigilar la recepción de los recursos que
se aporten al organismo descentralizado, su debida aplicación, así como la fiscali-
zación y evaluación correspondiente, misma que hará del conocimiento de los con-
gresos estatales.

La SECODAM prestará toda la asistencia y el apoyo que se le solicite, a efecto de
que el órgano estatal de control realice esta función de la mejor manera posible.

CUADRAGÉSIMO TERCERA. Los acuerdos y convenios celebrados por el Go-
bierno del Estado y el Ejecutivo Federal con anterioridad a la firma de este instru-
mento, continuarán en vigor en todo lo que no se le opongan.

CUADRAGÉSIMO CUARTA. El presente Acuerdo podrá adicionarse o modificarse
por las partes, de común acuerdo.

CUADRAGÉSIMO QUINTA. El Consejo Nacional de Salud será la principal instan-
cia de coordinación entre los gobiernos de las entidades federativas y la SSA para
llevar a cabo el proceso de descentralización.

CUADRAGÉSIMO SEXTA. En el proceso de descentralización de las atribuciones,
decisiones, responsabilidades y transferencia de recursos humanos, materiales y
financieros al Gobierno del Estado, así como en la resolución de los problemas
operativos que se presenten, la SSA establecerá con carácter temporal una Unidad
de Apoyo para la Descentralización en la entidad. Esta Unidad estará conformada
por el personal propuesto por el Gobierno del Estado que cumpla con un mínimo de
requisitos en materia de conocimientos administrativos.

CUADRAGÉSIMO SÉPTIMA. El presente Acuerdo surtirá sus efectos a partir del
día siguiente al de su firma y se publicará en el Diario Oficial de la Federación y en
el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de ____________________________.

Enteradas las partes del contenido y alcances del presente Acuerdo, para su obser-
vancia y cumplimiento, se firma en la Ciudad de México, el día veinte del mes de
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agosto de mil novecientos noventa y seis.- El Secretario de Salud, Juan Ramón de
la Fuente Ramírez.- Rúbrica.- El Secretario de Hacienda y Crédito Público,
Guillermo Ortiz Martínez.- Rúbrica.- El Secretario de Contraloría y Desarrollo Ad-
ministrativo, Arsenio Farell Cubillas.- Rúbrica.- El Gobernador Constitucional del
Estado, _____________________________.- Rúbrica.- El Secretario General de
Gobierno, __________________________________- Rúbrica.- El Secretario de
Salud, __________________________________.- Rúbrica.- Por la Federación de
Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado: el Secretario General, Héctor
Valdés Romo.- Rúbrica.- Por el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Secreta-
ría de Salud: el Secretario General, Joel Ayala Almeida.- Rúbrica.
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Anexo VI



RAMO 33: FONDOS DE APORTACIONES FEDERALES

156



157

ANEXOS

Anexo VII: Convenio
de Desarrollo Social 1998

CONVENIO de Desarrollo Social 1998 que suscriben el Ejecutivo Federal y el
Estado de -----------------------______________________________.
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.-
Presidencia de la República.

CONVENIO DE DESARROLLO SOCIAL 1998 QUE SUSCRIBEN EL EJECUTIVO
FEDERAL Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE ________________________

CONVENIO DE DESARROLLO SOCIAL 1998

INTRODUCCIÓN

CAPÍTULO PRIMERO DEL OBJETO DEL CONVENIO

CAPÍTULO SEGUNDO DEL FORTALECIMIENTO DEL COMITÉ DE PLANEACIÓN
PARA EL DESARROLLO DEL ESTADO (COPLADE)

CAPÍTULO TERCERO DE LOS PROGRAMAS PARA LA SUPERACIÓN DE LA
POBREZA Y SU FINANCIAMIENTO

CAPÍTULO CUARTO DE LOS PROGRAMAS DE DESARROLLO URBANO Y VI-
VIENDA

CAPÍTULO QUINTO DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN LA POLÍTICA DE DESA-
RROLLO SOCIAL
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CAPÍTULO SEXTO DEL DESARROLLO INSTITUCIONAL MUNICIPAL

CAPÍTULO SÉPTIMO DE LA OPERACIÓN Y CONSERVACIÓN DE LA INFRAES-
TRUCTURA SOCIAL BÁSICA

CAPÍTULO OCTAVO DE LA EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO DE LA POLÍTICA
SOCIAL

CAPÍTULO NOVENO DEL SISTEMA ESTATAL DE CONTROL Y DESARROLLO
ADMINISTRATIVO

CAPÍTULO DÉCIMO ESTIPULACIONES FINALES

INTRODUCCIÓN

La experiencia de los últimos años, en materia de política de descentralización,
representa un elemento fundamental, para proyectar y definir la estrategia y meca-
nismos de coordinación gubernamental para 1998, a fin de alcanzar los objetivos
del Desarrollo Social.

Como un nuevo aspecto de la coordinación entre los órdenes de Gobierno Federal
y Estatal, se incluye en este Instrumento el desarrollo de las acciones y recursos del
Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, contemplada en el recién
creado Ramo 33 "Aportaciones Federales para Entidades Federativas y Munici-
pios" del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 1998.
La cantidad de dicho Fondo se distribuye a su vez, en el Fondo para la Infraestruc-
tura Social Estatal y en el Fondo para la Infraestructura Social Municipal.

Dentro de los puntos relevantes para el ejercicio de los recursos de este Fondo,
destaca por su importancia el que los Estados y Municipios, procurarán que la rea-
lización de las obras y acciones sociales básicas sean compatibles con la preserva-
ción y protección del medio ambiente e impulsen el desarrollo sustentable.

Con el propósito de fortalecer el Federalismo, el Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 1998 contiene un proceso de reasignación
del gasto público federal a las entidades federativas, y de las funciones y responsa-
bilidades inherentes a dicha reasignación, la cual se llevará a cabo entre los Go-
biernos Federal y Estatal a través de la celebración de convenios en los que se
procurará que la distribución de los recursos se realice con base en una fórmula y
criterios que aseguren transparencia en su reasignación, con el fin de que las accio-
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nes que se prevén realizar con los recursos reasignados sean congruentes con el
desarrollo nacional.

Se establece en dicho Presupuesto que las dependencias y entidades federales
encargadas de programas y recursos que se reasignen deberán observar que los
convenios que celebren, se encuentren dentro del marco de los Convenios de De-
sarrollo Social.

Asimismo, el presente instrumento de coordinación integra las estrategias de la
Política de Desarrollo Social para ampliar la cobertura y mejorar la calidad de los
servicios básicos de salud, educación y vivienda; promover el crecimiento y distri-
bución con equilibrio de la población en todo el territorio nacional; alentar el desa-
rrollo ordenado de las ciudades y las regiones; privilegiar la atención a la población
y a las zonas con mayor desventaja económica y social que permita superar la
pobreza extrema y construir una Política Integral de Desarrollo Social orientada por
los principios del Nuevo Federalismo.

En virtud de lo anterior, y con fundamento en los artículos 25, 26, 105, 115 y 116 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 22, 27, 31, 32 y 37 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 33, 34, 35, 36 y 44 de la Ley de
Planeación; 25, 32, 33, 34 y 35 de la Ley de Coordinación Fiscal; 18, 19 y 25 del
Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
1998; ____________________________________ de la Constitución Política del
Estado Libre y Soberano de _________________________________;
_____________________________ de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca del Estado, las partes suscriben el presente Convenio al tenor de las siguientes:

CLÁUSULAS
CAPÍTULO PRIMERO

DEL OBJETO DEL CONVENIO

PRIMERA.- El presente Convenio tiene por objeto:

I. Coordinar la definición, ejecución, evaluación, seguimiento y aplicación de
recursos para implementar la Política para la Superación de la Pobreza;

II. Fortalecer la participación municipal en el desarrollo de dicha Política;
III. Promover y enriquecer la participación social en los procesos correlativos a la

definición e instrumentación de la Política para la Superación de la Pobreza;
IV. Impulsar el desarrollo regional y urbano;
V. Mejorar la planeación del desarrollo social y regional; y
VI. Vincular las acciones de los programas sectoriales, regionales, institucionales
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y especiales que lleven a cabo las dependencias y entidades de la Administra-
ción Pública Federal con la planeación estatal para el desarrollo, a fin de que
las acciones que en esta materia se realicen sean congruentes con las pro-
pias de la planeación nacional de desarrollo.

SEGUNDA.- El Ejecutivo Federal y el Ejecutivo del Estado de __________________,
acuerdan que este Instrumento  será la única vía de coordinación entre las Adminis-
traciones Públicas Federal y Estatal para la ejecución de programas y acciones y el
ejercicio de recursos que se lleven a cabo en la entidad federativa, durante el pre-
sente ejercicio fiscal.

Los programas y acciones que acuerden las partes, con la intervención que en su
caso corresponda a los Municipios, formarán parte de este Convenio y se formali-
zarán mediante Acuerdos de Coordinación o Anexos de Ejecución. Cuando accio-
nes de esa naturaleza se realicen con la sociedad organizada, se suscribirán Con-
venios de Concertación.

A tal efecto, las partes convienen en que los Acuerdos de Coordinación y Anexos de
Ejecución que se formalicen en el marco de este Instrumento, requerirán del otor-
gamiento del dictamen que emita la Secretaría de Desarrollo Social, con el propósi-
to de verificar su congruencia con el Convenio de Desarrollo Social, de acuerdo a lo
establecido en el Artículo 25 del Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal de 1998.

El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Desarrollo Social llevará un
registro específico de los Acuerdos de Coordinación, Anexos de Ejecución y Conve-
nios de Reasignación de Recursos que se le sometan al dictamen de congruencia
correspondiente, a efecto de informar a la H. Cámara de Diputados en el término
que señala el último párrafo del Artículo 25 del Decreto del Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 1998. En el caso de los Convenios de
Reasignación de Recursos, los proyectos deberán ser previamente sometidos a la
autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, conforme a lo dispues-
to en el citado artículo.

De la suscripción de los diversos instrumentos antes señalados, las dependencias
y entidades de la Administración Pública Federal deberán informar a la Secretaría
de Contraloría y Desarrollo Administrativo.

TERCERA.- Los Ejecutivos Federal y Estatal, se comprometen a dinamizar la des-
centralización de programas y recursos de ambos órdenes de gobierno hacia los
Municipios, acompañándolos de los apoyos correspondientes para lograr su opera-
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ción y manejo con eficiencia y a instrumentar las estrategias y mecanismos que
hagan factible un vigoroso proceso participativo de ese orden de gobierno y de la
población en la definición, ejecución, operación, control, evaluación y seguimiento
de la Política Social.

CAPÍTULO SEGUNDO
DEL FORTALECIMIENTO DEL COMITÉ DE PLANEACIÓN

PARA EL DESARROLLO DEL ESTADO (COPLADE)

CUARTA.- Los Ejecutivos Federal y Estatal acuerdan impulsar acciones conjuntas
para apoyar el mejor funcionamiento del COPLADE, para que sus actividades le
den integración y perspectiva a la acción institucional y social.

En este contexto, el Ejecutivo Estatal se compromete a formular una estrategia
orientada a perfeccionar el proceso de planeación del desarrollo estatal y regional,
y especialmente del desarrollo social, y a formular un programa de acción para el
COPLADE durante el presente ejercicio fiscal, ubicado en la perspectiva de esa
estrategia.

Por su parte, el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Desarrollo So-
cial, proporcionará en el ámbito de su competencia, los apoyos y asistencias para la
realización de las actividades a que se refiere esta cláusula.

QUINTA.- Ambas partes se comprometen a definir e instrumentar las acciones ne-
cesarias, para que sus dependencias y organismos articulen y coordinen sus pro-
gramas y actividades en el seno del COPLADE.

Asimismo, el Ejecutivo Federal se compromete a que las dependencias y entidades
de la Administración Pública Federal, que realicen acciones de impacto estatal y
local, informen al Ejecutivo Estatal, en el seno del COPLADE, sobre los programas
y actividades a realizar, avances y desarrollo de los mismos durante el ejercicio
fiscal, y los resultados y metas alcanzadas al cierre de éste.

SEXTA.- Ambos Ejecutivos se comprometen a analizar la actual estructura del
COPLADE, a efecto de identificar sus deficiencias y superarlas, adecuándola a los
nuevos retos que plantea el proceso de descentralización. La integración del
COPLADE deberá considerar en su seno, entre otros, la existencia de subcomités
de trabajo para la atención de áreas específicas en materia de atención a Regiones
Prioritarias, Desarrollo Institucional Municipal, Desarrollo Regional y Urbano, y Eva-
luación y Seguimiento, en los cuales se establecerá una estrecha coordinación con
el Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de Desarrollo Social.
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SÉPTIMA.- Para favorecer el intercambio de experiencias en materia de planeación,
apoyar el avance de la planeación del desarrollo social y regional y favorecer una
mejor coordinación y comunicación entre el Gobierno Federal y los Estados, ambas
partes se comprometen a promover e impulsar, en el ámbito de sus facultades,
mediante las reformas jurídicas necesarias, la constitución y funcionamiento de una
Comisión Nacional Coordinadora de COPLADES; asimismo, a participar en su opor-
tunidad en dicha Comisión, a través de la Secretaría de Desarrollo Social, en el
primer caso, y la Secretaría de Desarrollo Social de esta Entidad, en el segundo.

CAPÍTULO TERCERO
DE LOS PROGRAMAS PARA LA SUPERACIÓN DE LA POBREZA

Y SU FINANCIAMIENTO

OCTAVA.- Los Ejecutivos Federal y Estatal convienen en sustentar la atención de
los rezagos de la población más pobre del Estado, a través de tres vertientes estra-
tégicas principales:

1. Incrementar la cobertura de atención a grupos en extrema pobreza, a través
de mecanismos orientados a aumentar las capacidades individuales de las
personas que enfrentan condiciones sociales adversas; es decir, desarrollar el
capital humano, base fundamental para el rompimiento del círculo generacional
de la pobreza.
Para ello se puso en marcha el Programa de Educación, Salud y Alimentación
(PROGRESA), con el cual se pretende mejorar sustancialmente las condicio-
nes que, en esas materias, observan las familias pobres, con énfasis en ni-
ños, mujeres embarazadas y madres lactantes, brindando servicios suficien-
tes y de calidad en estos campos esenciales.
Adicionalmente, mantener y reforzar los programas de leche subsidiada, a
través de LICONSA, S.A. de C.V. (LICONSA), entrega gratuita de tortilla, a tra-
vés del Fideicomiso para la Liquidación al Subsidio de la Tortilla (FIDELIST) y el
abasto comunitario de productos básicos, a través de la Distribuidora e Impulsora
Comercial CONASUPO, S.A. de C.V. (DICCONSA).
De igual forma se continuarán y fortalecerán los programas de desayunos esco-
lares; los de salud, particularmente el de ampliación de cobertura y el del IMSS-
Solidaridad, como también los programas compensatorios de educación.

2. Promover la generación de empleo e ingreso. Si bien es cierto que la inversión
en alimentación, educación y salud garantiza un incremento en los niveles de
bienestar de la población, el problema de la pobreza demanda, además, de
acciones que tengan un impacto directo en la superación de los obstáculos
que impiden a los sectores más vulnerables de la población, generar un ingre-
so que satisfaga sus necesidades más elementales, para lo cual se reforzarán
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las acciones que se realizan con los recursos del Ramo 26 "Desarrollo Social
y Productivo en Regiones de Pobreza".

3. Atender a la población marginada, mediante la generación de una infraestruc-
tura social básica que permita impulsar tanto una mayor cobertura de servi-
cios, como mejorar el entorno de las comunidades que padecen las mayores
carencias al respecto, a través del Fondo de Aportaciones para la Infraestruc-
tura Social, el cual se integra por dos componentes, el relativo a la Infraestruc-
tura Social Municipal y el de Infraestructura Social Estatal.

NOVENA.- El Ramo 26 "Desarrollo Social y Productivo en Regiones de Pobreza"
se orientará a apoyar proyectos y acciones que impulsen las economías de las
regiones del Estado, así como la generación de fuentes adicionales de empleo. Los
principales programas que comprenderá serán, empleo temporal, crédito a la pala-
bra, empresas sociales, atención a zonas áridas, jornaleros agrícolas y servicio
social.

El Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de Desarrollo Social, emitirá las nor-
mas de operación de los programas y un Manual de Operación de dicho Ramo.

DÉCIMA.- El Ejecutivo Federal, a través del Ramo 26 "Desarrollo Social y Produc-
tivo en Regiones de Pobreza", asignará al Ejecutivo Estatal, recursos federales por
un monto de $__________________ para la realización de los programas que al
respecto se acuerden, los cuales serán complementados con aportaciones del Eje-
cutivo Estatal y los Municipios por un monto de $__________________ Los recur-
sos provenientes del Ramo 26 "Desarrollo Social y Productivo en Regiones de Po-
breza" del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
1998, representan el 75% y la aportación del Ejecutivo Estatal y los Municipios, el
restante 25%.

El Ejecutivo Estatal se compromete a no afectar las participaciones fiscales munici-
pales para complementar la aportación estatal prevista en este Convenio para los
programas del Ramo 26 "Desarrollo Social y Productivo en Regiones de Pobreza".

DÉCIMA PRIMERA.- Ambas partes acordarán el calendario de ministraciones de
los recursos federales del Ramo 26, conforme a la estacionalidad del gasto definida
para dicho Ramo, así como el correspondiente a los recursos estatales, el cual
deberá estar en correspondencia con el primero.

Asimismo, se comprometen a ministrar los recursos a las líneas de crédito respec-
tivas, en los términos, montos y plazos acordados en dichos calendarios, así como
a lo previsto por la Cláusula Décima de este Convenio.
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Acuerdan las partes que, de presentarse inconsistencias entre los recursos
ministrados y los ejercidos provenientes del Ramo 26 "Desarrollo Social y Producti-
vo en Regiones de Pobreza", se suspenderá su ministración, se revisará la situa-
ción observada y se explicarán las causas correspondientes, reanudándose si ello
es procedente, el suministro de fondos.

DÉCIMA SEGUNDA.- El Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social que
reciban los Estados y los Municipios, se destinará exclusivamente al financiamiento
de obras, acciones sociales básicas y a inversiones que beneficien directamente a
sectores de su población que se encuentren en condiciones de rezago social y de
pobreza extrema, en los siguientes rubros: agua potable; alcantarillado; drenaje y
letrinas; urbanización municipal; electrificación rural y de colonias pobres; infraes-
tructura básica de salud; infraestructura básica educativa; mejoramiento de vivien-
da; caminos rurales; e infraestructura productiva rural.

El Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, se integra por recursos
federales provenientes del Ramo 33 del Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 1998, del cual, conforme a la fórmula aplicada correspon-
den $_______________________ al Estado.

Dentro de ese total, corresponden al Fondo para la Infraestructura Social Municipal
$________________________ y al Fondo para la Infraestructura Social Estatal un
monto de $______________________.

El Ejecutivo Estatal se compromete a distribuir los recursos del Fondo para la Infra-
estructura Social Municipal entre los Municipios, conforme a lo dispuesto en el Ca-
pítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal.

Los Municipios podrán destinar hasta un 2% de los recursos que se les asignen
dentro de este Fondo para la Infraestructura Social Municipal, para la realización de
un Programa de Desarrollo Institucional Municipal. Este Programa será convenido
entre el Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de Desarrollo Social, el Gobier-
no Estatal y el Municipio de que se trate.

DÉCIMA TERCERA.- Los Ejecutivos Federal y Estatal convienen en reconocer que
las familias que viven en situación de pobreza extrema son la población objetivo del
PROGRESA, independientemente de su composición, estructura familiar y del lu-
gar de residencia. Para su atención, la cobertura del Programa se extenderá por
fases en las que de manera gradual se incorporará a las familias pobres; en sus
etapas iniciales se orientará a las regiones y localidades rurales marginadas del
Estado.
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DÉCIMA CUARTA.- Los Ejecutivos Federal y Estatal convienen en promover las
medidas necesarias a fin de que las familias beneficiarias del PROGRESA reciban
en forma oportuna, efectiva y adecuada los componentes básicos de este Progra-
ma, y en el ámbito de sus respectivas competencias llevarán a cabo las acciones
pertinentes para fortalecer la calidad de los servicios de educación y salud, de acuerdo
con la normatividad que al efecto emita la Coordinación Nacional del Programa de
Educación, Salud y Alimentación (CONPROGRESA).

DÉCIMA QUINTA.- El PROGRESA focalizará sus esfuerzos a las regiones y locali-
dades marginadas del Estado, garantizando en todos los casos que la selección de
estas localidades se llevará a cabo mediante criterios objetivos y procedimientos
rigurosos que aseguren una misma base de comparabilidad a nivel nacional y esta-
tal. Para tal fin, el Ejecutivo Federal y el Ejecutivo Estatal convendrán los criterios
para la selección de las localidades.

Una vez seleccionadas las localidades, el Ejecutivo Federal y el Ejecutivo Estatal
convienen en que la elección de las familias beneficiarias del Programa se hará
siguiendo los criterios imparciales, rigurosos y objetivos que han sido establecidos
por la CONPROGRESA.

DÉCIMA SEXTA.- El Ejecutivo Federal y el Ejecutivo Estatal convienen en que el
conjunto de las familias seleccionadas integrarán un Padrón de Beneficiarios del
PROGRESA, que será supervisado, actualizado y administrado por la
CONPROGRESA, informando ésta de los resultados obtenidos al Ejecutivo Estatal.

DÉCIMA SÉPTIMA.- Los Ejecutivos Federal y Estatal, como parte de las acciones
dirigidas a la Superación de la Pobreza y en el marco de la estrategia de integración
social y productiva para la incorporación al desarrollo sustentable de los grupos
más desprotegidos, acuerdan otorgar una atención prioritaria a los Municipios com-
prendidos en las zonas con mayores rezagos sociales. Para ello la identificación de
las regiones prioritarias se realizará tomando en consideración las condiciones so-
ciales de pobreza existentes en la Entidad y de acuerdo a las prioridades que esta-
blezca el Ejecutivo Estatal; con base en lo anterior, las regiones prioritarias por
atender en 1998 serán las siguientes:

Región _________________,
_________________________________________________________________.

Otros Municipios Prioritarios: _____________________________________.



RAMO 33: FONDOS DE APORTACIONES FEDERALES

166

La atención a las regiones prioritarias partirá de la formulación de los Acuerdos
Regionales para el Bienestar Social y Desarrollo Sustentable, como expresión de
una nueva relación entre sociedad y gobierno, por lo que ambos Ejecutivos se com-
prometen a promover el esfuerzo institucional para su firma.

Ambas instancias promoverán dentro del COPLADE la constitución del Subcomité
de Atención a Regiones Prioritarias, o la instancia que se considere pertinente, para
la coordinación entre los tres órdenes de gobierno y la concertación con los secto-
res social y privado, a fin de conducir la planeación de acciones de alcance regio-
nal, municipal y comunitario, y las de atención inmediata a la demanda de obras y
servicios que se requieran.

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Desarrollo Social, en su función
de Secretario Técnico del COPLADE, participará con el mismo carácter en el Sub-
comité.

DÉCIMA OCTAVA.- Los Ejecutivos Estatal y Federal, convienen en que sus depen-
dencias y entidades deberán aportar de manera oportuna al Subcomité de Atención
a Regiones Prioritarias o a la instancia de coordinación respectiva, la información
programática y presupuestal de las inversiones autorizadas en los Municipios Prio-
ritarios, que permita la integración de los programas operativos anuales regionales,
así como la distribución de la inversión en cada uno de los Municipios y localidades,
elaborándose con ello, los mapas presupuestales.

CAPÍTULO CUARTO
DE LOS PROGRAMAS DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA

DÉCIMA NOVENA.- Con objeto de apoyar el logro de los objetivos del Programa
Nacional de Desarrollo Urbano 1995-2000, los Ejecutivos Federal y Estatal, convie-
nen coordinar esfuerzos y acciones para impulsar sus estrategias y fines, brindan-
do una atención especial a las vertientes estratégicas relativas a:

• Vincular a las regiones del Estado, entre sí, y con el resto de las regiones del
país, de acuerdo con sus capacidades productivas, potenciando su desarrollo
derivado de dicha interrelación.

• Definir y aplicar las estrategias, mecanismos e instrumentos, para orientar las
inversiones institucionales y de la sociedad, en el marco estratégico y pers-
pectiva de los Planes Nacional y Estatal de Desarrollo Urbano y sus progra-
mas correspondientes.

• Consolidar el desarrollo armónico de las ciudades medias y pequeñas.
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• Articular los objetivos y estrategias en materia de desarrollo urbano y regional,
con los de la Política Social y en especial la Política para la Superación de la
Pobreza, a fin de que exista convergencia de sus acciones y resultados, en el
mejoramiento de los niveles de bienestar de la población, particularmente de
los grupos más pobres.

• Impulsar estrategias y mecanismos que promuevan una interrelación socioeco-
nómica de los centros poblacionales del Estado, más eficiente, así como el
desarrollo sustentable de sus regiones, y la coordinación y concertación de
inversiones y recursos públicos y privados, así como la participación social en
general, para favorecer un ordenamiento territorial y de los asentamientos
humanos del Estado, que apoye el mejoramiento de los niveles de bienestar
de la población.

• Alentar la incorporación de suelo al crecimiento urbano ordenado.
• Promover la desregulación y la reducción de los costos indirectos asociados a

la construcción, adquisición y titulación de vivienda social.
• Fomentar el desarrollo y aplicación de innovaciones tecnológicas para la edi-

ficación de vivienda.
• Impulsar la incorporación de subsidios al frente, directos y transparentes, en

el financiamiento para la adquisición de la vivienda de interés social, bajo el
principio de otorgar un mayor subsidio como proporción del valor de la vivien-
da, en la medida en que el ingreso del beneficiario sea menor.

• Estimular esquemas de ahorro previo para la vivienda, y
• Promover las reformas legales necesarias para la consolidación del mercado

primario de hipotecas y para la creación de las condiciones que requiere el
desarrollo de un mercado secundario.

Con objeto de apoyar la coordinación y articulación de las acciones y esfuerzos de
los tres órdenes de gobierno y de la sociedad, en materia de desarrollo urbano y
regional, el Ejecutivo del Estado se compromete a fortalecer el Subcomité de Desa-
rrollo Urbano del COPLADE.

VIGÉSIMA.- Con objeto de apoyar un desarrollo urbano armónico y equilibrado,
que sea impulsor del desarrollo estatal y regional, y del bienestar de la población,
los Ejecutivos Federal y Estatal, acuerdan implementar los siguientes programas
estratégicos:

a) Programa de Cien Ciudades.
Dentro de este Programa participará la ciudad de Linares, en cuyo ámbito se
realizarán acciones de ampliación de la infraestructura de vialidad y transpor-
te, equipamiento y servicios urbanos, regulación del uso del suelo y adminis-
tración urbana.
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b) Programa de Residuos Sólidos Municipales.
Dentro de este Programa participará la ciudad de Linares, en cuyo ámbito se
realizarán acciones de equipamiento, recolección, manejo y disposición final
de desechos sólidos municipales.

c) Programa de Reactivación Económica y Social de los Centros de las Ciudades.
Dentro de este Programa participarán las ciudades de Linares y San Nicolás
de los Garza, en cuyo ámbito se realizarán acciones de reactivación económi-
ca y social en los centros de las ciudades.

d) Programa de Ahorro y Subsidios para la Vivienda Progresiva.

Inicia sus operaciones en este año como Programa Piloto y su objetivo es generar
una oferta de viviendas de tipo progresivo para atender a la población urbana de los
estratos de ingresos más bajos, mediante un esquema que combina ahorro y subsi-
dios directos y que alienta la corresponsabilidad entre los tres órdenes de gobierno
y los beneficiarios.

El marco estratégico específico, la integración de los programas de inversión y ac-
ción, las acciones a realizar, el peso relativo de cada una, los esquemas de partici-
pación social e institucional, y la estructura financiera entre los distintos órdenes de
gobierno y los beneficiarios directos, serán acordados por el Ejecutivo Federal, a
través de la Secretaría de Desarrollo Social, y el Ejecutivo del Estado.

En ese contexto de trabajo coordinado, el Ejecutivo Federal se compromete a im-
pulsar una creciente participación del Estado, en la definición, implementación, con-
trol, evaluación y seguimiento, de los programas y acciones correspondientes, acorde
con el objetivo de promover el desarrollo de un moderno federalismo y un proceso
de descentralización dinámico y fortalecido.

Ambas partes acuerdan asimismo, favorecer e impulsar la participación de los Mu-
nicipios y de la sociedad, en los procesos de definición e integración de los Progra-
mas anteriores, en su ejecución, evaluación y seguimiento, estableciendo al efecto
los mecanismos e instrumentos respectivos.

VIGÉSIMA PRIMERA.- En caso de existir un fenómeno de conurbación
intermunicipal, el Ejecutivo Federal promoverá ante el Ejecutivo Estatal y Munici-
pios involucrados, la elaboración, actualización y vigencia de programas de ordena-
miento de zonas conurbadas y, de manera coordinada, determinar prioridades, ac-
ciones y recursos financieros, que permitan enfrentar la problemática compartida
manteniendo la equidad en la distribución de cargas y beneficios. Los aspectos
relativos a dichas zonas conurbadas se examinarán en el seno del Subcomité de
Desarrollo Urbano del COPLADE.
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VIGÉSIMA SEGUNDA.- En virtud de la naturaleza concurrente que en materia de
asentamientos humanos se contempla en la Constitución General de la República,
el Ejecutivo Estatal promoverá que su legislación sobre desarrollo urbano sea con-
gruente con la Ley General de Asentamientos Humanos, y actualizará su Programa
Estatal de Desarrollo Urbano, y elaborará estudios para determinar las acciones de
ordenamiento territorial de los centros de población, tomando en cuenta a los secto-
res social y privado en la definición, jerarquización y vigilancia de acciones de me-
joramiento, construcción y ampliación de localidades urbanas y de servicios.

CAPÍTULO QUINTO
DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN LA POLÍTICA DE DESARROLLO SOCIAL

VIGÉSIMA TERCERA.- El Ejecutivo Federal y el Ejecutivo Estatal acuerdan mante-
ner e incrementar las acciones de estímulo a la participación social mediante el
cumplimiento de los siguientes compromisos en sus respectivos ámbitos de res-
ponsabilidad:

a) Promover las reformas necesarias, a efecto de que se consolide o incorpore,
en su caso, a los ordenamientos jurídicos correspondientes, la figura de los
Consejos de Desarrollo Municipal, como la instancia fundamental para la ope-
ración y desarrollo del Fondo para la Infraestructura Social Municipal y órgano
de articulación y coordinación de los esfuerzos y acciones de los Ayuntamien-
tos y la sociedad municipal, para impulsar el desarrollo de los Municipios y su
población.

b) Convenir e impulsar con los Municipios un amplio programa de difusión a las
comunidades, acerca de los objetivos, características y condiciones de opera-
ción del Fondo para la Infraestructura Social Municipal.

c) Promover ante los Municipios, que los programas del Fondo para la Infraes-
tructura Social Municipal, sean ejecutados preferentemente por los Comités
Comunitarios, con el apoyo y la asesoría de los Ayuntamientos, Ejecutivo Es-
tatal, Secretaría de Desarrollo Social y otras dependencias competentes.

d) Consolidar el papel de los Consejos de Desarrollo Municipal para extender su ám-
bito participativo a todos los programas institucionales incidentes en los Municipios.

CAPÍTULO SEXTO
DEL DESARROLLO INSTITUCIONAL MUNICIPAL

VIGÉSIMA CUARTA.- El Ejecutivo del Estado, se compromete a entregar al Eje-
cutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Desarrollo Social, el Programa de
Desarrollo Institucional Municipal de Mediano Plazo, así como a formular el Programa
Operativo Anual de Desarrollo Institucional Municipal para el Ejercicio Fiscal de 1998.
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El Ejecutivo del Estado promoverá y acordará con los Municipios la formulación de
su Programa Operativo Anual de 1998 y los apoyará para su elaboración, conside-
rando como marco de referencia general, el Programa de Desarrollo Institucional
Municipal de Mediano Plazo. Asimismo, convendrá con los Municipios que el ejerci-
cio de los recursos se supedite a su respectivo Programa Operativo Anual de Desa-
rrollo Institucional Municipal.

El Ejecutivo Federal establece el compromiso de apoyar de acuerdo con sus posibi-
lidades, a través de la Secretaría de Desarrollo Social, las actividades de adecua-
ción, en su caso, del Programa de Desarrollo Institucional Municipal de Mediano
Plazo y la formulación del Programa Operativo Anual de Desarrollo Institucional
Municipal de 1998. Ambas actividades deberán realizarse con el concurso de los
Municipios, para lo cual el Ejecutivo del Estado establecerá los mecanismos
operativos que hagan posible dicha participación.

VIGÉSIMA QUINTA.- El Ejecutivo del Estado se compromete a fortalecer el Sub-
comité de Desarrollo Institucional Municipal del COPLADE y a formular un programa
de trabajo para el mismo. Por su parte, el Ejecutivo Federal se compromete a apoyar
el desarrollo de las actividades anteriores y a participar en dicho Subcomité, a través
de la Secretaría de Desarrollo Social, fungiendo como Secretario Técnico del mismo.

CAPÍTULO SÉPTIMO
DE LA OPERACIÓN Y CONSERVACIÓN DE LA INFRAESTRUCTURA

SOCIAL BÁSICA

VIGÉSIMA SEXTA.- El Ejecutivo Estatal se compromete a definir e instrumentar un
Programa para el Mantenimiento de la Infraestructura Social Básica, cuyo objetivo
será hacer eficiente la operación, mantenimiento y conservación de las obras e
infraestructura social básica.

El Ejecutivo Federal, por medio de la Secretaría de Desarrollo Social, se compro-
mete a apoyar el desarrollo de las actividades anteriores. Particularmente, propon-
drá al Ejecutivo del Estado, documentos metodológicos que, en su caso, podrán
orientar la realización de esos trabajos.

Al efecto, el Ejecutivo Estatal asume los siguientes compromisos:

1) Promover y acordar con los Municipios la formulación y operación de un pro-
grama similar en cada uno de ellos, así como la asignación de parte de los
recursos que se les asignen dentro del Fondo para la Infraestructura Social
Municipal para apoyar la ejecución de dicho programa;
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2) Promover y acordar con los Municipios que dentro de los Programas Operativos
Anuales de Desarrollo Institucional Municipal, se consideren con prioridad, los
proyectos de asistencia técnica en la materia;

3) Constituir dentro de los subcomités respectivos del COPLADE, grupos de tra-
bajo responsables de coordinar y dar seguimiento a los programas y estrate-
gias que se formulen y acuerden al respecto.

CAPÍTULO OCTAVO
DE LA EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO DE LA POLÍTICA SOCIAL

VIGÉSIMA SÉPTIMA.- El Ejecutivo Estatal se compromete a formular y entregar al
Ejecutivo Federal, por la vía de la Secretaría de Desarrollo Social, un informe de
evaluación que permita conocer la reducción de los diversos rezagos sociales al-
canzados, como resultado de la operación de los Fondos señalados en el Ramo 33,
en especial el correspondiente al de Aportaciones para la Infraestructura Social, así
como del Ramo 26 "Desarrollo Social y Productivo en Regiones de Pobreza". Este
informe debe presentarse al término del ejercicio fiscal e incluir además una estima-
ción de la evolución de los indicadores sociales para el siguiente año.

VIGÉSIMA OCTAVA.- El Ejecutivo Federal y el Estatal realizarán conjuntamente
reuniones periódicas de evaluación y seguimiento con el objeto de analizar tanto
los avances como los problemas registrados y proponer medidas que mejoren el
impacto de los programas para superar la pobreza. Adicionalmente, ambas partes
llevarán a cabo evaluaciones periódicas en las regiones prioritarias, para medir el
impacto del esfuerzo institucional en esos Municipios y conocer la disminución de
los rezagos sociales.

VIGÉSIMA NOVENA.- El Ejecutivo del Estado se compromete a proporcionar al
Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Desarrollo Social, de conformi-
dad en lo dispuesto en el Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 1998, la información correlativa a la operación y desarro-
llo del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, y del Ramo 26 "Desa-
rrollo Social y Productivo en Regiones de Pobreza", con las particularidades, tiem-
pos y términos definidos por esa Secretaría.

TRIGÉSIMA.- El Ejecutivo Federal y el Ejecutivo Estatal convienen que los trabajos
de evaluación y seguimiento del PROGRESA estarán a cargo de la CONPROGRESA
de acuerdo a la normatividad que al efecto emita, por lo cual ésta será la responsa-
ble del manejo de la base de datos que resulte del proceso de selección del padrón
de familias beneficiarias, así como de la información estadística y geográfica de la
operación del Programa, manteniendo informado de lo anterior al Ejecutivo Estatal.
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CAPÍTULO NOVENO
DEL SISTEMA ESTATAL DE CONTROL Y DESARROLLO ADMINISTRATIVO

TRIGÉSIMA PRIMERA.- El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Contra-
loría y Desarrollo Administrativo, se compromete a asesorar y apoyar al Ejecutivo
Estatal en la realización de acciones para la instrumentación y consolidación de los
sistemas de control y evaluación y para el desarrollo y modernización de las Admi-
nistraciones Públicas Estatal y Municipales, a fin de asegurar la aplicación transpa-
rente, honesta y eficaz de los recursos federales objeto del presente Convenio.

Para efecto de lo anterior, las Secretarías de Desarrollo Social, y de Contraloría y
Desarrollo Administrativo en el ámbito de sus respectivas competencias, conjunta-
mente con el órgano estatal de control llevarán a cabo periódicamente el análisis de
resultados de las acciones realizadas a fin de proponer, en su caso, las medidas
pertinentes para el logro de los objetivos.

TRIGÉSIMA SEGUNDA.- En el caso del PROGRESA, la CONPROGRESA, y la
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, conjuntamente con el órgano
estatal de control, llevarán a cabo periódicamente el análisis de los resultados de
las acciones realizadas en el Estado de conformidad con el programa de trabajo
que al efecto se acuerde.

TRIGÉSIMA TERCERA.- El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de
Contraloría y Desarrollo Administrativo, y el Ejecutivo Estatal a través de la Unidad
de Control y Evaluación del COPLADE, que será coordinado por el titular del órga-
no interno de control del Ejecutivo Estatal, realizarán la fiscalización y evaluación
periódica de los programas, proyectos y acciones ejecutados en la Entidad con
recursos federales, con el objeto de conocer el grado de su cumplimiento y propo-
ner, en su caso, las medidas que sean necesarias para consolidar los avances, o
bien para prever insuficiencias o corregir irregularidades detectadas.

TRIGÉSIMA CUARTA.- El Ejecutivo Federal, conforme a la normatividad que al
efecto establezca a través de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administra-
tivo y el Ejecutivo Estatal llevarán a cabo acciones tendientes a impulsar y consoli-
dar el Programa de Contraloría Social, en la ejecución de los programas de este
Convenio, apoyando y promoviendo la participación comunitaria organizada en el
control y vigilancia de las acciones y obras financiadas parcial o totalmente con
recursos federales.

A tal efecto, el Ejecutivo Estatal, por conducto del órgano estatal de control, propon-
drá y acordará con el Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Contraloría y
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Desarrollo Administrativo, un programa de trabajo para el presente ejercicio fiscal,
observando la normatividad establecida por la citada dependencia. Asimismo, con-
vienen en proporcionar el apoyo, capacitación y asesoría técnica a los Vocales de
Control y Vigilancia de los Comités Comunitarios y a los Vocales de los Consejos de
Desarrollo Municipal, para impulsar y consolidar la estrategia del Programa de Con-
traloría Social.

TRIGÉSIMA QUINTA.- El Ejecutivo Estatal se compromete a continuar promovien-
do e impulsando el Sistema de Atención a la Ciudadanía y de Quejas y Denuncias,
en relación con los programas, obras y acciones realizadas en el marco de este
Convenio, informando periódicamente a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo
Administrativo sobre la situación de las mismas.

Para la adecuada operación y consolidación de este Sistema, el Ejecutivo Federal,
a través de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, proporcionará
el apoyo y asistencia necesarios.

TRIGÉSIMA SEXTA.- El Ejecutivo Estatal se compromete a entregar trimestral-
mente a las Secretarías de Desarrollo Social, y de Contraloría y Desarrollo Adminis-
trativo, la información programática-presupuestal y de avances físicos y financie-
ros, en relación con la ejecución de los distintos programas previstos en el Ramo 26
"Desarrollo Social y Productivo en Regiones de Pobreza", acompañada de los infor-
mes de resultados de la evaluación que se lleve a cabo en el seno de la Unidad de
Control y Evaluación del COPLADE, así como a solicitud de parte, la documenta-
ción de carácter técnico, administrativo o contable relativa a los mismos programas.

Asimismo, el Ejecutivo Estatal se compromete a proporcionar a la Secretaría de
Contraloría y Desarrollo Administrativo la información que la misma requiera para
efectuar la inspección y vigilancia del ejercicio de los demás recursos federales que
se transfieran o reasignen al Estado.

TRIGÉSIMA SÉPTIMA.- El Ejecutivo Estatal se compromete a continuar promo-
viendo y apoyando la creación de los órganos de control y evaluación en las admi-
nistraciones municipales, así como la existencia de vocales de control y vigilancia
en los Consejos de Desarrollo Municipal y Comités Comunitarios, a efecto de avan-
zar en el esquema de coordinación Federación-Estado-Municipio en esta materia.

A tal efecto, los Ejecutivos Federal y Estatal proporcionarán a los Municipios la
asesoría y apoyo técnico necesarios, a fin de que se establezcan los mecanismos
de supervisión y vigilancia del gasto público, particularmente el que corresponde a
recursos aplicados en el marco de este Convenio.
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TRIGÉSIMA OCTAVA.- Los Ejecutivos Federal y Estatal, continuarán elaborando el
Inventario Estatal de Obra Pública, registrando en el mismo, las obras terminadas y
aquellas que se encuentren en proceso, enviándose a las Secretarías de Desarrollo
Social, y de Contraloría y Desarrollo Administrativo para la planeación y ejecución
de los programas de trabajo correspondientes.

CAPÍTULO DÉCIMO
ESTIPULACIONES FINALES

TRIGÉSIMA NOVENA.- Los Ejecutivos Federal y Estatal acuerdan realizar las ac-
ciones necesarias para cumplir con los compromisos pactados en este Convenio,
así como en los Acuerdos de Coordinación, Anexos de Ejecución y Convenios de
Concertación que de él deriven. En el evento de que, cuando en el cumplimiento de
alguna de las obligaciones específicas que se asumen en este Convenio, se pre-
senten casos fortuitos o de fuerza mayor que motiven el incumplimiento a lo pacta-
do, la contraparte quedará liberada del cumplimiento de las obligaciones que le son
correlativas; manifestando dichas circunstancias por escrito, a la brevedad posible.

CUADRAGÉSIMA.- Cuando el incumplimiento del presente Convenio, Acuerdos
de Coordinación, Anexos de Ejecución, Convenios de Concertación y manuales
respectivos, sea consecuencia del dolo, culpa o negligencia de los servidores públi-
cos y demás autoridades a quienes compete realizar las acciones previstas en di-
chos instrumentos, las partes convienen en que se procederá a comunicar los he-
chos a las autoridades federales o locales que resulten competentes, a fin de que
se determinen las responsabilidades administrativas, civiles o penales en que se
hubieren incurrido y se apliquen las sanciones que conforme a derecho procedan.

De las controversias que se susciten con motivo de la ejecución del presente Con-
venio, conocerá la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación.

CUADRAGÉSIMA PRIMERA.- Los Ejecutivos Federal y Estatal convienen en que
serán causas de inobservancia del presente Convenio las siguientes:

I . El incumplimiento de los Acuerdos de Coordinación, Anexos de Ejecución o
Convenios de Concertación derivados del presente Convenio, así como de los
manuales de operación de los distintos programas federales; y el incumpli-
miento de los Convenios que tienen por objeto la reasignación del gasto fede-
ral.

II. La aplicación de recursos federales transferidos al Estado a fines distintos de
los pactados.
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III. La falta de entrega de la información, reportes y demás documentación pre-
vista en diversos instrumentos derivados de este Convenio.

CUADRAGÉSIMA SEGUNDA.- En el caso de presentarse incumplimiento a los
Convenios de Reasignación, las Secretarías de Hacienda y Crédito Público, y de
Contraloría y Desarrollo Administrativo, en coordinación con la dependencia que
participe en la reasignación, en el ámbito de sus respectivas competencias aplica-
rán las medidas que conforme a derecho procedan.

CUADRAGÉSIMA TERCERA.- Este Convenio surte sus efectos para el presente
ejercicio fiscal, a partir del día primero de enero de mil novecientos noventa y ocho
y deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano informati-
vo oficial del Gobierno del Estado, con el propósito de que la población conozca de
las acciones coordinadas de la Federación con el Estado.

El presente Convenio se suscribe por los titulares de los Ejecutivos Federal y Esta-
tal, así como por los servidores públicos federales y estatales que a continuación se
señalan: El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Ernesto Zedillo Ponce
de León.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Francisco Labastida Ochoa.-
Rúbrica.- El Secretario de Hacienda y Crédito Público, José Ángel Gurría Treviño.-
Rúbrica.- El Secretario de Desarrollo Social, Carlos Rojas Gutiérrez.- Rúbrica.- El
Secretario de Contraloría y Desarrollo Administrativo, Arsenio Farell Cubillas.- Rú-
brica.- El Gobernador del Estado de ______________________,
____________________________________.- Rúbrica.- El Secretario General de
Gobierno, ____________________________.- Rúbrica.- El Secretario de Finan-
zas y Tesorero General del Estado, _____________________________.- Rúbrica.-
El Secretario de Desarrollo Social, ________________________________.- Rú-
brica.- El Secretario de la Contraloría General del Estado,
________________________________.- Rúbrica.
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Anexo VIII: Convenio
de Coordinación

para la Descentralización de los
Servicios de Educación

para Adultos
CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA DESCENTRALIZACIÓN DE LOS SER-
VICIOS DE EDUCACIÓN PARA ADULTOS DEL ESTADO DE
_________________________________, QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, LA
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA, LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉ-
DITO PÚBLICO, LA SECRETARÍA DE CONTRALORÍA Y DESARROLLO ADMI-
NISTRATIVO Y EL INSTITUTO NACIONAL PARA LA EDUCACIÓN DE LOS ADUL-
TOS Y, POR LA OTRA, EL GOBIERNO DEL ESTADO DE
_____________________________________, CON LA PARTICIPACIÓN DE LA
FEDERACIÓN DE SINDICATOS DE TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTA-
DO Y DEL  SINDICATO ÚNICO DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO NACIONAL
PARA LA EDUCACIÓN DE LOS ADULTOS.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.-
Secretaría de Educación Pública.

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA DESCENTRALIZACIÓN DE LOS SER-
VICIOS DE EDUCACIÓN PARA ADULTOS DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO
DE __________________________________, QUE CELEBRAN POR UNA PAR-
TE EL EJECUTIVO FEDERAL, A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN
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PÚBLICA, EN LO SUCESIVO “LA SEP”,  REPRESENTADA POR SU TITULAR C.
MIGUEL LIMÓN ROJAS, LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO,
EN LO SUCESIVO "LA SHCP", REPRESENTADA POR SU TITULAR JOSÉ ÁN-
GEL GURRÍA TREVIÑO; LA SECRETARÍA DE CONTRALORÍA Y DESARROLLO
ADMINISTRATIVO, EN LO SUCESIVO "LA SECODAM", REPRESENTADA POR
SU TITULAR ARSENIO FARELL CUBILLAS Y EL INSTITUTO NACIONAL PARA LA
EDUCACIÓN DE LOS ADULTOS, EN LO SUCESIVO “EL INEA”, REPRESENTA-
DO POR SU DIRECTOR GENERAL JOSÉ ANTONIO CARRANZA PALACIOS; Y
POR LA OTRA, EL GOBIERNO DEL ESTADO DE
____________________________________, EN LO SUCESIVO "EL GOBIERNO
DEL ESTADO", REPRESENTADO POR
_______________________________________, EN SU CARÁCTER DE GOBER-
NADOR CONSTITUCIONAL; EL SECRETARIO DE GOBIERNO
________________________________________, EL SECRETARIO DE EDUCA-
CIÓN ____________________________________, EL SECRETARIO DE FINAN-
ZAS, __________________________________ Y EL SECRETARIO DE LA CON-
TRALORÍA ESTATAL ______________________________; CON LA PARTICIPA-
CIÓN DE LA FEDERACIÓN DE SINDICATOS DE TRABAJADORES AL SERVICIO
DEL ESTADO, EN LO SUCESIVO “LA FSTSE”, REPRESENTADA POR EL SE-
CRETARIO GENERAL DE SU COMITÉ EJECUTIVO NACIONAL, JOEL AYALA
ALMEIDA; Y DEL SINDICATO ÚNICO DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO NA-
CIONAL PARA LA EDUCACIÓN DE LOS ADULTOS, EN LO SUCESIVO “EL
SUTINEA”, REPRESENTADO POR EL SECRETARIO GENERAL DE SU COMITÉ
EJECUTIVO NACIONAL, MARCO ANTONIO DE LA O ZAVALA, AL TENOR DE
LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES:

ANTECEDENTES

1.- Con fecha 23 de agosto de 1944 se publicó en el Diario Oficial de la Federa-
ción, la Ley que Establece la Campaña Nacional Contra el  Analfabetismo, en
la que se señala como obligación de todo mexicano mayor de 18 y menor de
60 años, que sepa leer y escribir el español, de enseñar a leer y a escribir
cuando menos a otro habitante de la republica que no sepa hacerlo y cuya
edad esté comprendida entre los 6 y los 40 años, instituyéndose
consiguientemente la  obligación de aprender a leer y a escribir y en reciproci-
dad gozar del derecho a que se le enseñe a hacerlo. Esta Campaña Nacional
Contra el Analfabetismo fue prolongada y ratificada sucesivamente hasta que
entró en vigor la Ley Nacional de Educación para Adultos, publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1975 y por la que se
adoptaron las medidas permanentes contra el analfabetismo.
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2.- La Ley General de Educación en vigor, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 13 de julio de 1993, por la que se abrogó la Ley Nacional de
Educación para Adultos, recogió las obligaciones del estado mexicano de pres-
tar servicios de educación para adultos, la cual define como aquella que está
destinada a individuos de 15 años o más que no hayan cursado o concluido
la educación básica y comprende, entre otras, la alfabetización, la educa-
ción primaria y la secundaria, así como la formación para el trabajo, con las
particularidades adecuadas a dicha población y se apoyará en la solidaridad
social.

3.- De conformidad con lo previsto por los  artículos 3o. fracción VIII y 73 fracción
XXV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Congre-
so de la Unión le otorga pleno reconocimiento y validez al federalismo educa-
tivo, mediante la conveniente distribución del ejercicio de la función social edu-
cativa entre la Federación, los Estados y los Municipios, así como a fijar las
aportaciones económicas para la prestación de este servicio público, con el fin
de unificar y coordinar la educación en toda la república.

4.- El Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000 establece que el nuevo federalismo
debe surgir del reconocimiento de los espacios de autonomía de las comuni-
dades políticas y del respeto a los universos de competencia de cada uno de
los órdenes gubernamentales, a fin de articular armónica y eficazmente, la
soberanía de los estados y la libertad de los municipios, con las facultades
constitucionales propias del gobierno federal; así como promover la participa-
ción social y definir un nuevo marco de relaciones entre el estado, los ciuda-
danos y sus organizaciones.

5.- El Programa de Desarrollo Educativo 1995-2000 expresa que la federalización
ha permitido el mejoramiento en la prestación de los servicios y ha hecho
posible la aplicación de modalidades diversas, según las características de
cada  estado y región, sin que se vea afectada la unidad esencial de la educa-
ción nacional. En esa virtud, el gobierno federal ha venido alentando una ma-
yor participación de los gobiernos estatales para abatir el rezago educativo y
especialmente en la educación básica para adultos.

6.- El programa de modernización de la  administración pública 1995-2000 mani-
fiesta que la presente administración tiene el firme propósito de dar un mayor
impulso a la descentralización de funciones y recursos de la federación hacia
los gobiernos estatales y municipales, así como a la descentralización admi-
nistrativa; es decir, a aquella que se lleva a cabo al interior de la propia admi-
nistración pública federal.
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7.- El programa para un nuevo federalismo 1995-2000, propicia como estrategia
la celebración de convenios de coordinación con los gobiernos estatales con
el objeto de transferir los programas de alfabetización para adultos, primaria,
secundaria, educación comunitaria y capacitación no formal para el trabajo.

8.- En el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de febrero
de 1998, se aprobó el programa para superar la pobreza 1995-2000, en el que
se establecen dos vertientes de la política social y en las cuales se incluye a la
educación con fines coherentes al Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000 y al
programa para un nuevo federalismo 1995-2000, en la medida en que asume
la federalización como una de sus estrategias, considerando que el analfabe-
tismo y una instrucción básica insuficiente son factores de índole estructural
que inciden en el círculo de la pobreza extrema; por lo que, el reto es continuar
el esfuerzo de brindar a la población adulta educación básica y capacitación
no formal para el trabajo.

9.- El Decreto por el que se aprueba el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el ejercicio fiscal de 1998, establece en su artículo 25 que para la
reasignación del gasto público federal a las entidades federativas y de las
funciones y responsabilidades inherentes a dicha reasignación, el Ejecutivo
Federal, por conducto de “LA SHCP”, “LA SECODAM” y las dependencias
encargadas de programas y recursos que se reasignen, celebrará convenios
con los gobiernos estatales, para determinar los recursos a reasignar, procu-
rando que su distribución se efectúe con base en una fórmula y criterios que
aseguren transparencia en su reasignación.

10.- En el Convenio de Desarrollo Social suscrito  el _________________ de 1998
entre los ejecutivos federal y del estado libre y soberano de
____________________________, se establece como objeto: coordinar la de-
finición, ejecución, evaluación, seguimiento y aplicación de recursos para
implementar la política para la superación de la pobreza; promover y enrique-
cer la participación social y regional; y vincular las acciones de los programas
sectoriales e  institucionales que lleven a cabo las dependencias y entidades
de la administración pública federal con la planeación estatal para el desarro-
llo, a fin de que las acciones que al efecto se realicen sean congruentes con
las propias de la planeación nacional de desarrollo.
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DECLARACIONES
DE “LA SEP”

I.- Que es una dependencia de la administración pública federal centralizada,
conforme a lo dispuesto por los artículos 90 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o. y 26 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal.

II.- Que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 38 de la citada Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, tiene a su cargo el ejercicio de la función
social educativa.

III.- Que en concordancia con lo dispuesto por los artículos 3o. y 31 fracción I de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de
Educación en sus artículos 2o. y 3o., reitera el derecho de todo individuo a
recibir educación y, por lo tanto, todos los habitantes del país tienen las mis-
mas oportunidades de acceso al sistema educativo nacional.

Consecuentemente, el Estado Mexicano está obligado a prestar servicios educati-
vos para que toda la población pueda cursar la educación preescolar, la primaria y
la secundaria.

IV.- Que en el programa para un nuevo federalismo 1995-2000, se establece como
estrategia y con el propósito de garantizar la articulación y el alcance de las
metas de la descentralización, utilizar la celebración de convenios de coordi-
nación entre el Ejecutivo Federal por conducto de las dependencias respon-
sables y los gobiernos estatales; encontrándose agrupado dentro del sector
que coordina esta dependencia, el Instituto Nacional para la Educación de los
Adultos, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 48 y 49 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal.

V.- Que para los efectos del presente convenio, señala como su domicilio legal el
ubicado en Argentina numero 28, 2o. piso, Colonia Centro, Delegación
Cuauhtemoc, Código Postal 06029, México, Distrito Federal.

DE “LA SHCP”

I.- Que es una dependencia de la administración pública federal centralizada,
conforme a lo dispuesto por los artículos 90 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o. y 26 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal.
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II.- Que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 31 de la citada Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, tiene a su cargo proyectar y calcular los
egresos del gobierno federal y de la administración pública paraestatal, ha-
ciéndolos compatibles con la disponibilidad de recursos y en atención a las
necesidades y políticas del desarrollo nacional.

III.- Que en el programa para un nuevo federalismo 1995-2000, se establece como
estrategia y con el propósito de garantizar la articulación y el alcance de las
metas de la descentralización, utilizar la celebración de convenios de coordi-
nación entre las dependencias responsables y los gobiernos estatales, con la
participación de las secretarías de  Hacienda y Crédito Publico y de Contralo-
ría y Desarrollo Administrativo.

IV.- Que está facultada para interpretar las disposiciones del Decreto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 1998 para efec-
tos administrativos y establecer las medidas conducentes a su correcta apli-
cación y, en su caso, recomendar medidas conducentes a homogeneizar, ra-
cionalizar y ejercer un mejor control del gasto publico federal en las depen-
dencias, entidades y demás ejecutores de gasto.

V.- Que para los efectos del presente convenio, señala como su domicilio legal, el
ubicado en Avenida Constituyentes número 1001, Colonia Belén de las Flo-
res, Delegación Álvaro Obregón, Código Postal 01110, México, Distrito Fe-
deral.

DE “LA SECODAM”

I.- Que es una dependencia de la administración pública federal centralizada,
conforme a lo dispuesto por los artículos 90 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o. y 26 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal.

II.- Que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 37 de la citada Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, tiene a su cargo organizar y coordinar el
sistema de control y evaluación gubernamental; inspeccionar y vigilar el ejer-
cicio del gasto público federal y su congruencia con los  presupuestos de
egresos; vigilar que las dependencias y entidades de la administración pública
federal cumplan con las normas y disposiciones en materia de planeación,
presupuestación, contratación de adquisiciones, arrendamientos, servicios, y
ejecución de obra pública, conservación, uso, destino, afectación, enajena-
ción y baja de bienes muebles e inmuebles, almacenes y demás activos y
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recursos materiales de la administración pública federal, así como organizar y
coordinar el desarrollo administrativo integral de las dependencias y entida-
des, a fin de que los recursos humanos, patrimoniales y los procedimientos
técnicos de la misma, sean aprovechados y aplicados con criterios de eficien-
cia, buscando en todo momento la eficacia, descentralización, desconcentra-
ción y simplificación administrativa.

III.- Que en el programa para un nuevo federalismo 1995-2000, se establece como
estrategia y con el propósito de garantizar la articulación y el alcance de las
metas de la descentralización, utilizar la celebración de convenios de coordi-
nación entre las dependencias  responsables y los gobiernos estatales, con la
participación de las Secretarías de Hacienda y Crédito Público y de Contralo-
ría y Desarrollo Administrativo.

IV.- Que para los efectos del presente convenio, señala como su domicilio legal, el
ubicado en Avenida Insurgentes Sur número 1735, último piso, Colonia
Guadalupe Inn, Delegación Álvaro  Obregón, Código Postal 01020, México,
Distrito Federal.

DE “EL INEA”

I.- Que es un organismo descentralizado de la administración pública federal,
con personalidad jurídica y patrimonio propio, creado por decreto del Ejecuti-
vo Federal publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de agosto de
1981, que tiene por objeto promover, organizar e  impartir educación básica
para adultos.

II.- Que para el cumplimiento de su objeto y según lo establecido por el artículo
2o. fracciones I, II, IV, V, VI Y VIII del mencionado decreto presidencial, tiene
facultades para promover y proporcionar servicios de alfabetización, de edu-
cación primaria y secundaria para adultos; promover y realizar investigación
en la misma modalidad educativa; participar en la formación del personal que
requiera para la prestación de dichos servicios; coadyuvar a la educación co-
munitaria para adultos; acreditar los estudios que se realicen en “EL INEA”,
conforme a los objetivos, contenidos y programas que establezca la Secreta-
ría de Educación Pública; y apoyar, cuando lo requieran, a dependencias, or-
ganismos, asociaciones y empresas, en tareas afines que se desarrollen.

III.- Que en los términos de los artículos 5o. fracción IV de su Decreto de creación
y 30 de su estatuto orgánico, publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 5 de agosto de 1991, cuenta con delegaciones estatales cuyos titulares
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auxilian al director general en el ejercicio de sus funciones, con las facultades
que le confiere el artículo 34 de su propio estatuto orgánico, para los efectos
de promover y organizar en coordinación con los gobiernos estatales y muni-
cipales, servicios educativos para adultos, así como apoyar los programas de
descentralización y modernización de “EL INEA”.

IV.- Que por acuerdo del Ejecutivo Federal y con fundamento en lo dispuesto por
el artículo 48 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, esta
entidad paraestatal se encuentra agrupada dentro del sector coordinado por
la Secretaria de Educación Pública.

V.- Que para los efectos del presente convenio, señala como su domicilio legal el
edificio ubicado en la Calle de Francisco Márquez número 160, Colonia
Condesa, Delegación Cuauhtémoc, Código Postal 06140, México, Distrito
Federal.

DE "EL GOBIERNO DEL ESTADO"

I.- Que el estado de ----------_______________________, conforme a lo dispuesto
por los artículos 40, 42 fracción i y 43 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 1o. de la Constitución Política local, es un Estado
Libre y Soberano que forma parte integrante de la Federación y el ejercicio del
poder ejecutivo se deposita en el gobernador del estado, con las atribuciones
y funciones que le confieren los artículos _________________ de la Constitu-
ción Política del Estado Libre y Soberano de __________________________;
y __________________________ de la Ley  Orgánica de la Administración
Pública del propio estado, quien se auxilia por su Secretaría de Gobierno y
Secretaría de Educación, para el  estudio, planeación y despacho de los asun-
tos relacionados con la política educativa de la entidad.

II.- Que es su propósito mejorar el nivel educativo de la población en su circuns-
cripción territorial y contribuir al desarrollo cultural del país, así como partici-
par en los servicios educativos para adultos, de acuerdo a lo establecido en
los artículos 13, 14 y 43 de la Ley General de Educación; y
_____________________________________ de la Ley Estatal de  Educación.

III.- Que en los términos previstos por el artículo 116 fracción VII de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, está de acuerdo en convenir la
asunción de la prestación de los servicios de educación básica para adultos y
la reasignación de presupuesto y transferencia de recursos materiales y hu-
manos que haga a su favor “EL INEA”, conforme al proceso de descentraliza-
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ción que realiza en los términos del programa para un nuevo federalismo 1995-
2000.

IV.- Que para los efectos del presente convenio, señala como su domicilio legal el
ubicado
__________________________________________________________________________________________.

DE “LA FSTSE”

I.- Que es una Federación de Sindicatos de  Trabajadores al Servicio del Estado,
única central reconocida por el Estado, de conformidad con el artículo 78 de la
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del apar-
tado B) del artículo 123 constitucional, constituida formalmente el 29 de octu-
bre de 1938.

II.- Que de acuerdo con lo dispuesto por los  artículos 25 fracción IV del Código
Civil para el Distrito Federal en materia común y para toda la república en
materia federal, y 84 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del
Estado, es una persona moral que se rige por sus estatutos y, en lo conducen-
te, por las disposiciones relativas a los sindicatos que señala dicha ley.

III.- Que “EL SUTINEA” es una de sus organizaciones sindicales afiliadas que ha
reafirmado su permanencia y militancia en esta federación, misma que plena-
mente persuadida de que no serán afectados los derechos laborales adquiri-
dos por los trabajadores miembros de “EL SUTINEA” y que serán irrestricta-
mente respetados  conforme a los ordenamientos y disposiciones legales apli-
cables, ha decidido apoyar el proceso de descentralización que de sus servi-
cios ha iniciado “EL INEA” y por consiguiente participar en la celebración de
este convenio.

IV.- Que para los efectos del presente convenio, señala como su domicilio legal el
ubicado en la Calle Valentín Gomes Farias número 40, Colonia San Rafael,
Delegación Cuauhtemoc, Código Postal 06470, México, Distrito Federal.

DE “EL SUTINEA”

I.- Que es una persona moral y por consiguiente con facultades para ejercitar
todos los derechos que sean necesarios para realizar el objeto de su institu-
ción, en los términos de los artículos 25 fracción IV y 26 del Código Civil para
el Distrito Federal en materia común y para toda la república en materia fede-
ral; 356 y 374 de la Ley Federal del Trabajo, de aplicación supletoria, de acuerdo
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con lo previsto por el artículo 11 de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, reglamentaria del apartado B) del  artículo 123 constitu-
cional; y con tal carácter es la única asociación de trabajadores de base que
labora en el Instituto Nacional para la Educación de los Adultos, constituida
para el estudio, mejoramiento y defensa de sus intereses  comunes, de con-
formidad con lo dispuesto por los artículos 67 y 68 de la citada Ley Federal de
los Trabajadores al Servicio del Estado.

II.- Que en términos del artículo 72 de la citada Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, se encuentra registrado ante el Tribunal Federal de Con-
ciliación y Arbitraje, según consta en el acuerdo plenario de fecha 11 de agos-
to de 1982, que obra en el expediente R.S.3/82; y que tiene por objeto repre-
sentar y defender los intereses de los trabajadores de base que prestan sus
servicios a “EL INEA”, conforme a lo previsto en el artículo 2o. de sus estatu-
tos.

III.- Que se encuentra adherido a “LA FSTSE”, única central reconocida por el
Estado, acorde a lo previsto en el artículo 78 de la referida Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado.

IV.- Que las relaciones laborales entre “EL INEA” y sus trabajadores de base se
rigen por las condiciones generales de trabajo, de fecha 22 de septiembre de
1997, fijadas por el titular de “EL INEA”, de conformidad con lo estipulado por
losartículos 1o., 87, 88, 90 y 91 de la multicitada Ley Federal de los Trabajado-
res al Servicio del Estado; 5o. fracción VIII y 10 primer párrafo del Decreto de
creación de “EL INEA”, las cuales fueron depositadas y registradas ante el
Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, por acuerdo plenario dictado el 24
de febrero de 1998 en el expediente R.S.3/82, sexto cuaderno.

V.- Que convencido de la necesidad de coadyuvar al fortalecimiento de las institu-
ciones nacionales mediante la aplicación del programa para un nuevo federa-
lismo 1995-2000, en el marco de absoluto respeto a los derechos laborales de
sus afiliados, que pasarán a prestar sus servicios al organismo descentraliza-
do de la administración pública estatal que  exprofesamente se cree, se suma
al proceso de descentralización de “EL INEA”, a más de que, como la descen-
tralización hacia los estados de los servicios educativos que presta esta enti-
dad paraestatal, no altera la estructura ni la membresía actual de “LA FSTSE”,
ratifica formalmente su permanencia como miembro activo de la misma.

VI.- Que de conformidad con las reformas a sus  estatutos, aprobadas en el cuarto
congreso electoral ordinario, efectuado los días 13, 14 y 15 de julio de 1995
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que se tuvieron formalmente por exhibidos, integrados y firmados ante el Tri-
bunal Federal de Conciliación y Arbitraje, según  resolución que obra en el
expediente R.S.3/82, quinto cuaderno, corresponde al Comité  Ejecutivo Na-
cional y a su Secretario General, en los términos de los artículos 38, 40 frac-
ción I y 41 fracción I de sus referidos estatutos, la  representación legal del
sindicato.

VII.- Que para los efectos del presente convenio, señala como su domicilio legal el
ubicado en la Calle Málaga Sur número 31, Colonia Insurgentes Mixcoac,
Código Postal 03920, México, Distrito Federal.

En virtud de lo anterior y con fundamento en los artículos 3o. fracción VIII, 26, 31
fracción i, 73 fracción XXV, 90, 116 fracción VII, y 123 apartado B) de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., 26, 31, 32, 37, 38, 45, 48,
49 y 50 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 4o., 5o., 6o., 13 y
24 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Publico Federal; 25, 26 y 27 del
Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de
1998; 82 de la Ley General de Bienes Nacionales; 2o., 3o., 4o., 5o., 6o., 10, 12, 13,
14, 32, 33 fracciones IV y VII, 39, 43, 44 y 64 de la Ley General de Educación; 28,
32, 33, 34, 35, 36 y 44 de la Ley de Planeación; 11, 14, 22, 58 y 59 de la Ley Federal
de las Entidades Paraestatales; 6 de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas; 41
y 374 de la Ley Federal del Trabajo; 1o., 11, 67, 72, 78, 84, 87, 88, 90, 91 y 124
fracción III de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,  reglamen-
taria del apartado B) del artículo 123 constitucional; 1o., 2o. fracciones I, II, IV, V, VI
Y VIII, 5o. fracción IV, 8o. fracción II y 10 del Decreto de creación de “EL INEA”; y
artículos ________________________________ de la Constitución Política del
Estado Libre y Soberano de ____________________________;
___________________________________ de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública del Estado de ______________________; así como los artículos
_________________________________ de la Ley de Educación del Estado de
_____________________________; y
________________________________________________del Convenio de Desa-
rrollo Social  suscrito el _____________________ de 1998 entre los ejecutivos fe-
deral y del estado de ________________________, las partes convienen en sus-
cribir el presente convenio de coordinación y al efecto otorgan las siguientes:
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CLÁUSULAS
PRIMERA.- OBJETO.

EL PRESENTE CONVENIO TIENE POR OBJETO:

1.- Establecer las bases, compromisos y  responsabilidades de las partes, para la
descentralización, organización y operación de los servicios de educación para
adultos, a través de la reasignación de recursos presupuestarios federales y
transferencia al organismo público descentralizado que exprofesamente cons-
tituya “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, de los recursos  humanos, materiales y
financieros, con los que “EL INEA” ha venido prestando dichos servicios por
conducto de su delegación en la propia entidad federativa.

2.- Hacer patente la convergencia de voluntades tanto del Ejecutivo Federal como
del Ejecutivo de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, para impulsar la coordina-
ción y concertación de acciones que se requieren en el proceso de descentra-
lización de los servicios educativos para adultos.

SEGUNDA.- COMPROMISOS FUNDAMENTALES.

1.- El ejecutivo de “EL GOBIERNO DEL ESTADO” en ejercicio de las facultades
que le confieren los __________________________________ de la Constitu-
ción Política del Estado Libre y Soberano
d e _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ ; y
__________________________________ de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública del Estado de ____________________________________,
se compromete a promover ante la legislatura local, en un plazo no mayor de
sesenta días, contado a partir de la firma del presente convenio, una iniciativa
de ley por la que se constituya el organismo público descentralizado que asu-
mirá el ejercicio de las funciones transferidas y la prestación de los servicios
de educación para adultos dentro de su circunscripción territorial, mismo que
las partes acuerdan denominar “INSTITUTO ESTATAL DE EDUCACIÓN PARA
ADULTOS” y al que en lo sucesivo, para efectos del presente convenio, se le
identificara como “EL IEEA”.

2.- El organismo público descentralizado que constituya “EL GOBIERNO DEL ES-
TADO” conforme al numeral anterior gozará de personalidad  jurídica, patri-
monio propio y de autonomía de gestión, para el cabal cumplimiento de su
objeto y se sujetará a las siguientes bases:
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a).- Contará con un órgano de gobierno que será la autoridad suprema y que
se integrará de conformidad con la legislación estatal aplicable, por las
personas físicas y morales, en la medida en que sus funciones o activi-
dades se identifiquen con el objeto de “EL IEEA”.

b).- El órgano de gobierno tendrá entre otras atribuciones supervisar la co-
rrecta administración de los recursos que aporten el gobierno federal por
conducto de “EL INEA” y “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, con sujeción a
las normas aplicables al ejercicio del gasto publico.

c).- En la ley que se expida deberá establecerse que el organismo descen-
tralizado quedará agrupado dentro del sector coordinado, en los térmi-
nos de la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal, por el Se-
cretario de Educación del estado; sin perjuicio de que dicho organismo
gozará de la autonomía necesaria, tanto para la administración de sus
recursos humanos, materiales y financieros, como para la operación de
los programas de educación para adultos a su cargo.

d).- “EL INEA” se responsabilizará de la atención de los conflictos jurídicos
que se presenten y tengan su origen en fecha anterior a la creación de
“EL IEEA” y asimismo del pago de los gastos derivados de obligaciones
económicas contraídas y que estén pendientes de cumplir en razón de
sus atribuciones y funciones.

e).- La organización y el funcionamiento de “EL IEEA” se regirán conforme a
lo dispuesto por la Ley General de Educación, la legislación educativa
del estado, la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de
__________________________ y la Ley de su creación, y se ajustará a
la normatividad que en materia de educación para adultos esté vigente a
nivel nacional.

f).- “EL GOBIERNO DEL ESTADO” y “EL INEA” podrán  celebrar convenios
específicos que, en materia de servicios educativos, se requieran para el
debido cumplimiento de lo previsto en el presente instrumento.

3.- “EL INEA” fungirá como organismo normativo y rector en el país, de la educa-
ción para adultos, mediante la orientación, supervisión y evaluación de sus
objetivos, contenidos, programas, acreditación y certificación de estudios, a
fin de preservar y fortalecer la unidad nacional de esta función social.
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TERCERA.- DESCENTRALIZACIÓN DE LOS SERVICIOS EDUCATIVOS
Y REASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS PRESUPUESTARIOS.

1.- De conformidad con lo establecido por los artículos 25, 26 y 27 del Decreto de
Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 1998, se
hará la reasignación de los recursos presupuestarios al organismo descentra-
lizado estatal para la operación de los servicios educativos que, por conducto
de su delegación, ha venido prestando “EL INEA” en la entidad federativa,
bajo criterios de equidad y eficiencia, adoptándose las medidas de control
necesarias para asegurar su correcta y debida aplicación.

2.- El gobierno federal, de conformidad con la normatividad vigente, reasignará
los recursos presupuestarios al gobierno del estado para que por conducto de
la Secretaría de Planeación y Finanzas Estatal sean entregados dentro de los
cinco días hábiles posteriores a la recepción de los mismos, al organismo
público descentralizado estatal que deberá estar constituido para la operación
de los servicios de educación para los adultos.

La reasignación de los recursos financieros se efectuará conforme al Presu-
puesto de Egresos de la Federación aprobado para el ejercicio correspon-
diente y se llevará a cabo de acuerdo con las fechas y calendarios que al
efecto se establezcan en las disposiciones de carácter general aplicables.

3.- “EL GOBIERNO DEL ESTADO” y “EL INEA” se coordinarán para intercambiarse
toda la información y documentación requerida en el proceso de descentrali-
zación, con la participación que, en su caso, corresponda a “LA SECODAM” y
a “LA SHCP”, así como de   la Secretaria de Contraloría Estatal, quienes sus-
cribirán el acta de                    entrega-recepción correspondiente, con la
intervención del personal que para tal efecto hayan designado ambas partes y
de las  áreas cuya participación sea legalmente requerida.

4.- En la descentralización a “EL IEEA” de la  operación de los servicios educati-
vos, se hará formal descripción de las modalidades de estudio que “EL INEA”
apoya y del modelo educativo; libros de texto, material didáctico, constancias
de acreditación de conocimientos y de certificación de estudios, formatos de
certificados de estudios, acuses de recibo de certificados  entregados y lista
de los no entregados, expedientes de educandos, problemas pendientes por
resolver y asuntos en trámite, todo ello relacionado con la administración de
los servicios educativos a cargo de la delegación de “EL INEA”.



191

ANEXOS

5.- Para realizar las funciones de vigilancia, inspección y control, las partes con-
vienen en destinar el 0.2 por ciento del monto total de los recursos financieros
que se reasignen en términos del presente instrumento, a favor del órgano
estatal de control. La ministración de estos recursos se hará proporcionalmen-
te conforme a las transferencias que se realicen y se ejercerán de acuerdo
con los lineamientos que determine “LA SECODAM”.

6.- “LA SEP” por sí misma o por conducto de “EL INEA”, proporcionará a “EL
GOBIERNO DEL ESTADO” la asesoría necesaria para la ejecución del  pre-
sente convenio y de los demás convenios específicos que al efecto se cele-
bren.

CUARTA.- RECURSOS FINANCIEROS.

1.- El gobierno federal reasignará por conducto de la Secretaria de Finanzas del
Estado a “EL IEEA” los recursos financieros pendientes de ejercer en 1998
por la delegación de "EL INEA", al formalizarse el acta de entrega-recepción
correspondiente.

2.- Las economías que llegaren a generarse en el capítulo de servicios persona-
les, que se cubran con recursos federales transferidos, sólo podrán ser utiliza-
das por el organismo descentralizado estatal para programas prioritarios de
otros capítulos de gasto, de conformidad con las disposiciones legales aplica-
bles, por lo que bajo ninguna circunstancia podrán ser utilizados para la crea-
ción de plazas.

3.- "EL INEA" por conducto de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado,
transferirá a “EL IEEA” los recursos asignados al pago de servicios personales
de los servidores públicos transferidos al organismo descentralizado estatal,
conforme a la plantilla que “EL INEA” presente para registro a “LA SHCP”.

El costo de los incrementos salariales y todas sus repercusiones (prestacio-
nes derivadas de la ley, de condiciones generales de trabajo o por disposición
del Ejecutivo Federal), serán cubiertos con recursos federales con base en el
catálogo de puestos, tabuladores de sueldos y  en la plantilla autorizada en los
términos del párrafo que antecede.

4.- El Gobierno del Estado cubrirá con cargo a su propio presupuesto, las diferen-
cias salariales que resulten en caso de conceder a sus  trabajadores aumento
de sueldos superiores a los otorgados por la Federación y que se hagan ex-
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tensivos al personal transferido al organismo publico descentralizado estatal;
“EL INEA” no podrá comprometer ni aportar recursos  adicionales para cubrir
dichas diferencias, toda vez que el gobierno federal no las reconocerá y por lo
tanto tampoco las autorizará.

5.- El Gobierno Federal financiará en el presente ejercicio fiscal y subsecuentes,
las plazas de nueva creación que a solicitud de “EL INEA”  autorice "LA
SHCP", en tanto que las generadas por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” o
“EL IEEA”, serán responsabilidad exclusiva de éstos, sin que  proceda en
ningún momento cualquier tipo de homologación o regularización, con cargo
al gobierno federal.

6.- “EL INEA” proporcionará con toda oportunidad a “EL IEEA” los recursos nece-
sarios para el pago de las cuotas que ha venido aportando al Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, incluyendo las
del fondo de la vivienda, así como las  correspondientes a la Aseguradora
Hidalgo, S.A., y al Sistema de Ahorro para el Retiro.

Por lo que corresponde a los seguros que se otorgan al personal y que se tienen
contratados con Aseguradora Hidalgo, S.A., solamente se cubrirá en su caso el
costo de las primas por lo que resta de 1998. Para los ejercicios presupuestales
subsecuentes el Gobierno del Estado por conducto de su dependencia u organismo
competente, deberá realizar las negociaciones respectivas con dicha aseguradora.

QUINTA.- RECURSOS HUMANOS Y DERECHOS LABORALES.

1.- En el proceso de descentralización de los recursos humanos de “EL INEA”,
deberán asegurarse los derechos adquiridos por los trabajadores de base,
tales como inamovilidad, protección al salario, jornada de trabajo, tabuladores
de sueldos, catálogo de puestos, sistema de escalafón, medidas de higiene y
de previsión de accidentes, seguridad y servicios sociales y otros establecidos
en el apartado B) del artículo 123 constitucional y en su ley reglamentaria; en
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los  Trabajadores del
Estado; en las Condiciones Generales de Trabajo y en el Reglamento de  Es-
calafón de “EL INEA”.

2.- Se guardará un absoluto respeto a los  derechos laborales adquiridos por los
trabajadores de base de “EL INEA”, de conformidad con lo previsto en los
citados ordenamientos legales.
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3.- La relación jurídica de trabajo a partir de la creación de “EL IEEA”, se entende-
rá establecida entre su titular y los trabajadores de base transferidos, con ple-
no goce de sus derechos individuales y colectivos.

4.- La sustitución de patrón no afectará las  relaciones de trabajo entre “EL INEA”
y sus trabajadores de base transferidos, ya que “EL INEA” será solidariamente
responsable con “EL IEEA”, de las obligaciones derivadas de las  relaciones
de trabajo y de la ley nacidas antes de la fecha de sustitución, hasta por el
término de seis meses, pues, concluido éste, subsistirá únicamente la respon-
sabilidad de “EL IEEA”.

5.- En el instrumento de creación de “EL IEEA” deberá establecerse la obligación
de este organismo de respetar y aplicar las vigentes condiciones generales de
trabajo y el reglamento de escalafón que actualmente regulan las relaciones
laborales de los trabajadores de base que se transfieran por “EL INEA”, previo
el registro de estos ordenamientos y de otros instrumentos jurídicos que acre-
diten la personalidad de “EL SUTINEA” ante las autoridades jurisdiccionales
competentes de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, los cuales se observaran o
se requerirán en las controversias o conflictos que ante las mismas se plan-
teen y en las que se aplicaran las leyes laborales vigentes en el Estado.

6.- Se reconoce a los trabajadores de base de “EL INEA” que se transfieran a “EL
IEEA”, incluyendo a los trabajadores del mismo grupo que en lo futuro se le
incorporen, el derecho irrestricto de libre asociación y, consiguientemente, estar
afiliados a “EL SUTINEA”, en los términos de los  artículos 9o., 116 fraccion VI,
123 apartado A) fracción XVI y apartado B) fracción x de la  Constitución Fede-
ral, así como en sus  correspondientes leyes reglamentarias.

7.- “EL IEEA” retendrá las cuotas sindicales y las aportaciones que se otorguen
por concepto de apoyos institucionales; y, a su vez, dicho  organismo estatal,
como nuevo retenedor, también estará obligado a entregarlas a la asociación
sindical en que se encuentran afiliados.

8.- “EL IEEA” hará las deducciones a los  trabajadores para el pago de las cuotas
correspondientes a la Aseguradora Hidalgo, S.A., al Fondo Nacional del Ahorro
Capitalizable de los Trabajadores al Servicio del Estado y al Sistema de Ahorro
para el Retiro; incluyendo las aportaciones al Instituto de Seguridad y  Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado y el Impuesto sobre la Renta.

Las retenciones que respecto al Fondo Nacional del Ahorro Capitalizable de los
Trabajadores al Servicio del Estado, haga el organismo público descentralizado
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estatal, se canalizarán por conducto de “EL INEA” al mencionado fondo, a fin de
que, de acuerdo con el subcontrato respectivo, se sigan concentrando en la institu-
ción fiduciaria del propio fondo, que  administra “LA SHCP”.

9.- El régimen de seguridad social de los  trabajadores no variará con motivo del
proceso de descentralización y para garantizarlo se suscribirá el convenio res-
pectivo entre el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado, "EL INEA", “EL GOBIERNO DEL ESTADO” y “EL IEEA”, con
fundamento en la fracción III del artículo 1o. de la Ley del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. Para tal efecto, “EL
INEA” proporcionará con toda oportunidad al mencionado organismo descen-
tralizado estatal los recursos que se deberán aportar al ISSSTE, así como
para cubrir las otras cuotas a que se refiere el numeral 6 de la cláusula cuarta.

SEXTA.- RECURSOS MATERIALES Y SERVICIOS GENERALES.

1.- “EL IEEA” asumirá el ejercicio de las funciones que se le transfieran en mate-
ria de adquisiciones, arrendamientos y servicios, así como la obra pública que
contrate, cuando se realicen con cargo total o parcial a fondos federales, con-
forme a lo previsto por la Ley de  Adquisiciones y Obras Públicas. De igual
manera, para los casos de afectación, baja y destino final de bienes muebles
que le sean transferidos por “EL INEA”, deberán sujetarse a los ordenamien-
tos y disposiciones federales aplicables en la materia.

2.- En el acta de entrega-recepción de los servicios y recursos que “EL INEA”
transfiera a “EL IEEA” y a que se refiere el numeral 3 de la cláusula tercera de
este convenio, se hará constar como parte integrante de la misma el inventa-
rio que deberá contener pormenorizadamente los bienes instrumentales y de
consumo, mobiliario y equipo de oficina, infraestructura informática e informa-
ción electrónica almacenada en los  sistemas automatizados, archivos, líneas
telefónicas, vehículos y demás bienes objeto de registro, señalándose las con-
diciones físicas y de operación de los mismos.

3.- “EL INEA” en coordinación con “LA SECODAM” y la Secretaria de Contraloría
Estatal, validarán el inventario de los bienes al servicio de la  Delegación de
“EL INEA”.

SÉPTIMA.- ESTIPULACIONES FINALES.

1.-  Anualmente “EL IEEA” integrará los indicadores de desempeño que se pro-
ponga realizar con los recursos reasignados. Estos indicadores de desempe-
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ño considerarán los incrementos en: adultos atendidos, adultos alfabetizados,
exámenes aprobados y certificados de estudio.

2.- El control, vigilancia y evaluación de los recursos reasignados, corresponderá
a la Secretaría de Contraloría Estatal, sin perjuicio de las atribuciones de con-
trol y evaluación que en ámbito federal correspondan, a “LA SHCP” y a “LA
SECODAM”, en los términos de la legislación  aplicable.

3.- “LA SECODAM”, de conformidad con las  atribuciones que le confiere la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal para organizar y coordinar el
sistema de control y evaluación gubernamental, tendrá a su cargo inspeccio-
nar y vigilar que se cumpla con las normas y   disposiciones en materia de
conservación, uso, destino, afectación, enajenación y baja de bienes muebles
e inmuebles, formulación de inventarios y actualización de avalúos que realice
la propia Secretaría, o bien terceros debidamente autorizados para ello cuan-
do se trate de bienes muebles.

4.- Con el objeto de coordinar el desarrollo de las acciones que se llevan a cabo
dentro del proceso de descentralización a que se contrae el presente conve-
nio, se establecerá con carácter temporal un comité de apoyo técnico que
estará integrado por un número igual de participantes designados por “EL
GOBIERNO DEL ESTADO” y “EL INEA”, con facultades para adoptar las me-
didas necesarias tendientes a la resolución de los problemas operativos que
se presenten; en la inteligencia de que en caso de duda sobre la interpreta-
ción, formalización, instrumentación y cumplimiento de sus cláusulas, se esta-
rá a lo previsto en el Convenio de Desarrollo Social suscrito en 1998 entre los
ejecutivos federal y del estado de ____________________________.

5.- Los convenios celebrados por “EL INEA” con “EL GOBIERNO DEL ESTADO”
con anterioridad a la firma de este instrumento, continuarán en vigor en todo lo
que no se le opongan.

6.- La Delegación de “EL INEA” en la entidad  federativa se extinguirá al consti-
tuirse el organismo descentralizado de la administración pública estatal a que
se refiere el numeral 1 de la cláusula segunda de este convenio.

7.- Una vez formalizada la descentralización de los servicios educativos y
reasignación de los recursos presupuestarios en favor del  organismo público
descentralizado estatal, “EL INEA” conservará los recursos y bienes que cons-
tituyen su patrimonio y que requiera para desempeñar su función normativa y
rectora en el país, de la educación para adultos.
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8.- El presente instrumento podrá adicionarse o modificarse de común acuerdo
por las partes. Las modificaciones y adiciones deberán hacerse constar por
escrito y surtirán sus efectos como anexos específicos a partir de la fecha en
que sean suscritos.

9.- Este convenio entrará en vigor a partir del día siguiente de su firma y tendrá
una vigencia hasta el cumplimiento de su objeto.

10.- La Secretaría de Desarrollo Social con  fundamento en el artículo 25 del De-
creto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 1998
y en el ámbito de su competencia ha dictaminado que el presente  convenio
de coordinación es congruente con el Convenio de Desarrollo Social  suscrito
en 1998 entre el Ejecutivo Federal y el  Ejecutivo del Estado de
____________________________ y, en consecuencia, se adiciona para for-
mar parte de su contexto.

11.- El presente convenio se publicará en el Diario Oficial de la Federación y en el
Periódico Oficial del Gobierno del Estado
de ___________________________________.

PREVIA LECTURA Y CON PLENO CONOCIMIENTO DE LAS PARTES DEL CON-
TENIDO Y ALCANCE LEGAL DEL PRESENTE CONVENIO, LO FIRMAN DE CON-
FORMIDAD, EN LA CIUDAD DE MÉXICO, DISTRITO FEDERAL, EL DÍA
___________ DEL MES DE _____________________ DEL AÑO DE MIL NOVE-
CIENTOS NOVENTA Y OCHO.- EL SECRETARIO DE EDUCACIÓN  PÚBLICA,
MIGUEL LIMÓN ROJAS.- RÚBRICA.- EL SECRETARIO DE HACIENDA Y CRÉDI-
TO PÚBLICO, JOSÉ ÁNGEL GURRÍA TREVIÑO.- RÚBRICA.- EL SECRETARIO
DE CONTRALORÍA Y DESARROLLO ADMINISTRATIVO, ARSENIO FARELL
CUBILLAS.- RÚBRICA.- EL DIRECTOR GENERAL DEL INEA, JOSÉ ANTONIO
CARRANZA PALACIOS.- RÚBRICA.- EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL
ESTADO, _____________________________.- RÚBRICA.- LA SECRETARIA DE
GOBIERNO, __________________________________.- RÚBRICA.- LA SECRE-
TARIA DE FINANZAS, _________________________________.- EL SECRETA-
RIO DE LA CONTRALORÍA, __________________________________.-RUBRICA.-
POR LA FEDERACIÓN DE SINDICATOS DE TRABAJADORES AL SERVICIO DEL
ESTADO: EL SECRETARIO GENERAL DEL COMITÉ EJECUTIVO NACIONAL,
_________________________________.- RÚBRICA.- POR EL SINDICATO ÚNI-
CO DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO NACIONAL PARA LA EDUCACIÓN DE
LOS ADULTOS: EL SECRETARIO GENERAL DEL COMITÉ EJECUTIVO NACIO-
NAL, MARCO ANTONIO DE LA O  ZAVALA.- RÚBRICA.
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Anexo IX
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Anexo X: Convenio
de Coordinación

para la Federalización
de los Servicios de Educación

Profesional Técnica

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA FEDERALIZACIÓN DE LOS SERVI-
CIOS DE EDUCACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA QUE SUSCRIBEN LAS SECRE-
TARÍAS DE EDUCACIÓN PÚBLICA, DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, Y DE
CONTRALORÍA Y DESARROLLO ADMINISTRATIVO, ASÍ COMO EL COLEGIO
NACIONAL DE EDUCACIÓN  PROFESIONAL TÉCNICA Y EL ESTADO DE
__________________________________.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.-
Secretaría de Educación Pública.

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA FEDERALIZACIÓN DE LOS SERVI-
CIOS DE EDUCACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA QUE SUSCRIBEN POR UNA
PARTE, EL EJECUTIVO  FEDERAL, POR CONDUCTO DE LAS SECRETARÍAS
DE EDUCACIÓN PÚBLICA, HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, Y LA DE CON-
TRALORÍA Y DESARROLLO ADMINISTRATIVO,  REPRESENTADAS POR SUS
TITULARES, MIGUEL LIMÓN ROJAS, JOSÉ ANGEL GURRÍA TREVIÑO Y
ARSENIO FARELL CUBILLAS, RESPECTIVAMENTE, EN LO SUCESIVO “LA SEP”,
“LA SHCP” Y “LA SECODAM”, ASÍ COMO EL COLEGIO NACIONAL DE EDUCA-
CIÓN PROFESIONAL TÉCNICA,  REPRESENTADO POR SU TITULAR, ANTO-
NIO ARGÜELLES, EN LO SUCESIVO “CONALEP” Y POR LA OTRA, EL  EJECU-
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TIVO DEL ESTADO DE _________________________________, REPRESENTA-
DO POR SU TITULAR, EL C. _________________________________________,
EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO, EL C. _________________________,
EL SECRETARIO DE FINANZAS Y ADMINISTRACIÓN, EL C. ________________,
EL SECRETARIO DE EDUCACION Y CULTURA, EL C. ______________________,
Y EL SECRETARIO DE LA CONTRALORÍA DEL ESTADO, EL
C.___________________________________________, EN LO SUCESIVO “GO-
BIERNO DEL ESTADO”, DE CONFORMIDAD CON LOS ANTECEDENTES,  DE-
CLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES.

ANTECEDENTES

1.- El Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000 establece que el nuevo federalismo
debe surgir del reconocimiento de los espacios de autonomía de las comuni-
dades políticas y del respeto a los universos de competencia de cada uno de
los órdenes  gubernamentales, a fin de articular armónica y eficazmente, la
soberanía de los estados y la libertad de los municipios, con las facultades
constitucionales propias del Gobierno Federal, así como promover la partici-
pación social y definir un nuevo marco de relaciones entre el Estado, los ciu-
dadanos y sus organizaciones.

2.- Para fortalecer el pacto federal, el Plan prevé impulsar la descentralización de
recursos fiscales y programas públicos hacia los estados y municipios bajo
criterios de eficiencia y equidad en la provisión de los bienes y servicios a las
comunidades. Asimismo, se establece como un imperativo, la reforma del SIS-
TEMA EDUCATIVO NACIONAL, bajo un doble compromiso: mejorar la cali-
dad de los servicios mediante la reestructuración de las instituciones, y am-
pliar la cobertura de los servicios.

DECLARACIONES

1.- DECLARA “LA SEP” POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE:

1.1.- Que es una Dependencia de la Administración Pública Federal, de acuerdo
con lo dispuesto en los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 1o., 2o. y 26 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal.

1.2.- Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 38 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, tiene a su cargo la función social educativa
para organizar, vigilar y desarrollar la enseñanza técnica, industrial, comercial
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y de artes y oficios, así como la de promover el establecimiento de centros
que requiera el desarrollo de la educación técnica, en coordinación con las
dependencias competentes del Gobierno Federal y con entidades públicas y
privadas.

1.3.- Que en el Programa de un Nuevo Federalismo 1995-2000 se establece como
estrategia y con el propósito de garantizar la articulación y el alcance de las
metas de la descentralización, utilizar la celebración de Convenio de Coordi-
nación entre las dependencias responsables y los Gobiernos de los Estados,
con la participación de “LA SHCP” y “LA SECODAM”.

1.4.- Que el “CONALEP” se encuentra agrupado dentro del sector que coordina, de
conformidad con lo dispuesto por los artículos 48 y 49 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal.

1.5.- Que comparece en este acto en su calidad de Titular de la Secretaría, el Lic.
Miguel Limón Rojas, quien acredita su personalidad con el nombramiento ex-
pedido a su favor por el C. Presidente de la República.

1.6.- Que su domicilio legal para los efectos del presente Convenio, se ubica en
Argentina número 28, segundo piso, colonia Centro, Delegación Cuauhtémoc,
código postal 06029, en México, Distrito Federal.

2.- DECLARA “LA SHCP” POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE:

2.1.- Que es una Dependencia de la Administración Pública Federal, de acuerdo
con lo dispuesto en los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 1o., 2o. y 26 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal.

2.2.- Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 31 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, tiene a su cargo la proyección y cálculo de
los egresos del Gobierno Federal y de la Administración Pública Paraestatal,
haciéndolos compatibles con la disponibilidad de los recursos y en atención a
las necesidades y políticas del desarrollo nacional.

2.3.- Que en el Programa de un Nuevo Federalismo 1995-2000 se establece como
estrategia y con el propósito de garantizar la articulación y el alcance de las
metas de la descentralización, utilizar la celebración de Convenios de Coordi-
nación entre las Dependencias responsables y los Gobiernos de los Estados,
con su participación.
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2.4.- Que comparece en este acto en su calidad de Titular de la Secretaría, el Lic.
José Angel Gurría Treviño, quien acredita su personalidad con el nombramiento
expedido a su favor por el C. Presidente de la República.

2.5.- Que su domicilio legal para los efectos del presente Convenio, se ubica en
Plaza de la Constitución, Palacio Nacional, tercer piso, patio central, número
3025, colonia Centro,  Delegación Cuauhtémoc, código postal 06029, en Méxi-
co, Distrito Federal.

3.- DECLARA “LA SECODAM” POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE:

3.1.- Que es una Dependencia de la Administración Pública Federal, de acuerdo
con lo dispuesto en los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 1o., 2o. y 26 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal.

3.2.- Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 37 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, tiene a su cargo la organizar y coordinar el
Sistema de Control y Evaluación Gubernamental, inspeccionar el ejercicio del
gasto público federal y su congruencia con los presupuestos de egresos, así
como el desarrollo administrativo integral de las Dependencias y Entidades de
la Administración Pública Federal, a fin de que los recursos humanos, patri-
moniales y los procedimientos técnicos de la misma sean aprovechados y
aplicados con criterios de eficiencia, buscando en todo tiempo la eficacia, des-
centralización, desconcentración y simplificación administrativa.

3.3.- Que en el Programa de un Nuevo Federalismo 1995-2000 se establece como
estrategia y con el propósito de garantizar la articulación y el alcance de las
metas de la descentralización, utilizar la celebración de Convenios de Coordi-
nación entre las Dependencias responsables y los Gobiernos de los Estados,
con su participación.

3.4.- Que comparece en este acto en su calidad de Titular de la Secretaría, el Lic.
Arsenio Farell Cubillas, quien acredita su personalidad con el nombramiento
expedido a su favor por el C. Presidente de la República.

3.5.- Que su domicilio legal para los efectos del presente Convenio, se ubica en
avenida Insurgentes Sur número 1735, último piso, colonia Guadalupe Inn,
Delegación Alvaro Obregón, código postal 01020, en México, Distrito Federal.
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4.- DECLARA EL “CONALEP” POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE:

4.1.- Que es un Organismo Público Descentralizado del Gobierno Federal, con per-
sonalidad jurídica y patrimonio propios, creado por Decreto presidencial del
27 de diciembre de 1978, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29
del mismo mes y año, reformado por su similar de fecha 22 de noviembre de
1993, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 8 de diciembre de
ese mismo año.

4.2.- Que para cumplir con los fines que le señala el Decreto que lo creó, ha esta-
blecido 260 planteles en todo el territorio nacional, correspondiendo ____plan-
teles y  ______ “CAST” en el Estado de __________________________.

4.3.- Que comparece en este acto en su calidad de Director  General, el C. Lic.
Antonio Argüelles, quien acredita su personalidad con el nombramiento expe-
dido el día 15 de enero de 1995 por el C. Presidente de la República.

4.4.- Que la Junta Directiva del “CONALEP” en su primera sesión extraordinaria de
fecha 31 de julio de 1998, mediante acuerdo número 1.JEXT98, autorizó la
celebración del presente acuerdo de voluntades.

4.5.- Que su domicilio legal para los efectos del presente convenio, se ubica en
avenida Conalep número 5, colonia Lázaro Cárdenas, Metepec, Estado de
México, código postal 52140.

5.- DECLARA EL “GOBIERNO DEL ESTADO”, POR CONDUCTO
DE SU REPRESENTANTE:

5.1.- Que de conformidad con lo establecido en el artículo 43 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos es parte integrante de la Federa-
ción.

5.2.- Que para el despacho de los asuntos que la Constitución Política del Estado
Libre y Soberano de ________________________ encomienda al titular del
Ejecutivo, contará con las dependencias y  organismos auxiliares que las dis-
posiciones legales establezcan.

5.3.- Que desea impulsar el desarrollo económico y social en el Estado, a través de
la prestación de servicios educativos, de manera articulada, congruente y efi-
caz, relativos a la educación profesional técnica a nivel postsecundaria que el
“CONALEP” realiza en la Entidad.
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Con base en los antecedentes y declaraciones y con fundamento en los artículos
3o. fracciones V y VIII, 26o., 73o. fracción XXV, y 116 fracción VII de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 22o., 26o., 31o., 37o., 38o. y 45o. de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28o., 32o., 33o., 34o., 36o. y
44o. de la Ley de Planeación; 4o., 5o., 6o., 13o., 17o., 24o., 40o. y demás relativos
de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal; 25o., 26o. y 27o.
del Decreto de  Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de
1998; 1o., 7o., 10o., 11o., 12o., 13o., 14o., 25o., 27o., 29o., 30o., 32o., 36o., 45o.,
47o. y demás relativos de la Ley General de Educación; 2o. fracción V, 8o., 28o.,
34o. fracción VI, 58o., 59o., 64o., 70o., 81o., 82o. y demás relativos de Ley General
de Bienes Nacionales; 6o. de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas; 2o., 9o.
fracción VI, 14o. fracción VIII y demás relativos del Decreto que crea el Colegio
Nacional de Educación  Profesional Técnica;
___________________________________________ de la Constitución Política del
Estado Libre y Soberano de _____________________________;
_______________________________________ de la Ley Orgánica del Poder Eje-
cutivo del Estado de _________________________________, las partes acuer-
dan suscribir el presente Convenio al tenor de las siguientes:

CLÁUSULAS

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA.- El presente Convenio tiene por objeto establecer las bases, compromi-
sos y responsabilidades de las partes para la transferencia, organización y opera-
ción de los servicios de Educación Profesional Técnica que presta el “CONALEP”
en el Estado, incluyendo la transferencia de los recursos humanos, materiales y
financieros, que permitan al “GOBIERNO DEL ESTADO” contar con elementos su-
ficientes para el ejercicio de las facultades que le otorga el presente Convenio, así
como las demás disposiciones legales aplicables.

SEGUNDA.- Para efectos del presente instrumento se entenderá por:
“SISTEMA” Sistema Nacional de Colegios de Educación Profesional Técnica, inte-
grado en dos niveles de competencia; uno estatal, con los Organismos Públicos
Descentralizados creados por las Entidades Federativas, los planteles y el “CAST”
actualmente ubicados en su territorio, así como aquellos que deseen incorporarse;
y el federal, con el “CONALEP”, quien lo coordinará.
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“SERVICIOS DE EDUCACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA”

Educación profesional técnica a nivel postsecundaria, cursos de capacitación, ser-
vicios tecnológicos, actualización técnica, servicios de apoyo y atención a la comu-
nidad, impartida por los integrantes del “SISTEMA”.

“ORGANISMO PÚBLICO” Organismo Público Descentralizado creado por el Esta-
do de conformidad con su normatividad.

“ANEXOS TÉCNICOS” Documentos en donde se especifican lineamientos, crite-
rios y disposiciones para la operación de los servicios de educación profesional
técnica que se transfieren y los cuales se agregan al presente Convenio, formando
parte integral del mismo.

“ACUERDOS ESPECÍFICOS” Instrumentos consensuales que formarán parte del
presente Convenio y mediante los cuales se precisan los derechos y obligaciones
de las partes para la instrumentación del mismo, los cuales se suscribirán por los
representantes de las partes que intervienen en el presente Convenio.

“COMITE ESTATAL DE VINCULACION” Órgano Colegiado integrado por represen-
tantes de los sectores productivos, público, social y privado, encargados de aseso-
rar al “CONALEP” en su operación, de conformidad con el Estatuto del “CONALEP”
y su Reglamento.

“CUOTAS DE RECUPERACIÓN” Los ingresos que se perciben con motivo del otor-
gamiento de un servicio de enseñanza educativa de capacitación, asistencia técni-
ca, servicios tecnológicos y los derivados de cualquier servicio que participe en el
proceso educativo.

“FONDO ASIGNABLE” El monto total de los recursos financieros que se transfieren
al “ORGANISMO PÚBLICO” para la operación de los “SERVICIOS DE EDUCA-
CIÓN PROFESIONAL TÉCNICA”.

“CAST” Centro de Asistencia y Servicios Tecnológicos.

TERCERA.- El “GOBIERNO DEL ESTADO” se compromete en un plazo no mayor
de treinta días naturales, contados a partir de que el H. Congreso del Estado auto-
rice al Ejecutivo Estatal la celebración del Convenio, a que se promuevan las accio-
nes legales que procedan conforme a la legislación estatal aplicable para crear al
“ORGANISMO PUBLICO”, que asumirá las  funciones, responsabilidades y recur-
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sos de los “SERVICIOS DE EDUCACION PROFESIONAL TECNICA” en el Estado
transferidos en este Convenio.

CUARTA.- Las partes acuerdan que la creación del ORGANISMO PÚBLICO”, se
sujetará a las siguientes bases:

I. Tendrá personalidad jurídica y patrimonio propio, y estará sujeto al control y
coordinación que ejerza el “GOBIERNO DEL ESTADO”;

II. Formará parte del “SISTEMA”, en los términos definidos en el presente Con-
venio;

Constituirá su patrimonio con los bienes muebles e inmuebles que se le trans-
fieran, afecten o adquiera; los recursos que se le asignen; los ingresos propios
que genere; las aportaciones,  legados y donaciones que en su favor se reali-
cen; los subsidios que le otorguen el Gobierno del Estado y los Municipios y
los demás ingresos, derechos y bienes que por cualquier título legal adquiera;

III. Tendrá a su cargo la administración de los recursos de su patrimonio;

IV. Contará con un órgano de gobierno que se integrará con un máximo de nueve
miembros, con la representación del Gobierno del Estado, interviniendo cua-
tro titulares de dependencias de la Administración Pública Estatal relaciona-
das con el propósito de la educación profesional técnica, entre éstos los titula-
res de la Secretaría de Finanzas y Administración, Secretaría de Educación y
Cultura y el de la Secretaría de la Contraloría del Estado; tres representantes
del “COMITÉ ESTATAL DE VINCULACIÓN” y dos representantes del Gobier-
no Federal, designados uno por “LA SEP” y otro por el “CONALEP”;

V. El titular del “ORGANISMO PÚBLICO” será designado por el Gobernador del
Estado, en tanto que los directores de los planteles y “CAST” que lo integren
serán designados por el órgano de gobierno del Organismo, a propuesta del
titular del mismo;

VI. Se identificará al “ORGANISMO PÚBLICO”, y a sus planteles y “CAST” utili-
zando las siglas “CONALEP --------------------____________________” y “Plantel
CONALEP ______________________” y “CAST
_______________________”, respectivamente, y

VII. Contará con autonomía técnica y operativa respecto del resto de la Adminis-
tración Pública Estatal para la ejecución de los planes y programas de Educa-
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ción Profesional Técnica que estén a su cargo y que hayan sido aprobados
por el “CONALEP”.

QUINTA.- Con objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Conve-
nio, las partes se sujetarán a las disposiciones específicas previstas en los “ANEXOS
TÉCNICOS” y “ACUERDOS ESPECÍFICOS”, los cuales forman parte del presente
instrumento.

Los “ANEXOS TÉCNICOS” son:
A. Antecedentes y Cultura Organizacional;
B. Aspectos Jurídicos-Administrativos;
C. Soporte Técnico:
1. Educación Profesional Técnica;
2. Capacitación;
3. Promoción y Vinculación;
4. Planeación, Programación y Presupuestación;
5. Evaluación y Desarrollo Institucional;
6. Administración y Desarrollo de Personal;
7. Adquisición de Bienes y Servicios;
8. Remodelación, Mantenimiento y Equipamiento;
9. Informática y Comunicaciones;
10. Apoyo Jurídico;
11. Promoción y Vinculación Internacional;
12. Servicios Tecnologicos.
D. Transferencia de recursos financieros, y
E. Apoyos específicos:
1. Plantilla de Personal;
2. Bases para la Regulación de las Relaciones de Trabajo;
3. Status Inmobiliario.

CAPÍTULO II

TRANSFERENCIA DE ATRIBUCIONES EN MATERIA DE EDUCACIÓN
PROFESIONAL TÉCNICA

SEXTA.- Las partes acuerdan que corresponderá al “CONALEP”:

I. Definir la oferta de los “SERVICIOS DE EDUCACIÓN  PROFESIONAL TEC-
NICA”, conjuntamente con los organismos que integren el “SISTEMA” y el
“COMITÉ ESTATAL DE VINCULACIÓN”;



RAMO 33: FONDOS DE APORTACIONES FEDERALES

208

II. Autorizar la oferta educativa, así como la de los servicios de capacitación y
tecnológicos a nivel nacional y regional;

III. Realizar, conjuntamente con los organismos que integran el “SISTEMA”, la
planeación de mediano y largo plazos del desarrollo institucional;

IV. Normar, planear y evaluar los planes y programas de educación profesional
técnica y de los servicios de capacitación y tecnológicos, el desarrollo curricular,
la operación de los servicios educativos y sus sistemas de control;

V. Normar, en el ámbito de su competencia, lo relacionado con la operación del
“SISTEMA”, así como establecer y realizar el registro de la normatividad que
para tal efecto se emita para estandarizar la operación de planteles y “CAST”,
para garantizar la calidad de sus servicios;

VI. Normar y definir las estrategias de evaluación que se apliquen en el "SISTE-
MA";

VII. Revalidar y establecer equivalencias de estudio para el ingreso a los planteles
del “SISTEMA”;

VIII. Otorgar, en el ámbito de su competencia, reconocimientos de validez oficial a
los estudios de escuelas particulares que deseen impartir la educación profe-
sional técnica a nivel postsecundaria y ejercer la supervisión de las mismas,
de conformidad con las disposiciones aplicables, así como otorgar reconoci-
mientos a los cursos de capacitación a instituciones públicas y privadas que
cumplan con las disposiciones y los lineamientos que se tomen por el “SISTE-
MA”;

IX. Normar y definir los contenidos y características de los materiales didácticos y
promover su producción y distribución;

X. Establecer las políticas y procedimientos para el otorgamiento de becas;

XI. Establecer los lineamientos y criterios generales de  equipamiento educativo
para la impartición de educación profesional técnica y prestación de servicios
de capacitación y tecnológicos;

XII. Planear, identificar y apoyar al equipamiento de los planteles y “CAST” me-
diante su adquisición directa conforme a la disponibilidad presupuestaria;
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XIII. Establecer las políticas de mantenimiento preventivo y correctivo a la infraes-
tructura y equipo;

XIV. Integrar, en coordinación con "ORGANISMOS PÚBLICOS", los anteproyectos
de programa presupuesto de los organismos integrantes del “SISTEMA”;

XV. Establecer los lineamientos para fijar las cuotas de recuperación de los “SER-
VICIOS DE EDUCACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA” que presten los plante-
les y “CAST”;

XVI. Convocar a los Órganos Colegiados del “CONALEP”;

XVII. Proponer al “ORGANISMO PÚBLICO” las políticas y criterios generales para
la aplicación de los recursos propios que generen los planteles y “CAST”;

XVIII. Normar, promover y evaluar las políticas de vinculación con los sectores
productivos, público, social, privado y educativo, así como de intercambio con
Organismos e Instituciones Internacionales;

XIX. Planear y normar el diseño, implementación y evaluación de los programas de
atención a la comunidad, así como administrar las unidades móviles que otor-
gan el apoyo a estos programas;

XX. Establecer y evaluar las políticas generales y normas de promoción y difusión
que realice el “CONALEP” y los “ORGANISMOS PÚBLICOS” que integren el
“SISTEMA”;

XXI. Administrar los sistemas de telecomunicaciones, de Educación a Distancia,
los Sistemas Informáticos de cobertura nacional y evaluar las acciones que en
materia de informática y telecomunicaciones realice el “ORGANISMO PÚBLI-
CO” que integren el “SISTEMA”;

XXII. Fijar las especificaciones técnicas de adquisición y contratación de bienes y
servicios destinados a la educación profesional técnica, la prestación de servi-
cios de capacitación y los servicios tecnológicos;

XXIII. Promover y apoyar, en el marco del “SISTEMA”, el desarrollo de las activida-
des culturales, recreativas y deportivas que coadyuven al desarrollo integral y
armónico del educando y capacitando, en beneficio de la comunidad de los
organismos del “SISTEMA” y de la sociedad en general;
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XXIV. Asesorar y brindar apoyo en el ámbito jurídico a los organismos que establez-
can las Entidades Federativas cuando así lo soliciten;

XXV. Las demás que sean afines a su naturaleza o que se deriven de otras disposi-
ciones legales.

SÉPTIMA.- Las partes acuerdan que corresponderá al “ORGANISMO PÚBLICO”,
en el ámbito de su competencia las siguientes atribuciones:

I. Operar, por medio de los planteles y “CAST” que se transfieren en este acto, la
prestación de los “SERVICIOS DE EDUCACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA”;

II. Coordinar y supervisar la impartición de la educación profesional técnica y la
prestación de servicios de capacitación y tecnológicos que realicen los plante-
les y “CAST” que se le transfieren en este acto así como los servicios de
apoyo y atención a la comunidad;

III. Participar en la definición de la oferta de los “SERVICIOS DE EDUCACÍON
PROFESIONAL TÉCNICA”;

IV. Realizar, conjuntamente con el “CONALEP”, la planeación de mediano y largo
plazos del desarrollo institucional;

V. Establecer coordinadamente con los planteles y “CAST” que se transfieren y
con el “COMITÉ ESTATAL DE VINCULACIÓN”, los mecanismos e instancias
permanentes de vinculación con los sectores productivos, público, social, pri-
vado y educativo;

VI. Llevar a cabo las acciones de vinculación e intercambio con organismos e
instituciones internacionales, de conformidad con los lineamientos que esta-
blezca el “CONALEP”;

VII. Revalidar y establecer equivalencias de estudio para el ingreso a sus plante-
les en términos de la normatividad aplicable;

VIII. Otorgar reconocimientos de validez oficial a los estudios de escuelas particu-
lares que deseen impartir la educación profesional técnica a nivel
postsecundaria, de conformidad con los lineamientos que establezca el
“CONALEP” y ejercer la supervisión de las mismas, de conformidad con las
disposiciones aplicables;
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IX. Ministrar los recursos financieros y supervisar la operación administrativa de
los planteles, “CAST” y unidades administrativas que estén bajo su coordina-
ción;

X. Asesorar y brindar apoyo informático en la solución de problemas específicos
en la operación de los planteles y “CAST”;

XI. Enviar propuestas de necesidades de materiales didácticos al “CONALEP”, y
posteriormente realizar su distribución en sus planteles, en los casos en que
el propio “CONALEP” autorice su producción;

XII. Integrar el anteproyecto del programa operativo anual,  incluyendo el de sus
planteles y “CAST”;

XIII. Aplicar las políticas de mantenimiento preventivo y correctivo a la infraestruc-
tura y equipo;

XIV. Definir los montos de las cuotas de recuperación de los servicios y supervisar
su cobro y aplicación conforme a las políticas y criterios generales estableci-
dos por el “CONALEP”;

XV. Administrar y aplicar los recursos propios que generen los planteles y “CAST”;
XVI. Consolidar, validar y remitir la información de planteles y el “CAST” requerida

por el “CONALEP”;

XVII. Coordinar y supervisar que las adquisiciones de bienes y servicios se hagan,
en el ámbito de su competencia, conforme a la normatividad aplicable, en el
entendido de que tratándose de la adquisición de bienes, servicios y obra
pública que se realice total o parcialmente con recursos federales, las mismas
se sujetarán a la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas;

XVIII. Brindar asesoría y apoyo legal y administrativo a los  planteles y “CAST”;

XIX. Aplicar las políticas y normas de promoción y difusión estatal de los “SERVI-
CIOS DE EDUCACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA”;

XX. Promover y desarrollar actividades culturales, recreativas y deportivas que
coadyuven al desarrollo integral y armónico del educando y capacitando, en
beneficio de la comunidad de los planteles a su cargo y de la sociedad en
general;
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XXI. Supervisar la custodia, uso y destino de los bienes muebles e inmuebles de
los planteles y “CAST” bajo su cargo;

XXII. Supervisar la aplicación de la normatividad correspondiente en los plante
les y “CAST” a su cargo;

XXIII. Impulsar y supervisar en planteles y “CAST”, los lineamientos y estándares
de calidad establecidos, y

XXIV. Las demás que sean afines a su naturaleza o que se deriven de otras dispo-
siciones legales.

OCTAVA.- Las partes acuerdan que, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, se obligan a promover la participación de los sectores productivos, público,
social, privado y educativo para la prestación de “SERVICIOS DE EDUCACIÓN
PROFESIONAL TÉCNICA” en el marco del “SISTEMA”; esta participación consisti-
rá, entre otras actividades, en:

I. Opinar sobre la definición de la oferta educativa, de capacitación y servicios tec-
nológicos, así como en el diseño de los contenidos de los planes y programas;

II. Apoyar la realización de prácticas profesionales;

III. Promover el otorgamiento de becas y donaciones;

IV. Apoyar con recursos económicos la operación de los planteles y “CAST” de
conformidad con la normatividad aplicable;

V. Participar en el seguimiento y evaluación de la operación del “SISTEMA” de
acuerdo con la normatividad aplicable;

VI. Promover programas de colocación de egresados en  actividades demanda-
das en el mercado de producción de bienes y servicios, y

VII. Emitir opinión respecto a la creación de planteles.

CAPÍTULO III
TRANSFERENCIA DE RECURSOS

NOVENA.- Las partes convienen que para formalizar la  transferencia de funciones,
bienes y recursos materiales de los “SERVICIOS DE EDUCACIÓN PROFESIONAL
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TÉCNICA” se levantarán y suscribirán actas administrativas de entrega-recepción,
de conformidad con las disposiciones legales  aplicables.

SECCIÓN PRIMERA
PROGRAMACIÓN Y PRESUPUESTACIÓN

DÉCIMA.- Las partes acuerdan que el “ORGANISMO PUBLICO” ejercerá los recur-
sos presupuestarios que se le asignen, de conformidad con los lineamientos esta-
blecidos en el presente instrumento y por la normatividad aplicable, siguiendo los
criterios de equidad, eficacia y mejora de los servicios.

DÉCIMA PRIMERA.- El “GOBIERNO DEL ESTADO”, por  conducto del “ORGANIS-
MO PÚBLICO”, elaborará tanto los Programas Operativos Anuales como los
anteproyectos de presupuesto, en los que se describirán, respectivamente, los ob-
jetivos, diagnóstico, líneas de acción, las metas y la distribución presupuestal pre-
vista, acorde con prioridades y estrategias establecidas por el “CONALEP”, de con-
formidad con el Programa de Desarrollo Educativo 1995-2000 y el Programa Insti-
tucional 1995-2000 del Colegio Nacional de Educación Profesional Técnica y de-
más documentos análogos que en el futuro se  elaboren.

A partir de la elaboración del Programa Operativo Anual de 1999, el “ORGANISMO
PÚBLICO” podrá distribuir los recursos que se le asignen por el Gobierno Federal,
de conformidad con sus disponibilidades, ajustándose a las estrategias nacionales
de educación profesional técnica que al efecto establezca el propio “CONALEP”.

Asimismo, presentará ante el “CONALEP”, en su carácter de coordinador del “SIS-
TEMA”, los programas anuales de trabajo en los cuales se precisen los objetivos y
la distribución presupuestal prevista por el Estado, acorde con las prioridades iden-
tificadas en dicho diagnóstico.

DÉCIMA SEGUNDA.- El “GOBIERNO DEL ESTADO” se  compromete a presentar
anualmente, por conducto del “ORGANISMO PÚBLICO”, la actualización del diag-
nóstico sexenal sobre la problemática que se enfrenta en la Entidad respecto a la
pertinencia, impacto y calidad de los servicios de educación profesional técnica y de
los requerimientos de los sectores productivos público, privado y social en esa mate-
ria. Esta actualización será presentada al “CONALEP” con la finalidad de integrar el
diagnóstico de todos y cada uno de los organismos que conforman el “SISTEMA”.

Ambas partes convienen en que el “ORGANISMO PÚBLICO”, a solicitud del
“CONALEP”, elaborará y enviará a éste reportes periódicos, así como la informa-
ción que le sea requerida para  efectos del seguimiento y evaluación institucional.
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DÉCIMA TERCERA.- Por su parte, el “GOBIERNO DEL  ESTADO” podrá proponer
en su presupuesto de egresos para cada ejercicio, los recursos financieros que
destinará para el correcto funcionamiento del “ORGAAnexo X: Convenio de Coordi-
nación para la Federalización de los Servicios de Educación Profesional Técnica.

SECCIÓN SEGUNDA
RECURSOS HUMANOS

DÉCIMA CUARTA.- En el proceso de federalización materia de este Convenio, se
garantizarán los derechos adquiridos por los trabajadores, consagrados en las
disposiciones legales  aplicables, por lo que las partes acuerdan que en todo mo-
mento y durante el proceso de federalización iniciado en el presente instrumento,
se respetarán los derechos laborales de los trabajadores que actualmente laboran
en el “CONALEP”.

Al efecto, las partes reconocen como trabajadores del CONALEP” al personal que se
encuentra relacionado en el Anexo Técnico identificado con la letra “E” número 1.

DÉCIMA QUINTA.- Ambas partes reconocen que las relaciones laborales de los
trabajadores a que se hace referencia en la   cláusula anterior, se regirán en los
términos y condiciones señalados en el Anexo Técnico identificado con la letra “E”
número 2.

DÉCIMA SEXTA.- El “CONALEP” y el “GOBIERNO DEL ESTADO” reconocen al
“Sindicato Unico de Trabajadores del Colegio Nacional de Educación Profesional
Técnica” como representante legal, legítimo y único de los derechos laborales de
los trabajadores de base que le prestan sus servicios.

DÉCIMA SÉPTIMA.- El régimen de Seguridad Social de los trabajadores no variará
con motivo de la descentralización y para garantizarlo, se suscribirá el convenio
respectivo entre el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado, por conducto del organismo descentralizado y la representación del
Sindicato Único de Trabajadores del Colegio Nacional de Educación Profesional
Técnica, para lo cual el Gobierno Federal por conducto del “CONALEP”, proporcio-
nará oportunamente al “GOBIERNO DEL ESTADO” los recursos que deberán apor-
tarse al ISSSTE.
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SECCIÓN TERCERA
RECURSOS MATERIALES

BIENES MUEBLES E INMUEBLES

DÉCIMA OCTAVA.- El ”CONALEP”, atendiendo lo dispuesto por los artículos 81 y
82 de la Ley General de Bienes Nacionales, transfiere al “GOBIERNO DEL ESTA-
DO” y éste a su vez al “ORGANISMO PÚBLICO” los bienes muebles y materiales
disponibles para la prestación de los “SERVICIOS DE EDUCACIÓN PROFESIO-
NAL TÉCNICA”, que se contienen en los “ANEXOS TÉCNICOS” y en las actas
administrativas de entrega-recepción, a efecto de que los utilice estrictamente para
el cumplimiento del objeto del presente instrumento.

DÉCIMA NOVENA.- Respecto a los bienes muebles y servicios en materia de Infor-
mática y Telecomunicaciones que el “CONALEP” entrega al “GOBIERNO DEL ES-
TADO” y éste a su vez al "ORGANISMO PÚBLICO”, como parte de su patrimonio,
los mismos deberán utilizarse en estricto apego a lo establecido en el presente
instrumento, sin poder destinarse en actividades ajenas a los “SERVICIOS DE EDU-
CACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA”, en actividades particulares o estatales que no
correspondan al objeto de este Convenio.

VIGÉSIMA.- Los bienes inmuebles propiedad del “CONALEP” serán transferidos al
“ORGANISMO PÚBLICO”, de acuerdo a las características específicas que se de-
tallan en el “ANEXO TÉCNICO” correspondiente, observando lo dispuesto por los
artículos 59, 64 y 70 de la Ley General de Bienes Nacionales.

VIGÉSIMA PRIMERA.- En el caso de bienes inmuebles que no sean propiedad del
“CONALEP”, pero de los que se tenga posesión formal, el “CONALEP” realizará lo
conducente para que los derechos de posesión de estos bienes sean transferidos
al “ORGANISMO PÚBLICO”, atendiendo las disposiciones de la legislación aplica-
ble, así como la realización de los actos jurídicos que deriven de la misma.

VIGÉSIMA SEGUNDA.- Respecto de los bienes inmuebles que se encuentran en
proceso de regularización tendiente a acreditar la propiedad y/o posesión formal en
favor del “CONALEP”, éste procederá a realizar la conclusión de los trámites inicia-
dos y una vez regularizados perfeccionará su transferencia al “ORGANISMO PÚ-
BLICO”, observando lo dispuesto por los artículos 59, 64 y 70 de la Ley General de
Bienes Nacionales.

VIGÉSIMA TERCERA.- Los bienes inmuebles y derechos que se transfieren, así
como aquéllos que se transferirán en el futuro por el “CONALEP”, sólo podrán ser
utilizados para el cumplimiento del objeto del presente Convenio.
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En los casos de terrenos utilizables en los inmuebles transferidos no se podrá cons-
truir instalaciones para actividades ajenas a los “SERVICIOS DE EDUCACIÓN
PROFESIONAL TÉCNICA”.

SECCIÓN CUARTA
RECURSOS FINANCIEROS

VIGÉSIMA CUARTA.- El Gobierno Federal, a través de “LA SEP”, de conformidad
con la normatividad vigente, transferirá recursos financieros suficientes al “GOBIER-
NO DEL ESTADO”, en los diferentes capítulos de gasto, para que por conducto del
“ORGANISMO PÚBLICO” se responsabilice de la operación de los “SERVICIOS
DE EDUCACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA”.

Las transferencias de los recursos financieros se harán conforme al Presupuesto
de Egresos de la Federación, aprobado para el ejercicio fiscal correspondiente y se
realizarán de acuerdo con las fechas y calendarios que para tal efecto establezca la
“SHCP”.

VIGÉSIMA QUINTA.- Las transferencias de recursos que realice el Gobierno Fede-
ral a partir de 1999, se sujetarán a las previsiones dispuestas por la “SHCP” en
términos del artículo 30 de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público
Federal y se efectuarán a través de reglas para la actualización del fondeo, etique-
tados y calendarizados al “ORGANISMO PUBLICO” por conducto de la Secretaría
de Finanzas y Administración Estatal, comprometiéndose a realizar las comproba-
ciones  correspondientes, de conformidad con la normatividad aplicable.

VIGÉSIMA SEXTA.- Las transferencias a las que se hace referencia en la cláusula
anterior se sujetarán a los planteamientos expuestos en los “ANEXOS TÉCNICOS”.

VIGÉSIMA SÉPTIMA.- El “CONALEP”, de conformidad con su disponibilidad pre-
supuestal, constituirá un fondo extraordinario para apoyar el proceso de
federalización, materia del presente instrumento de acuerdo con la legislación apli-
cable. El monto asignado para cada “ORGANISMO PÚBLICO” será calculado por
“CONALEP” considerando las características y condiciones de operación en cada
plantel y su cálculo se establecerá en los “ANEXOS TÉCNICOS”.

VIGÉSIMA OCTAVA.- El “GOBIERNO DEL ESTADO”, por conducto del “ORGA-
NISMO PÚBLICO”, reportará al “CONALEP” los avances en el ejercicio del presu-
puesto, de conformidad con las disposiciones legales aplicables.



217

ANEXOS

VIGÉSIMA NOVENA.- El “GOBIERNO DEL ESTADO” aplicará los recursos finan-
cieros que reciba con base en el presente Convenio, exclusivamente en los “SER-
VICIOS DE EDUCACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA”, a través del “ORGANISMO
PÚBLICO”.

TRIGÉSIMA.- Para realizar las funciones de vigilancia, inspección y control, las
partes convienen en destinar el 0.2% del monto total de los recursos financieros,
que se transfieran en términos del presente instrumento, en favor del Organo Esta-
tal de Control. La ministración de estos recursos se hará proporcionalmente confor-
me a las transferencias que se realicen y se ejercerán de acuerdo con los linea-
mientos que determine “LA SECODAM”.

TRIGÉSIMA PRIMERA.- Los recursos para gasto de inversión se aplicarán de acuer-
do a los programas institucionales del “CONALEP” y conforme a las disposiciones
aplicables.

SECCIÓN QUINTA
CUOTAS DE RECUPERACIÓN

TRIGÉSIMA SEGUNDA.- Las partes acuerdan que el  “ORGANISMO PÚBLICO”
recaudará las cuotas de recuperación que se obtengan de los planteles “CAST”, y
otras que se  obtengan por los servicios que se transfieren, mismas que forman
parte de su patrimonio.

TRIGÉSIMA TERCERA.- El “ORGANISMO PÚBLICO”, en su carácter de miembro
del “SISTEMA” podrá autorizar la exención a los usuarios del pago de cuotas de
recuperación por los servicios que presta, de conformidad con los criterios estable-
cidos en el “SISTEMA”.

CAPÍTULO IV
DISPOSICIONES FINALES

TRIGÉSIMA CUARTA.- “LA SECODAM”, de conformidad con las atribuciones que
le confiere la ley para organizar y coordinar el sistema de control y evaluación gu-
bernamental, tendrá a su cargo inspeccionar y vigilar que en el proceso de
federalización a que se refiere este Convenio, se cumpla con las normas y
disposiciones en materia de conservación, uso, destino,  afectación, enajenación y
baja de bienes muebles e inmuebles, formulación de inventarios y actualización de
avalúos que realice la propia Secretaría, o bien, terceros debidamente autorizados
para ello.
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El Organo Estatal de Control realizará las acciones de vigilancia a que se refiere
esta cláusula en el ámbito de su competencia, en términos de los convenios de
coordinación suscritos entre el “GOBIERNO DEL ESTADO” y “LA SECODAM”.

De igual manera, “LA SECODAM”, “LA SHCP” y el Órgano Estatal de Control, en el
ámbito de sus respectivas competencias, llevarán a cabo la vigilancia de los recur-
sos federales que por virtud de este Convenio se transfieren al “GOBIERNO DEL
ESTADO”.

TRIGÉSIMA QUINTA.- La creación de nuevos planteles con el apoyo de recursos
federales quedará sujeta a los criterios establecidos por “LA SEP”, quien será la
responsable de autorizar las solicitudes en este sentido, el “CONALEP” deberá emitir
previamente la opinión técnica correspondiente.

TRIGÉSIMA SEXTA.- Las partes acuerdan que para la creación de nuevos plante-
les en la Entidad, el “GOBIERNO DEL ESTADO” aportará el predio y lo dotará de
los servicios necesarios para su operación.

Por su parte, el “CONALEP”, si cuenta con disponibilidad  presupuestal autorizada
por el H. Congreso de la Unión, de conformidad con su presupuesto y de acuerdo
con las  autorizaciones de las autoridades competentes, proporcionará los recursos
económicos para la construcción de las instalaciones físicas y realizará el
equipamiento, proporcionando, además, la asesoría correspondiente para su fun-
cionamiento.

Las partes acuerdan que para garantizar los niveles de calidad y eficiencia de los
“SERVICIOS DE EDUCACION PROFESIONAL TÉCNICA”, solamente podrán ope-
rar aquellos planteles  autorizados dentro del “SISTEMA”.

TRIGÉSIMA SÉPTIMA.- Para efectos de la cláusula anterior, los gastos de opera-
ción, incluidos los servicios personales, respecto a los “SERVICIOS DE EDUCA-
CIÓN PROFESIONAL TÉCNICA” serán financiados en partes iguales por el “GO-
BIERNO DEL ESTADO” por conducto del "ORGANISMO PÚBLICO" y el “CONALEP”.
El “GOBIERNO DEL ESTADO”, los municipios y los sectores productivos, público,
social y privado podrán hacer las aportaciones que consideren necesarias para
contribuir a la operación de los nuevos planteles.

TRIGÉSIMA OCTAVA.- Con la finalidad de dar seguimiento a la ejecución del pre-
sente Convenio, las partes acuerdan celebrar reuniones, con la periodicidad que
consideren necesaria, y establecer conjuntamente mecanismos de seguimiento,
control y evaluación permanente.
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TRIGÉSIMA NOVENA.- El “GOBIERNO DEL ESTADO” y el Gobierno Federal por
conducto del “CONALEP” expresan su conformidad para que los convenios y acuer-
dos celebrados entre ambos con anterioridad a la firma de este instrumento, conti-
núen en vigor en todo lo que no se opongan a las condiciones y  términos estable-
cidos en el presente Convenio.

CUADRAGÉSIMA.- Las partes convienen que el presente Convenio podrá
adicionarse, modificarse e interpretarse de común acuerdo y por escrito con apego
a las disposiciones legales aplicables. Asimismo, formarán parte integral de este
instrumento, los “ANEXOS TECNICOS”, “ACUERDOS ESPECÍFICOS” y actas ad-
ministrativas de entrega-recepción, que se deriven del mismo.

CUADRAGÉSIMA PRIMERA.- La vigencia del presente Convenio surtirá sus efec-
tos una vez que el Congreso del Estado autorice al Ejecutivo Estatal su celebración,
de conformidad la Constitución Política del Estado de ______________________.

CUADRAGÉSIMA SEGUNDA.- El presente instrumento se publicará en el Diario
Oficial de la Federación y en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de
___________________________.

Enteradas las partes del contenido y alcances del presente Convenio, para su ob-
servancia y cumplimiento, se firma en la Ciudad de México, a los seis días del mes
de enero de mil novecientos noventa y nueve.- Por el Ejecutivo Federal: el Secreta-
rio de Educación Pública, Miguel Limón Rojas.- Rúbrica.- El Secretario de Hacien-
da y Crédito Público, José Ángel Gurría Treviño.- Rúbrica.- El Secretario de Con-
traloría y Desarrollo Administrativo, Arsenio Farell Cubillas.- Rúbrica.- El Director
General del CONALEP, Antonio Argüelles.- Rúbrica.- Por el Ejecutivo del Estado:
el Gobernador Constitucional del Estado_______________________.- Rúbrica.- El
Secretario General de Gobierno, __________________________.- Rúbrica.- El Se-
cretario de Finanzas y Administración, _____________________.- Rúbrica.- El Se-
cretario de Educación y Cultura__________________________.- Rúbrica.- El Se-
cretario de la Contraloría del Estado, ___________________.- Rúbrica.
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Anexo XII: Convenio
de Coordinación

para la Realización de Acciones
en torno al Programa Nacional

de Seguridad Pública

CONVENIO de Coordinación que celebran las secretarías de Gobernación, de Ha-
cienda y Crédito Público, de Contraloría y Desarrollo Administrativo, y el Estado de
________________________, para la realización de acciones en torno al Progra-
ma Nacional de Seguridad Pública 1995-2000, en dicho Estado.
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.-
Secretaría de Gobernación.

CONVENIO DE COORDINACIÓN QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL GO-
BIERNO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACION,
REPRESENTADA POR SU TITULAR Y PRESIDENTE DEL CONSEJO NACIONAL
DE SEGURIDAD PÚBLICA, C. LIC. FRANCISCO LABASTIDA OCHOA, DE LA
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, REPRESENTADA POR EL
C. LIC. JOSÉ ÁNGEL GURRÍA TREVIÑO, Y LA SECRETARÍA DE CONTRALORÍA
Y DESARROLLO ADMINISTRATIVO, REPRESENTADA POR EL C. LIC. ARSENIO
FARELL CUBILLAS, Y POR OTRA PARTE, EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y
SOBERANO DE ________________________________, REPRESENTADO POR
SU GOBERNADOR CONSTITUCIONAL,
________________________________________, EL SECRETARIO GENERAL DE
GOBIERNO_______________________________________ Y POR EL SECRETA-
RIO DE PLANEACION Y FINANZAS, ____________________________________,
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A QUIENES EN LO SUCESIVO SE DENOMINARA “SEGOB”, “SHCP”, “SECODAM”
Y “GOBIERNO DEL ESTADO”, RESPECTIVAMENTE, PARA LA REALIZACIÓN DE
ACCIONES EN TORNO AL PROGRAMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA
1995-2000 EN EL ESTADO DE _______________________, AL TENOR DE LOS
ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES:

ANTECEDENTES

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 21, penúl-
timo y último párrafos, determina que la seguridad pública es una función a cargo
de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, en las respecti-
vas competencias que la propia Constitución señala, y ordena que dichas instan-
cias se coordinarán para establecer un Sistema Nacional de Seguridad Pública;

La Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de
Seguridad Pública, reglamentaria del citado precepto Constitucional, señala que
esa función se realizará en los diversos ámbitos de competencia, por conducto de
las autoridades de policía preventiva, del ministerio público, de los tribunales, de los
responsables de la prisión preventiva, ejecución de penas y tratamiento de meno-
res infractores, de las encargadas de protección de las instalaciones y servicios
estratégicos del país, así como por las demás autoridades que en razón de sus
atribuciones, deban contribuir directa o indirectamente al objeto de la misma ley;

La coordinación comprende la determinación de las políticas de seguridad pública,
así como ejecutar, dar seguimiento y evaluar sus acciones; desarrollar lineamien-
tos, mecanismos e instrumentos para la mejor organización y funcionamiento de las
instituciones en la materia y para la formación de sus integrantes; establecer, su-
pervisar, utilizar y mantener actualizados los instrumentos de información del Siste-
ma Nacional; formular propuestas para el Programa Nacional de Seguridad Públi-
ca; y tomar medidas y realizar acciones y operativos conjuntos;

Los tres órdenes de gobierno también se coordinarán en las materias siguientes:
procedimientos e instrumentos de formación, reglas de ingreso, permanencia, pro-
moción y retiro de los miembros de las instituciones del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública; sistemas disciplinarios, de estímulos y recompensas; organización,
administración, operación y modernización tecnológica de las Instituciones de Se-
guridad Pública; propuestas de aplicación de recursos para la seguridad pública,
incluyendo apoyos de socorro de ley y de ampliación de la infraestructura peniten-
ciaria, por parte de la Federación para resarcir a los Gobiernos Locales la aplica-
ción de los recursos presupuestales propios destinados al rubro de seguridad públi-
ca; así como en acciones policiales conjuntas; regulación y control de los servicios
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privados de seguridad y otros auxiliares; relaciones con la comunidad; y fomento de
la cultura de prevención de infracciones y delitos;

Para este efecto, la Ley de referencia dispone que las políticas, lineamientos y
acciones de coordinación se llevarán a cabo mediante la suscripción de los conve-
nios respectivos y con base en los acuerdos y resoluciones que tomen en el Conse-
jo Nacional de Seguridad Pública;

En respuesta a la demanda creciente de la población por una mayor seguridad
pública, el Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000 destaca el compromiso del Go-
bierno Federal de establecer las condiciones legales, institucionales, administrati-
vas y de comportamiento ético de los cuerpos policiales, que aseguren la debida
protección de su integridad física y patrimonial; de crear las condiciones que permi-
tan al Estado combatir de manera frontal y más eficiente a la delincuencia organiza-
da; así como de lograr que los órganos responsables de la procuración de justicia se
constituyan en auténticos vigilantes de la legalidad y la persecución de los delitos;

El Programa Nacional de Seguridad Pública 1995-2000 contempla como principa-
les líneas de acción: desarrollar normas para profesionalizar y hacer eficientes las
funciones de los miembros de las Instituciones de Seguridad Pública; optimizar la
fuerza policial; instalar y operar el Sistema de Información sobre Seguridad Pública;
instaurar el servicio civil de carrera policial; constituir y operar la Academia Nacional
de Seguridad Pública; reformar sistemas y métodos en el tratamiento penitenciario
y de internación; ampliar la infraestructura carcelaria y dignificar la existente; así
como revisar y actualizar las leyes de la materia;

El citado Programa prevé que el cumplimiento de los objetivos y metas contenidos
en el mismo, debe apoyarse en recursos suficientes, óptimamente utilizados, con
criterios transparentes de presupuestación y evaluación, determinados a partir de
las fórmulas de cobertura que proponga el Sistema Nacional de Seguridad Pública,
procurándose en el mediano plazo la suficiencia de recursos presupuestales para
los programas de seguridad pública, en los ámbitos federal, estatal y municipal; y

Los Poderes Ejecutivos Federal y Local consideran prioritario conjuntar y conjugar
los recursos que habrán de destinarse a la seguridad pública, en forma tal que su
administración y aplicación sea oportuna, transparente y eficiente, para alcanzar el
objetivo común de mejorar sustancialmente la función estatal de seguridad pública,
en beneficio de la población.
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DECLARACIONES

I.- Del Gobierno Federal:
Que las Secretarías de Gobernación, de Hacienda y Crédito Público, y de Contralo-
ría y Desarrollo Administrativo, son dependencias del Ejecutivo Federal, de confor-
midad con lo dispuesto por los artículos 22, 26, 27, 31 y 37 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal;

Que los titulares de dichas dependencias, Francisco Labastida Ochoa, José Angel
Gurría Treviño y Arsenio Farell Cubillas, se encuentran plenamente facultados para
representar a sus respectivas dependencias, de conformidad con los Reglamentos
Interiores de dichas Secretarías y demás normatividad que les es aplicable;

Que el Secretario de Gobernación funge, además, por ministerio de ley, como Pre-
sidente del Consejo Nacional de Seguridad Pública; y

Que la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional
de Seguridad Pública dispone que las políticas, lineamientos y acciones de coordi-
nación previstos en dicha ley, se llevarán a cabo mediante la suscripción de los
convenios respectivos, o con base en los acuerdos y resoluciones del Consejo Na-
cional de Seguridad Pública.

II.- Del Gobierno del Estado:

Que de conformidad con lo dispuesto por los artículos______________________de
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de _______________________;
__________________de la Ley Orgánica de la Administración Pública de dicha
entidad; y ____________________________ de la Ley de Seguridad Pública del
mismo Estado, el Gobernador Constitucional se encuentra plenamente facultado
para suscribir el presente instrumento de coordinación; y

Que según lo dispuesto en los artículos _____________________________ de la
Constitución Política del Estado de ----------------------_______________________ y
______________________________ de la Ley de Seguridad Pública de dicho Es-
tado, al Gobernador Constitucional le corresponde, entre otras facultades y obliga-
ciones, la de proveer la tranquilidad, orden y seguridad públicos para todos los
habitantes de la entidad.

En mérito de lo expuesto y con fundamento en los artículos 21, 115 y 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 22, 26, 27, 31 y 37 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2o., 3o., 4o., 9o., 10o., 11o., 32
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y 36 de la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública; 9, 16 y 32 al 36 de la Ley de Planeación; 1, 2, 3, 4, 15
y 25 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal; 15 del Decre-
to de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 1998; 5
fracción XVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación; 6o. fracción
XXVI del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 5
fracción XIV del Reglamento Interior de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo
Administrativo; ________________________________ de la Constitución Política
del Estado Libre y Soberano __________________________; _____________de
la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de
_______________________; y __________________________________de la Ley
de Seguridad Pública del Estado de ______________________________, las par-
tes celebran el presente Convenio de Coordinación en los términos de las siguientes:

CLÁUSULAS
DEL OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

PRIMERA.- El presente Convenio tiene por objeto, en términos del artículo 9 de la
Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de
Seguridad Pública, establecer la coordinación entre el Gobierno Federal y el “GO-
BIERNO DEL ESTADO” para la integración del Sistema Nacional de Seguridad
Pública; determinar las políticas de seguridad pública, así como ejecutar, dar segui-
miento y evaluar sus acciones, a través de las instancias previstas en la citada Ley;
desarrollar los lineamientos, mecanismos e instrumentos para la mejor organiza-
ción y funcionamiento de las instituciones de seguridad pública y para la formación
de sus integrantes; establecer, supervisar, utilizar y mantener actualizados todos
los instrumentos de información del Sistema Nacional; formular propuestas para el
Programa Nacional de Seguridad Pública, así como para llevarlo a cabo y evaluar
su desarrollo; y tomar medidas y realizar acciones y operativos conjuntos, en los
términos que se detallan en los anexos técnicos que forman parte integrante de
este Convenio.

SEGUNDA.- El Gobierno Federal y el “GOBIERNO DEL ESTADO” convienen en
coordinar acciones para el desarrollo de una Nueva Estrategia de Seguridad Públi-
ca, de acuerdo con los programas, subprogramas y metas que apruebe el Consejo
Nacional de Seguridad Pública, en el marco del Programa Nacional de Seguridad
Pública y del Programa de Seguridad Pública del Estado de___________________.

TERCERA.- De conformidad con el artículo 15 del Decreto de Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 1998, el Consejo Nacional de
Seguridad Pública propondrá los criterios de asignación y distribución de los apo-
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yos federales al Estado de __________________________, de acuerdo con las
fórmulas de cobertura que recomiende su Secretario Ejecutivo.

En los casos en que el “GOBIERNO DEL ESTADO” haya adquirido bienes y servi-
cios o realizado obra con recursos propios durante el ejercicio en curso, en los
subsistemas a que se refiere el propio decreto de presupuesto de egresos citado y
que se describen en la cláusula quinta, se podrán resarcir con los apoyos federales
a que se refiere este Convenio. El Secretario Ejecutivo propondrá los criterios de
seguimiento y evaluación de los mismos.

DEL CONSEJO ESTATAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

CUARTA.- El Consejo Estatal de Seguridad Pública participará en los planes y pro-
gramas de seguridad pública del Gobierno del Estado, en la coordinación de las
acciones que se convengan a través de este instrumento jurídico, así como en el
seguimiento y evaluación de los resultados de los planes, programas y acciones
convenidos.

DE LOS PROGRAMAS

QUINTA.- Los Programas que comprende el presente Convenio, incluyen todo el
proceso de la seguridad pública, desde la prevención del delito, la procuración y la
administración de justicia, hasta la readaptación social, siendo éstos los siguientes:

1.- Subsistema de Información y atención a la ciudadanía
1.1. Sistema Nacional de Información Sobre Seguridad Pública
1.2. Instancias de Coordinación

2.- Equipamiento de Corporaciones
2.1. Equipamiento, Tecnología e Infraestructura

3.- Formación Policial
3.1. Profesionalización

4.- Capacitación Especializada
4.1. Profesionalización
4.2. Cobertura y Capacidad de Respuesta

5.- Adquisición de Equipos de Laboratorios para Investigación Criminalística
5.1. Equipamiento, Tecnología e Infraestructura

6.- Ampliación de la Infraestructura Penitenciaria y dignificación de la ya existente
6.1. Equipamiento, Tecnología e Infraestructura

7.- Socorro de Ley
7.1. Instancias de Coordinación
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Este listado de programas podrá modificarse según lo acuerden las partes, aten-
diendo a lo dispuesto en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación
del año correspondiente.

SEXTA.- Las metas y alcances de cada uno de los programas serán establecidos
conjuntamente por la “SEGOB” y el “GOBIERNO DEL ESTADO” en el Anexo Técni-
co respectivo.

Los anexos técnicos establecerán la participación que corresponda a la “SEGOB” y
al “GOBIERNO DEL ESTADO”, así como las normas generales de operación de
cada Programa.

DE LOS RECURSOS FINANCIEROS

SÉPTIMA.- El ejercicio de los recursos federales que se reasignen al “GOBIERNO
DEL ESTADO” se llevará a través de un Fideicomiso Estatal de Distribución de
Fondos que el “GOBIERNO DEL ESTADO” constituya de conformidad con la nor-
matividad aplicable.

El patrimonio del fideicomiso se integrará, en principio, con las aportaciones que al
mismo realice el “GOBIERNO DEL ESTADO”, por la cantidad de
$_________________ (____________________________________ pesos 00/100
M.N.), de su propio presupuesto, conforme al calendario que se incorpora a cada
uno de los anexos técnicos.

Asimismo, el patrimonio del fideicomiso se integrará, en principio, con los recursos
federales que le serán canalizados al “GOBIERNO DEL ESTADO” por la cantidad
de $_______________________ (___________________________________ 00/
100 M.N.) para efectos del Sistema Nacional de Seguridad Pública de conformidad
con el artículo 15 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 1998, conforme al calendario que se incorpora a cada uno de los
anexos técnicos.

Estas aportaciones se podrán incrementar con las que en su oportunidad hagan los
Ayuntamientos y los particulares.

OCTAVA.- Para efectos de la cláusula anterior, la “SEGOB” enterará, por cuenta y
orden del “GOBIERNO DEL ESTADO” al Fideicomiso Estatal de Distribución de
Fondos los recursos que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 15 del Decreto de
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 1998 corres-
pondan reasignar al “GOBIERNO DEL ESTADO”, con cargo a las erogaciones del
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Ramo 04 Gobernación, que se destinarán al Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca, a efecto de garantizar que los mismos se aplicarán específicamente a los fines
previstos en el párrafo segundo del citado artículo 15, y que no se traspasarán a
otros conceptos de gasto.

NOVENA.- Los recursos federales que entera la “SEGOB” por cuenta y orden del
“GOBIERNO DEL ESTADO” al Fideicomiso para el cumplimiento de sus objetivos,
se aplicarán de acuerdo a las disposiciones del Decreto de Presupuesto de Egresos
de la Federación del año que corresponda.

El “GOBIERNO DEL ESTADO” reportará al Congreso Local sobre el importe que
transfiere al fideicomiso, especificando los Programas que se apoyan.

DÉCIMA.- El Fideicomiso Estatal de Distribución de Fondos tendrá un Comité Téc-
nico integrado por el Gobernador del Estado, quien lo presidirá con voto de calidad,
por dos representantes del Consejo Estatal de Seguridad Pública, por un represen-
tante del “GOBIERNO DEL ESTADO”, uno del Secretario Ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, y un representante de la Contraloría del Estado que
participará con voz pero sin voto.

El Comité Técnico podrá invitar a sus sesiones a representantes de organizaciones
sociales, a ciudadanos y a servidores públicos federales y estatales cuyas activida-
des tengan relación con el objeto y fines del fideicomiso.

DÉCIMA PRIMERA.- El fideicomiso estatal no contará para su operación con es-
tructura administrativa propia. Para la operación, supervisión y desarrollo de sus
funciones será auxiliado por el Consejo Estatal de Seguridad Pública y por las de-
pendencias y entidades, federales y estatales, que participen en la ejecución de los
programas o en las mecánicas operativas señaladas en los anexos técnicos.

DÉCIMA SEGUNDA.- La liberación de los fondos del fideicomiso se realizará pre-
via carta de instrucciones que gire el Comité Técnico al Fiduciario, indicándole el
pago de bienes o servicios que correspondan, acreditándose con documentos origi-
nales la comprobación del caso.

La operación del fideicomiso se evaluará, de acuerdo con sus reglas de operación,
cada trimestre a partir de la fecha de su constitución.

DÉCIMA TERCERA.- Para salvaguardar el cumplimiento de las metas nacionales
respectivas, los presupuestos asignados a los programas no podrán ser transferi-
dos para otros fines, y sólo podrá hacerse entre éstos una vez que previamente se
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justifique y convenga con el Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, en cuyo caso convienen modificar a través de un adendum los anexos
técnicos correspondientes, debiendo ser ejercidos de acuerdo con el calendario
que se establece en el anexo técnico respectivo.

DÉCIMA CUARTA.- El Comité Técnico acordará el destino de los rendimientos fi-
nancieros del fideicomiso. Dichos rendimientos se utilizarán preferentemente, para
cubrir los servicios del fiduciario, la difusión de los resultados de los programas,
para los servicios de vigilancia, inspección, control y evaluación; así como para
alcanzar los objetivos de cualquiera de los programas señalados en la cláusula
quinta.

DÉCIMA QUINTA.- El Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica generará los instrumentos e indicadores de gestión necesarios para coordinar
el seguimiento y la evaluación sistemática del ejercicio de los recursos del financia-
miento conjunto.

DE LA COORDINACIÓN INSTITUCIONAL

DÉCIMA SEXTA.- El Gobierno Federal, por conducto de la “SEGOB”, se obliga a:

l).- Destinar para el Sistema Nacional de Seguridad Pública los recursos a que se
refieren las cláusulas séptima y novena del presente Convenio;

ll).- Determinar los indicadores de gestión necesarios para coordinar la evalua-
ción sistemática de cada uno de los programas que se refieren en este Conve-
nio;

lll).- Informar trimestralmente a la “SECODAM” sobre los recursos transferidos al
“GOBIERNO DEL ESTADO”, en el marco del presente Convenio; y

lV).- Participar en las evaluaciones trimestrales que lleve a cabo el “GOBIERNO
DEL ESTADO” sobre la ejecución de los programas previstos en el presente
Convenio y que se apliquen en esa entidad federativa.

DÉCIMA SEPTIMA.- El “GOBIERNO DEL ESTADO” se obliga a:
l).- Aportar para el Sistema Nacional de Seguridad Pública los recursos a que se

refieren las cláusulas séptima y novena de este Convenio;
ll).- Orientar, aplicar y destinar los recursos que le otorga el Gobierno Federal a

los conceptos señalados en el presente Convenio;
lll).- Efectuar los gastos de instalación, operación, aseguramiento, conservación y

mantenimiento de los equipos que se transfieran y adquieran por virtud de
este Convenio;
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lV).- Instrumentar los programas señalados en este Convenio en el ámbito de esa
entidad federativa;

V).- Proporcionar la información estadística que le solicite el Secretario Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública;

Vl).- Informar trimestralmente a la “SECODAM” y al Secretario Ejecutivo del Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública sobre las aportaciones que realice, así
como sobre el avance programático-presupuestal en la aplicación de los re-
cursos previstos en las cláusulas séptima y novena de este instrumento;

VII).- Evaluar trimestralmente, con la participación del Secretario Ejecutivo del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, la ejecución de los programas señala-
dos en este Convenio; y

VIII).- Aplicar las políticas de seguridad pública, los mecanismos e instrumentos
para la mejor organización y funcionamiento de las instituciones en la materia
y para la formación de sus integrantes, así como establecer, utilizar y mante-
ner actualizados los instrumentos de información que determine el Secretario
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

DÉCIMA OCTAVA.- El personal de cada una de las partes que intervenga en la
realización de las acciones que son materia de este Convenio, mantendrá su rela-
ción y dependencia laboral, por lo que no se crearán nuevas relaciones de esa
naturaleza.

DÉCIMA NOVENA.- El control, vigilancia y evaluación del total de los recursos refe-
ridos en este Convenio, corresponderá al órgano estatal de control, sin perjuicio de
las atribuciones de control y evaluación que en el ámbito federal le corresponden a
la “SECODAM”.

Para llevar a cabo los servicios de vigilancia, inspección, control y evaluación, el
Comité Técnico destinará el 0.2% del monto total de los recursos financieros que se
ejerzan en el marco del presente Convenio, en favor del órgano estatal de control,
quien administrará estos recursos conforme a los lineamientos que determine la
“SECODAM”; dichos recursos serán obtenidos únicamente de los productos finan-
cieros que genere el fideicomiso.

La “SECODAM” y la Contraloría Estatal verificarán, en el ámbito de sus respectivas
competencias, la correcta aplicación de los recursos a que se refiere el presente
Convenio, en los términos de las disposiciones legales aplicables y del Acuerdo de
Coordinación que en materia de control tienen celebrado.
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VIGÉSIMA.- La “SEGOB” y el “GOBIERNO DEL ESTADO” promoverán y adopta-
rán las medidas complementarias que se requieran para el cabal cumplimiento de
lo estipulado en este Convenio.

VIGÉSIMA PRIMERA.- La “SEGOB” suspenderá la radicación de los apoyos fede-
rales al “GOBIERNO DEL ESTADO”, dejando de enterar al Fideicomiso Estatal de
Distribución de Fondos los recursos que le correspondan de acuerdo a lo dispuesto
por el artículo 15 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 1998, cuando la “SECODAM” determine, previa audiencia al
Estado, que dichos apoyos se han destinado a fines distintos a los previstos en el
párrafo segundo del citado artículo 15, o que no se ha cumplido con cualquiera de
los compromisos establecidos en el presente Convenio.

VIGÉSIMA SEGUNDA.- La “SHCP” y la “SECODAM”, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias en el orden federal, están facultadas para interpretar las estipu-
laciones del presente Convenio y establecer las medidas conducentes a su correc-
ta y homogénea aplicación.

TRANSITORIA

ÚNICA.- Este Convenio se publicará en el Diario Oficial de la Federación y en el
Periódico Oficial del Estado y entrará en vigor a partir de la fecha de su suscripción.

El presente instrumento se suscribe en la ____________________________,
_____________________, a los ___________ del mes de ___________ de mil
novecientos noventa y ocho.- Por el Gobierno Federal: el Secretario de Goberna-
ción, Francisco Labastida Ochoa.- Rúbrica.- El Secretario de Hacienda y Crédito
Público, José Angel Gurría Treviño.- Rúbrica.- El Secretario de Contraloría y De-
sarrollo Administrativo, Arsenio Farell Cubillas.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Es-
tado de __________________: el Gobernador Constitucional,
__________________________.- Rúbrica.- El Secretario General de Gobierno,
_____________________________.- Rúbrica.- El Secretario de Hacienda Pública
y Tesorería, _____________________________.- Rúbrica.
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